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La aparición y la puesta en marcha de la nueva tec-
nología disruptiva denominada inteligencia artificial 
han provocado un gran debate a nivel mundial debi-
do a la gran diversidad de sus usos y aplicaciones en, 
prácticamente, todos los ámbitos y actividades de la 
vida de las personas.

Se ha estudiado su impacto a partir de diferentes 
puntos de vista, desde todas las disciplinas del cono-
cimiento, ya que sus implicaciones son de la mayor 
relevancia para los derechos humanos de las personas.

Algunos países ya tienen regulaciones sobre el uso 
de la inteligencia artificial, por ejemplo, la Unión Eu-
ropea expidió la Ley de Inteligencia Artificial y el Re-
glamento de Inteligencia Artificial. Argentina, Brasil, 
Perú y Uruguay son algunas de las naciones que ya 
cuentan con regulaciones en materia de inteligencia 
artificial.

A pesar de que en México las autoridades 
gubernamentales ya usan la inteligencia artificial para 
realizar las actividades y funciones que tienen a su car-
go, no existe un marco legal que regule su utilización, 
lo cual puede complicar las labores que tienen a su car-
go y generar violaciones a los derechos humanos de las 
personas.

En ese sentido, la Comisión de Derechos Huma-
nos del Estado de México no puede ser ajena a la dis-D
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cusión de las implicaciones de la inteligencia artificial en el ámbito de los derechos 
humanos de las personas, ya que siempre las autoridades deben respetar la digni-
dad de ellas y tutelar las prerrogativas fundamentales.

La inteligencia artificial es una herramienta tecnológica que debe estar siempre 
al servicio de los seres humanos para mejorar su calidad de vida, pero nunca debe-
rá utilizarse en sustitución de las personas.

Es por ello que hemos convocado a diferentes especialistas en el tema para 
que escriban en este número denominado “Derechos digitales e inteligencia artifi-
cial”, con la finalidad de que nos aporten sus puntos de vista y sus análisis respec-
to de las implicaciones de la inteligencia artificial en los derechos humanos de las 
personas. Así, en la sección “A fondo” se publican siete interesantes artículos, en los 
cuales se analizan los derechos digitales y la inteligencia artificial, desde la perspec-
tiva de los derechos humanos.

Gustavo Aguilera Izaguirre y Gabriela Alejandra Sosa Silva, en su artículo “De-
rechos digitales e inteligencia artificial. Su regulación en México y Europa”, exa-
minan la intersección entre los derechos digitales y la regulación de la inteligencia 
artificial, con un enfoque comparado entre la Unión Europea y México. A partir 
de una revisión sistemática de la literatura, análisis de marcos jurídicos y estudios 
de caso, los autores identifican las principales amenazas que la inteligencia artifi-
cial impone a diferentes derechos humanos como la privacidad, la no discrimina-
ción y la libertad de expresión. El texto concluye con recomendaciones prácticas 
para fortalecer la protección de derechos digitales sin inhibir la innovación.

Isael Fierros González, Dario Ghilarducci y Alessio Zanier Visintin, en “Inteli-
gencia artificial: conocimiento y percepción de los usuarios en México”, explican 
que la inteligencia artificial ha llegado a nuestras vidas para quedarse y hacer-
las más fáciles. Precisan que el objetivo de este artículo es mostrar la percepción 
que tienen los hogares mexicanos sobre el uso de la inteligencia artificial en su 
vida cotidiana. Para lograr su objetivo, realizaron un análisis descriptivo, utiliza-
ron información de más de 5000 encuestas aplicadas a lo largo de todos los esta-
dos de México, que sirvieron para elaborar el reporte Conocimiento, percepción 
y uso de la inteligencia artificial por los usuarios de Internet fijo y/o móvil. 
En su colaboración dan los resultados de este importante estudio.

Héctor Pérez Pintor y Victoria Silva Huerta, en su texto “Desafíos de los dere-
chos digitales en México”, explican que la cuarta revolución industrial o industria 
4.0, transformó la convivencia y las relaciones de poder a través de la tecnología, 
ya que esta incide en la educación, en la cultura, en la economía, en el comercio 
y en el ámbito jurídico. Señalan que en este contexto surgen los derechos digita-
les como extensión de los derechos humanos, los cuales protegen libertades como 
la privacidad, la libertad de expresión, el acceso a Internet y la protección de da-
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tos en entornos digitales. No obstante lo anterior, afirman que en México persiste 
una brecha digital que limita la equidad e inclusión, mientras que reformas como 
la curp biométrica y la Ley de Telecomunicaciones y Radiodifusión abren debates 
sobre el equilibrio entre tecnología, derechos y democracia. 

Gabriel Renato Reyes Jaimes y Paola Rossi González Piña, en su investigación 
“El uso de la ia en el ámbito educativo: ¿un derecho humano emergente o una 
herramienta didáctica?”, señalan que su estudio es el resultado de la indagación 
que hicieron respecto de cómo ha ido permeando el uso de la inteligencia artificial 
en el ámbito educativo, con la finalidad de establecer un criterio que permita iden-
tificar si esta nueva tecnología se puede percibir como un derecho humano emer-
gente o como una herramienta didáctica.

Benjamín Revuelta Vaquero y César Arturo Sereno Marín, en su artículo “Dere-
chos digitales y derechos ambientales. Sinergia para la gobernanza ambiental”, afir-
man que las tecnologías de la información y comunicación, tales como el Internet 
y las redes sociales en el espacio virtual, así como el surgimiento de los derechos 
digitales, han transformado las relaciones humanas, pues permean de manera pro-
funda las interacciones sociales e impactan significativamente la naturaleza y los 
bienes ambientales actuales. En ese sentido, los autores estudian la función de los 
derechos digitales como amplificadores de los derechos ambientales para lograr 
la gobernanza ambiental y garantizar mejores condiciones de vida para la sociedad 
en conjunto.

Luis Gerardo Samaniego-Santamaría, Yunitzilim Rodríguez-Pedraza y Gustavo 
René García-Vargas, en su investigación “Inteligencia artificial y derechos humanos. 
Hacia un marco regulatorio en México basado en la dignidad humana”, afirman 
que el vertiginoso avance de la inteligencia artificial en el siglo xxi ha transforma-
do profundamente la vida de las personas. Señalan que esta revolución tecnológica 
plantea desafíos éticos y jurídicos sin precedentes, especialmente en lo que con-
cierne a la protección de los derechos humanos y la dignidad de las personas. 
Destacan que su carácter ambivalente exige un análisis sobre la necesidad de un 
marco regulatorio de la inteligencia artificial basado en la dignidad humana y la 
protección de los derechos humanos, que combine principios éticos, sin limitar 
el desarrollo de las tecnologías en beneficio de la humanidad.

Mauricio Iván Vargas Mendoza y Filiberto Eduardo R. Manrique Molina, 
en “Bioderecho y neurociencia: metafísica jurídica de la vida humana para el siglo 
XXI, primeras aproximaciones al núcleo irrefutable”, examinan la relación entre 
bioderecho y neurociencia como un paradigma emergente que busca reconfigurar 
los fundamentos del derecho en el siglo XXI. Se plantean que la vida y la digni-
dad deben constituir el núcleo irrefutable de la normatividad jurídica frente a los 
desafíos que generan los avances científicos y tecnológicos. Proponen un derecho 
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biocéntrico que no solo regule la ciencia, sino que la oriente hacia la justicia, la au-
tonomía y la protección de la dignidad humana.

En la sección “Criterios sobre derechos digitales e inteligencia artificial”, José 
Ángel Díaz Rodríguez realiza un análisis de los marcos legales, los actores clave, 
las tensiones éticas y las políticas públicas en curso, del impacto de estas tecnolo-
gías en la vida cotidiana de las personas. Asimismo, reflexiona sobre los riesgos 
que implica una adopción acrítica de la inteligencia artificial, como la vigilancia 
masiva, la discriminación algorítmica o la falta de rendición de cuentas en decisio-
nes automatizadas. Nos aporta una visión concisa y accesible sobre el estado actual 
de los derechos digitales y el desarrollo de la inteligencia artificial en México. 

De la misma forma, Gabriela Alejandra Sosa Silva, en el “Breviario bibliográ-
fico”, reseña el libro de John M. Ackerman et al. (2023), Decálogo de Derechos 
de las Personas Usuarias de Redes Sociodigitales, publicado por la UNAM.

Con este aporte doctrinal, la Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de México se pone a la vanguardia en materia de derechos digitales e inteligencia 
artificial, ya que cumple con el deber de promover y difundir los derechos huma-
nos emergentes.

Víctor Leopoldo Delgado Pérez
Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México
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A  F O N D O

Derechos digitales e inteligencia artificial. 
Su regulación en México y Europa

Digital Rights and Artificial Intelligence. 
Its Regulation in Mexico and Europe

GUSTAVO AGUILERA IZAGUIRRE

[Profesor-investigador de la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma del Estado de México. Doctor en 
Derecho por la Universidad de Salamanca, España.]

GABRIELA ALEJANDRA SOSA-SILVA

[Directora de Tus derechos en... y Tus obligaciones en...]

Este artículo examina la intersección entre los derechos digitales y la regulación de la 

inteligencia artificial (IA), con un enfoque comparado entre la Unión Europea y México. 

A partir de una revisión sistemática de la literatura, análisis de marcos jurídicos y estudios 

de caso, se identifican las principales amenazas que la IA impone a derechos como la 

privacidad, la no discriminación y la libertad de expresión; asimismo, se evalúan los 

instrumentos regulatorios existentes (GDPR y AI Act en la UE; LFPDPPP y propuestas de 

regulación de IA en México). El artículo concluye con recomendaciones prácticas para 

fortalecer la protección de derechos digitales sin inhibir la innovación.

This article examines the intersection between digital rights and the regulation of artificial 

intelligence (AI), with a comparative approach between the European Union and Mexico. Based on 

a systematic literature review, analysis of legal frameworks, and case studies, it identifies the main 

threats that AI poses to rights such as privacy, non-discrimination, and freedom of expression. It 

also assesses existing regulatory instruments (GDPR and the AI Act in the EU; the LFPDPPP and 

AI regulation proposals in Mexico). The article concludes with practical recommendations to 

strengthen the protection of digital rights without inhibiting innovation.

PALABRAS CLAVE: derechos humanos, inteligencia artificial, derecho.

KEYWORDS: human rights, artificial intelligence, law.
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sumario: i. Introducción. ii. Derechos humanos. iii. Derechos digitales. iv. Marco de 
referencia para garantizar los derechos de la ciudadanía en la era digital. v. Origen de la 
IA. vi. Derechos humanos e IA. vii. Regulación de la ia en Europa. viii. La ia en México. 

ix. Análisis comparado. x. Conclusiones. xi. Referencias.

I. INTRODUCCIÓN

La inteligencia artificial (ia) ha dejado de ser una tecnología de laboratorio para 
convertirse en un vector central de transformación en los sectores público y priva-
do. Su adopción amplia, desde sistemas de recomendación en plataformas digitales 
hasta algoritmos de decisión en banca, salud y seguridad, plantea preguntas urgen-
tes acerca de cómo garantizar los derechos fundamentales en entornos digitales. 
Este trabajo explora esas preguntas, concentrándose en la relación entre derechos 
digitales y regímenes regulatorios en la Unión Europea y México.

La inteligencia artificial (ia) ha transformado muchos aspectos de la vida mo-
derna, desde la automatización de tareas rutinarias hasta la creación de sistemas 
inteligentes capaces de tomar decisiones complejas. La ia abarca una amplia gama 
de tecnologías, incluye aprendizaje automático, procesamiento de lenguaje natural 
y robótica, entre otras. Estas tecnologías generan un impacto significativo en diver-
sos sectores, tales como la medicina, la educación, la industria y el entretenimiento.

Sin embargo, con el avance de la ia también surgen importantes consideracio-
nes éticas y legales, especialmente en relación con los derechos humanos. Los de-
rechos humanos son principios fundamentales que garantizan la dignidad y el 
respeto de todas las personas, independientemente de su nacionalidad, sexo, ori-
gen étnico, religión o cualquier otra condición.

La elección de comparar la ue y México responde a factores complementa-
rios: la ue ha promovido un marco regulatorio ambicioso y avanzado (gdpr y ia 
Act) que busca armonizar estándares entre Estados miembros; México, por su par-
te, presenta un régimen de protección de datos consolidado en ciertos extremos, 
pero con huecos en la normativa específica sobre ia, y un dinamismo legislativo 
que hace pertinente analizar las implicaciones para derechos digitales.

II. DERECHOS HUMANOS

Los derechos humanos pueden ser definidos, en un primer momento, como to-
dos aquellos que tiene cada hombre o mujer por el hecho de serlo y formar parte 
de la sociedad en que vive. Otras personas consideran que estos se hallan en per-
manente construcción, por ello, los explican como un conjunto de facultades, li-
bertades, inmunidades y prerrogativas que, en cada momento histórico, concretan 
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o determinan las exigencias de la dignidad, la libertad y la igualdad humana, por lo 
que deben ser reconocidos por la legislación nacional y los instrumentos jurídicos 
internacionales para su respeto y protección efectiva.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación de México (2013) define a los de-
rechos humanos como

prerrogativas mínimas que todo miembro de la especie humana, por su propia naturaleza 
debe gozar, y cuyo respeto y observancia deben ser garantizados por el Estado en todo 
tiempo y lugar, pues a través de ellas se concretan las exigencias de la dignidad humana.

Los derechos humanos son el conjunto de derechos por los cuales se afirma 
la dignidad de la persona frente al Estado, es decir, son derechos públicos sub-
jetivos que comprenden las correlativas obligaciones, limitaciones y prestaciones 
por parte del Estado en favor de las personas. En su aspecto positivo son aquellos 
reconocidos por el sistema jurídico del que se trate, en el caso de México serían 
los que se establecen en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
además de los que se recogen en los pactos convenciones y tratados internacionales 
suscritos y ratificados por el Estado mexicano (Orozco, 2002).

Los conceptos de derechos humanos, derechos fundamentales y garantías in-
valuables no son equivalentes, ni tampoco se pueden utilizar indistintamente (Pé-
rez Luño, 2004, p. 48). Pérez Luño señala lo siguiente: “Los derechos humanos 
son un conjunto de facultades e instituciones que, en cada momento histórico, con-
cretan las exigencias de la dignidad, la libertad y la igualdad humanas”, las cua-
les deben ser reconocidas positivamente en los ordenamientos jurídicos a nivel 
nacional e internacional, ya que estos conceptos no son estáticos, evolucionan; 
asimismo, que los derechos fundamentales son aquellos reconocidos, protegidos 
y garantizados por el ordenamiento jurídico positivo —en la mayoría de los casos 
en su normatividad constitucional— y que suelen gozar de una tutela reforzada, 
lo que implica la implementación de mecanismos estatales rigurosos para su respe-
to y protección. En cuanto a la garantía, decimos que es el medio. En sentido mo-
derno, una garantía constitucional tiene por objeto reparar las violaciones que se 
hayan producido a los principios, valores o disposiciones fundamentales. 

Al respecto existe jurisprudencia en la que se señala que las garantías indivi-
duales no son derechos sustantivos, sino que constituyen el instrumento constitu-
cional para salvaguardar estos, es decir, el medio constitucional establecido por la 
propia norma fundamental del país para salvaguardar tales derechos (Semanario 
Oficial de la Federación, 1996).

Entonces, cuando hablamos de garantías jurídicas nos referimos a las dispo-
siciones legales que tienden hacer efectiva y tutelar la vigencia del derecho. Pero 
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cuando mencionamos a las garantías de los derechos humanos, no solo señalamos 
a los mecanismos jurídicos creados en la norma jurídica para su protección y de-
fensa, sino a los aspectos económicos, sociales y culturales necesarios para lograr 
su eficacia (Hernández, 2015).

En este sentido, cuando abordamos lo relacionado a los derechos económicos, 
sociales y culturales (desc) como aquellos que están vinculados a la satisfacción 
de las necesidades básicas de las personas en ámbitos como el trabajo, la alimenta-
ción, la salud, la vivienda, la seguridad social, la educación, la cultura, el agua y el 
medio ambiente, hubo un momento en el que se generó la idea equivocada de que 
cada categoría de derechos tenía una naturaleza jurídica distinta y enorme. Aunque 
mientras los derechos civiles y políticos sí eran derechos humanos vinculantes y de 
ejecución inmediata por parte de los Estados, los desc eran derechos programáti-
cos, cuya realización no podía exigirse directamente a los Estados y se encontraba 
condicionada a factores, tales como la disposición de recursos económicos. Hoy en 
día esta distinción entre ambas categorías ha sido superada y se reconoce amplia-
mente la indivisibilidad, la interdependencia y la interrelación de todos los dere-
chos humanos (acnudh, 2010).

Se debe entender que todos los derechos humanos implican para los Estados 
las mismas obligaciones, que son de tres tipos: la de respetar, que consiste en abste-
nerse de impedir u obstaculizar la realización de los derechos de las personas; la de 
proteger, que consiste en adoptar las medidas para evitar que terceras personas 
puedan restringir o anular los derechos humanos de otras personas, y la de reali-
zar, la cual consiste en adoptar las medidas positivas para garantizar que estas pue-
dan acceder al ejercicio de sus derechos humanos, aun cuando no puedan hacerlo 
por sus propios medios y recursos.

En general, las normas que establecen derechos humanos de carácter colecti-
vo, los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales, tienen el carácter  
programático. Las normas programáticas son de existencia reciente en los diversos 
sistemas jurídicos y, generalmente, pretenden atender a la dinámica y a las nece-
sidades sociales que el Estado debe cubrir como uno de sus fines. Verificar la efi-
cacia de estas y garantizar el cumplimiento de sus objetivos es hoy en día una de 
las tareas pendientes de mayor relevancia en el campo de los derechos humanos 
(Hernández, 2015).

III. DERECHOS DIGITALES

Los derechos digitales corresponden a los mismos derechos humanos, pero en el 
ámbito digital. El término “derechos digitales” se refiere a cuestiones relativas 
a cómo se ejercen y protegen los mismos derechos que siempre han sido fundamen-
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tales para todos los seres humanos, como la libertad de expresión, la privacidad 
y el acceso a la información en la era de Internet, las redes sociales y la tecnología.

Los derechos digitales son una extensión de las prerrogativas fundamentales 
que se ejercen en el entorno digital y garantizan a todas las personas acceder, 
usar, crear y publicar información a través de dispositivos electrónicos, plataformas 
en Internet y redes sociales. Se relacionan con la manera en que ejercemos, promo-
vemos y defendemos nuestros derechos mediante el uso de las tecnologías digitales 
de la información y las comunicaciones.

Los derechos digitales no son más que una extensión de los derechos recogidos 
en la Declaración Universal de los Derechos Humanos de la Organización de las 
Naciones Unidas (onu), aplicados al mundo online. Su objetivo primordial es ga-
rantizar el acceso a Internet, evitando la denominada brecha digital, y un adecua-
do uso de la red como un bien común perteneciente al conjunto de la humanidad. 
Sin embargo, la falta de un consenso internacional, más allá de una resolución so-
bre los derechos humanos en Internet, ha hecho que cada país desarrolle su propia 
Carta de Derechos Digitales (iberdrola, 2025).

Tanto la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh) como las Na-
ciones Unidas han establecido reiteradamente que los mismos derechos que tienen 
las personas en el mundo offline deben protegerse también en el ámbito en línea, 
en particular a la libertad de expresión. Ese derecho está establecido en el artículo 
19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (pidcp) y en el artícu-
lo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (cadh) y se aplica 
sin importar las fronteras y a través de cualquier medio de comunicación. 

Los derechos digitales constituyen la extensión de los derechos fundamentales 
reconocidos en la Declaración Universal de los Derechos Humanos al entorno digi-
tal. Su objetivo es adaptar los derechos existentes a los desafíos tecnológicos, asegu-
rando su cumplimiento y fortaleciendo la democracia en la transformación digital.

Estos derechos son fundamentales porque impactan directamente en nuestra 
vida cotidiana:

•	 Garantizan que la información personal no sea utilizada sin consentimiento.
•	 Protegen a las personas usuarias contra amenazas cibernéticas como el fraude 

online, el phishing y el robo de identidad.
•	 Aseguran que toda la ciudadanía tenga acceso a las tecnologías digitales 

sin discriminación.
•	 Garantizan la libertad de expresión o el derecho al olvido en Internet.

Ahora bien, para que podamos ejercer nuestros derechos digitales, resulta in-
dispensable abordar el concepto de inclusión digital. Este implica asegurar un acce-
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so equitativo, seguro y con sentido al uso, a la gestión y al desarrollo de tecnologías, 
así como los servicios y las oportunidades digitales disponibles para toda la pobla-
ción. La ausencia de dicha inclusión puede intensificar las desigualdades ya exis-
tentes en el ámbito digital y, al mismo tiempo, generar nuevas formas de exclusión.

Los derechos digitales no son derechos nuevos en esencia; son la traducción 
de los derechos humanos a los entornos tecnológicos. La libertad de expresión, 
por ejemplo, se manifiesta en nuestra capacidad de compartir ideas en redes so-
ciales. El derecho a la privacidad se expresa en la protección de datos personales. 
El derecho de acceso a la información se concreta en la posibilidad de consultar 
documentos y bases de datos públicas a través de medios electrónicos.

La forma mediante la cual podemos ejercer nuestros derechos digitales será 
por medio de las nuevas tecnologías. Algunos de estos derechos son la libertad 
de expresión en línea, el acceso a la información a través de medios digitales, 
la educación digital y los servicios de salud a distancia.

IV. MARCO DE REFERENCIA PARA GARANTIZAR 

LOS DERECHOS DE LA CIUDADANÍA EN LA ERA DIGITAL

El 4 de julio de 2018, la Organización de las Naciones Unidas aprobó la resolución 
sobre la promoción, protección y disfrute de los derechos humanos en Internet, 
la cual reafirma la relevancia de garantizar el respeto y el ejercicio de los dere-
chos humanos en el entorno digital. Entre sus disposiciones principales, se estable-
ce que los actores del sector privado deben orientar sus políticas de moderación 
de contenidos conforme al derecho internacional de los derechos humanos, además 
de salvaguardar la confidencialidad de las comunicaciones en línea mediante me-
canismos como el cifrado y el anonimato digital.

Asimismo, la resolución manifiesta su preocupación frente a la recolección, 
al almacenamiento, al tratamiento y a la divulgación de datos en Internet que pu-
dieran implicar abusos o violaciones a los derechos humanos; insta a los Estados 
a implementar acciones eficaces para prevenir, mitigar y remediar dichas prácticas. 
De igual forma, condena la censura y los ataques a la libertad de expresión en el 
ámbito digital, incluidos los apagones de Internet y las restricciones arbitrarias a la 
opinión en línea, por contravenir el derecho internacional. Finalmente, advierte 
que estas limitaciones impactan de manera particular en mujeres, niñas y en gru-
pos que enfrentan múltiples y simultáneas formas de discriminación (onu, 2018).

En relación con el progreso científico y tecnológico, desde 1975, las Naciones 
Unidas, en la Declaración sobre la Utilización del Progreso Científico y Tecnológico 
en Interés de la Paz y en Beneficio de la Humanidad, establecieron que el progreso 
es uno de los factores más importantes del desarrollo de la sociedad humana, pues 
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crea posibilidades cada vez mayores de mejorar las condiciones de los pueblos y las 
naciones y acelera el desarrollo de los mismos; pero también que este puede ge-
nerar problemas sociales y amenazar los derechos humanos y las libertades de las 
personas; por lo que, a partir de entonces, en esa declaración se instaba a todos 
los Estados a tomar las medidas apropiadas para no limitar o dificultar el goce efec-
tivo de dichos derechos y libertades.

En la actualidad existen documentos que representan un marco de referencia 
para garantizar los derechos digitales de la ciudadanía, entre los cuales destacan 
a nivel internacional la Carta de Derechos Digitales de España y la Carta de Dere-
chos de la Persona en el Entorno Digital en México.

1. España

La carta de derechos digitales española es un marco innovador que define cómo 
se deben proteger los derechos de la ciudadanía en el entorno digital. Creada como 
una referencia para guiar políticas y legislaciones futuras, esta no es vinculante, 
pero representa el compromiso de España con una sociedad digital que priorice 
la dignidad, la privacidad y la seguridad de las personas en todos los ámbitos de la 
vida en línea.

Dicho documento recoge una serie de derechos y principios clave que se ali-
nean con los valores de igualdad y protección de los derechos fundamentales en la 
era digital. Entre sus objetivos está promover una digitalización inclusiva, ética 
y segura que beneficie a toda la ciudadanía, independientemente de su contexto 
social o económico. Algunos de los derechos y los principios destacados en la carta 
incluyen:

•	 Derecho a la igualdad y a la no discriminación digital. La carta establece 
que toda persona tiene derecho a participar en la vida digital en igualdad 
de condiciones, sin discriminación basada en género, origen, edad, discapa-
cidad o situación económica. Esta prerrogativa garantiza que la tecnología 
sea una herramienta accesible para toda la población, promueve una sociedad 
digital inclusiva y diversa.

•	 Derecho a la privacidad y protección de datos. La privacidad es uno de los de-
rechos más valiosos en el entorno digital. La carta reconoce el derecho de la 
ciudadanía a mantener el control sobre sus datos personales y exige transpa-
rencia en su uso. Esto asegura que los datos personales no puedan ser trata-
dos sin el consentimiento informado y que las personas puedan confiar en que 
su privacidad está protegida en todo momento.
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•	 Derecho a la seguridad digital. La seguridad en el entorno digital es esencial 
para proteger a la ciudadanía de ciberamenazas y abusos. La carta establece 
el derecho a una protección eficaz frente a riesgos digitales, incluyendo el uso 
seguro de las plataformas y la garantía de que los servicios digitales cumplan 
con altos estándares de seguridad y protección de datos.   

•	 Derecho a la educación y competencia digital. Para participar plenamente en la 
sociedad virtual, es esencial contar con las competencias digitales adecuadas. 
La carta asegura el acceso a la formación en habilidades tecnológicas, propor-
cionando herramientas y recursos que permitan a las personas navegar de for-
ma segura y ética en el mundo digital, se fomenta así una ciudadanía digital 
informada y responsable. 

•	 Derecho a la protección frente a los riesgos de la inteligencia artificial. La car-
ta resalta la importancia de que los sistemas de inteligencia artificial operen 
de manera ética y transparente. La ciudadanía debe estar protegida contra 
los sesgos o decisiones discriminatorias que puedan derivarse del uso de ia. 
Este derecho garantiza que las decisiones automatizadas sean comprensibles 
y que las personas puedan entender cómo la ia afecta sus vidas.

La Carta de Derechos Digitales de España marca un hito en la protección de los 
derechos en el ámbito digital. Refleja el compromiso de España con una digitali-
zación ética, que respeta la dignidad humana y asegura que los avances tecnológi-
cos sean beneficiosos para toda la sociedad. Con este documento, España apuesta 
por un futuro donde la tecnología esté al servicio de la ciudadanía, protegiendo 
su seguridad, privacidad y derechos fundamentales.

2. México

En nuestro país, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ya recoge 
varias garantías: 

•	 El artículo 6º reconoce el derecho de la información y a la libertad de expre-
sión tanto en entornos físicos como entornos digitales.

•	 El artículo 16 protege la inviolabilidad de las comunicaciones privadas y de 
los datos personales.

•	 El artículo 3º garantiza el acceso a la educación, que hoy incluye el acceso a re-
cursos y plataformas digitales.

Actualmente ya no se cuenta con el Instituto Nacional de Transparencia, Acce-
so a la Información y Protección de Datos Personales (inai), que era el organismo 
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constitucional autónomo garante del cumplimiento de dos derechos fundamenta-
les: el de acceso a la información pública y el de protección de datos personales. 
En el caso del primero, aseguraba que cualquier autoridad en el ámbito federal, 
órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos, fondos públicos y sindicato, 
o cualquier persona física, moral, que reciba y ejerza recursos públicos o realice 
actos de autoridad, te entregara la información pública que solicitaras; en el caso 
del segundo, garantizaba el uso adecuado de los datos personales, así como el ejer-
cicio y la tutela de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición 
que toda persona tiene con respecto a su información (inai, 2025).

En mayo de 2025, la Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno asumió 
las funciones de autoridad garante que le fueron transferidas del inai, bajo la pre-
misa de que la transparencia y la protección de datos personales no solo deben 
continuar, sino seguir fortaleciéndose (Gobierno, 2025).

En su momento, el inai elaboró la Carta de Derechos de la Persona en el Entor-
no Digital. Código de Buenas Prácticas, en la cual se enuncian los derechos digitales 
fundamentales que buscan garantizar la igualdad de oportunidades en el ámbito 
digital y prevenir la concentración del poder en unos cuantos actores en línea.

La defensa de estos derechos resulta esencial para salvaguardar la libertad, 
la privacidad y la seguridad en un contexto marcado por la creciente digitalización. 
En ausencia de tales garantías, la participación ciudadana podría verse limitada, 
y la integridad de las personas, comprometida.

En este sentido, se destaca la necesidad de fomentar la educación digital, pro-
mover el uso de herramientas de seguridad y facilitar el acceso a redes privadas 
virtuales como medidas iniciales para la protección de los derechos digitales en Mé-
xico (Gaceta UNADM, 2025).

La Carta de Derechos de la Persona en el Entorno Digital es un baluarte 
en nuestro país. Aunque contamos con normativa robusta que regula la protección 
de datos personales en posesión tanto de sujetos obligados como de particulares, 
se tuvo la misma visión de países que ya han emitido lineamientos, códigos o leyes 
para regular la esfera digital, por lo que se dieron cita un grupo de personas espe-
cialistas integrantes de los diversos organismos garantes, ciudadanía y organizacio-
nes civiles para redactar dicho documento.

Esta Carta es un código de buenas prácticas, cuyo objetivo es poner sobre 
la mesa temas que se debaten a nivel internacional, como la protección de datos 
en el ámbito digital y los neuroderechos. Este documento se encuentra estructu-
rado en nueve capítulos; una de las innovaciones es incluir uno dedicado a los de-
rechos de las personas en situación de vulnerabilidad, particularmente a aquellas 
con discapacidad, adultas mayores, infancia y juventudes, mujeres y quienes per-
tenecen a pueblos originarios. Para su elaboración fueron retomadas las mejores 



20

  DI GN ITA S  /   a ñ o  x v i i i ,  n ú m .  5 6 ,  s e p t i e m b r e - d i c i e m b r e  d e  2 0 2 5

prácticas internacionales de países que han impulsado sus cartas de derechos digi-
tales o legislación relativa, como Francia y España.

En el caso del Estado de México se creó el Instituto de Transparencia, Acceso 
a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México 
y Municipios (infoem) como el órgano encargado de garantizar el derecho de ac-
ceso a la información en el Estado de México, también de promocionar una cultu-
ra de la transparencia. Actualmente, en el territorio mexiquense se cuenta con la 
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Mu-
nicipios, la cual establece que toda la información generada, obtenida, adquirida, 
transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados debe ser pública 
y accesible de manera permanente a cualquier persona, y privilegiar el principio 
de máxima publicidad de la información (infoem, 2025).

De igual forma se tiene la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión 
de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, la cual es de orden públi-
co, interés social y observancia obligatoria en el Estado de México y sus municipios. 
Es reglamentaria de las disposiciones en materia de protección de datos personales 
previstas en la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México y tiene 
por objeto establecer las bases, los principios y los procedimientos para tutelar y ga-
rantizar el derecho que tiene toda persona a la protección de sus datos personales, 
en posesión de los sujetos obligados.

Ahora bien, el reconocimiento jurídico no es suficiente si no se acompaña 
de políticas públicas y de una cultura digital sólida. En México enfrentamos retos 
significativos como:

•	 Brecha digital, que impide el acceso igualitario a Internet y herramientas 
tecnológicas.

•	 La vigilancia masiva y sin controles efectivos, que vulnera derechos de priva-
cidad y libertad.

•	 La propagación de desinformación y discursos de odio en entornos digitales.

Además, el uso no regulado de algoritmos e inteligencia artificial, que puede 
derivar en discriminación o sesgos, como lo veremos a continuación.

V. ORIGEN DE LA IA

En 1956, durante la Conferencia de Dartmouth, en Hanover, New Hampshire, Es-
tados Unidos, John McCarthy acuñó el término inteligencia artificial (ia) y se con-
virtió en el padre de esta rama de la ciencia. La ia es definida como “la capacidad 
de las máquinas para usar algoritmos, aprender de los datos y utilizar lo aprendido 
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en la toma de decisiones tal y como lo haría un ser humano”, y se le conoce como 
la ciencia de los datos, ya que estos son su insumo fundamental (Legislativo, 2024).

1. Concepto de inteligencia artificial (IA)

La mayoría de las personas autoras coinciden en que no siempre está claro cuándo 
se aborda lo referente a la ia, ya que se han proporcionado diferentes definiciones 
al respecto. Por ello se sugiere que, en primer término, establezcamos una defini-
ción acerca de lo que significa o abarca el concepto de ia.

El concepto de inteligencia artificial (ia) alude a la simulación de procesos 
de inteligencia humana por parte de máquinas y programas informáticos. Estos sis-
temas están desarrollados para realizar tareas que, si las llevara a cabo el ser huma-
no, requerirían el uso de inteligencia, como el aprendizaje, la toma de decisiones, 
el reconocimiento de patrones y la resolución de problemas. Por ejemplo, gestionar 
enormes cantidades de datos estadísticos, detectar tendencias y aventurar reco-
mendaciones según las mismas o, incluso, llevarlas a cabo (Iberdrola, 2024).

Según la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (ompi), la ia 
se considera, generalmente, un campo dentro de la informática que tiene como ob-
jetivo desarrollar máquinas y sistemas capaces de realizar tareas que normalmen-
te requieren inteligencia humana, como percepción, interacción con el lenguaje 
o resolución de problemas. La ia se basa en algoritmos, que se traducen en código 
informático que contiene instrucciones para el análisis rápido y la transformación 
de datos en conclusiones, información u otros resultados (onu, 2024).

Ahora bien, a partir de las definiciones señaladas anteriormente, nos damos 
cuenta de que la ia tiene el potencial de proporcionar enormes beneficios para 
la humanidad. Podría mejorar las previsiones estratégicas, democratizar el acceso 
al conocimiento, incrementar el ritmo de los avances científicos, y aumentar la ca-
pacidad para poder procesar enormes cantidades de información. Pero para poder 
aprovechar todo este potencial, hemos de asegurarnos de que las ventajas pesan 
más que los riesgos y, además, necesitamos imponer límites.

VI. DERECHOS HUMANOS E IA

Al tener en cuenta el enorme impacto que puede tener la inteligencia artificial 
en nuestra sociedad y la necesidad de que suscite confianza, resulta clave que la in-
teligencia artificial europea se asiente en nuestros valores y derechos fundamenta-
les, como la dignidad humana y la protección de la privacidad. Como señaló Philip 
Alston, relator especial para la pobreza extrema en 2019 ante el secretario general 
de las Naciones Unidas, necesitamos trabajar para que las herramientas tecnológi-
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cas no sean las nuevas causantes de más desigualdad entre quienes menos tienen 
en el mundo (unesco, 2024).

La paradoja es evidente, y la oportunidad para actuar es un tema de discusión 
global. Tenemos pruebas sobre el rumbo que podría tomar la inteligencia artifi-
cial si no se gestiona adecuadamente, con numerosos ejemplos: personas consi-
deradas más propensas a delinquir debido a algoritmos de inteligencia artificial 
sesgados contra afrodescendientes o latinos; sistemas de reconocimiento facial ba-
sados en estereotipos; amenazas a la democracia, sus procesos electorales, y la falta 
de confianza en las instituciones debido a la desinformación, la difusión de discur-
sos de odio y la cibervigilancia. 

Necesitamos un marco ético que impida la manipulación de comportamien-
tos sociales, la exacerbación de las desigualdades, la profundización de los sesgos, 
el fomento del extremismo y la radicalización, el daño a la diversidad y la erosión 
de los derechos humanos y las libertades fundamentales que sustentan nuestras 
democracias.

En 2021, la unesco, por encargo de sus 193 Estados miembros, aprobó el pri-
mer instrumento normativo global titulado “Recomendación sobre la Ética de la 
Inteligencia Artificial”. La Conferencia General de la Organización de las Naciones 
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (unesco), efectuada en París del 9 
al 24 de noviembre de 2021, en su 41ª reunión, señala que las tecnologías de la 
ia pueden ser de gran utilidad para la humanidad y que todos los países pueden 
beneficiarse de ellas, pero que también suscitan preocupaciones éticas fundamen-
tales, por ejemplo, en relación con los sesgos que pueden incorporar y exacerbar, 
lo que puede llegar a provocar discriminación, desigualdad, brechas digitales y ex-
clusión, y suponer una amenaza para la diversidad cultural, social y biológica, 
así como generar divisiones sociales o económicas; la necesidad de transparencia 
e inteligibilidad del funcionamiento de los algoritmos y los datos con los que han 
sido entrenados y su posible impacto en, entre otros, la dignidad humana, los dere-
chos humanos y las libertades fundamentales, la igualdad de género, la democra-
cia, los procesos sociales, económicos, políticos y culturales, las prácticas científicas 
y de ingeniería, el bienestar animal y el medio ambiente y los ecosistemas (unes-
co, Recomendación sobre la Ética en la Inteligencia Artificial, 2022).

Al mismo tiempo, reconoce también que las tecnologías de la ia pueden agra-
var las divisiones y desigualdades existentes en el mundo, dentro de los países y en-
tre ellos, por lo que es preciso defender la justicia, la confianza y la equidad para 
que ningún país y ninguna persona se queden atrás, ya sea mediante el acceso equi-
tativo a las tecnologías de la ia, el disfrute de los beneficios que aportan, o median-
te la protección contra sus consecuencias negativas, reconociendo al mismo tiempo 
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las diferentes circunstancias de los distintos países y respetando el deseo de algunas 
personas de no participar en todos los avances tecnológicos. 

En virtud de lo anterior, y a partir de este documento, se recomienda que los 
Estados apliquen, de manera voluntaria, las disposiciones de la presente recomen-
dación mediante la adopción de las medidas adecuadas, en particular las legis-
lativas o de otra índole que puedan ser necesarias, de acuerdo con la práctica 
constitucional y las estructuras de gobierno de cada Estado, con el fin de dar efec-
to en sus respectivas jurisdicciones a los principios y las normas enunciadas en la 
recomendación, de conformidad con el derecho internacional, incluido el derecho 
internacional de los derechos humanos.

Asimismo, recomienda también a los Estados miembros que hagan partícipes 
a todas las partes interesadas, incluidas las empresas, para asegurarse de que desem-
peñan sus respectivas funciones en la aplicación de la recomendación en cita y que 
señalen la recomendación a la atención de las autoridades, organismos, organizacio-
nes universitarias y de investigación, instituciones y organizaciones de los sectores 
público, privado y de la sociedad civil que participan en las tecnologías de la IA; 
para que el desarrollo y la utilización de esas tecnologías se guíen tanto por una 
investigación científica sólida como por un análisis y una evaluación éticos. Den-
tro de los objetivos de esta recomendación está, precisamente, proteger, promo-
ver y respetar los derechos humanos y las libertades fundamentales, la dignidad 
humana y la igualdad, incluida la igualdad de género; salvaguardar los intereses 
de las generaciones presentes y futuras; preservar el medio ambiente, la biodiversi-
dad y los ecosistemas; y respetar la diversidad cultural en todas las etapas del ciclo 
de vida de los sistemas de ia (unesco, Recomendación sobre la Ética en la Inteli-
gencia Artificial, 2022).

En nuestro país, la Suprema Corte de Justicia de la Nación (2025) ha fijado 
como criterio que la aplicación de la ia se realice bajo elementos mínimos para 
su uso ético y responsable con perspectiva de derechos humanos, como la pro-
porcionalidad e inocuidad, que exige que las herramientas de inteligencia artificial 
se utilicen únicamente en la medida necesaria y adecuada para alcanzar un fin 
legítimo, como, por ejemplo, facilitar explicaciones numéricas sin que se alcance 
al razonamiento jurídico en la interpretación o la aplicación de las normas; que sea 
empleada de manera que no se comprometa la protección de datos, por ejemplo, 
no ventilar los datos de un expediente judicial; la transparencia y la explicabilidad, 
como condiciones que imponen que se informe sobre la utilización de herramientas 
de inteligencia artificial, así como la metodología, los datos empleados y la forma 
en que se arriba a un resultado a fin de permitir que el procedimiento sea auditado 
y comprendido por las partes y los órganos revisores, y, finalmente, la supervisión y 
la decisión humanas, con el objetivo de asegurar que la tecnología opere como au-
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xiliar de la función judicial y no como sustituto de la misma, manteniendo la deli-
beración y la decisión en el ámbito estrictamente jurisdiccional.

Esto como un ejercicio de autocontención que definirá parámetros para su apli-
cación ética y responsable, pues no hay duda de que la IA es una herramienta in-
novadora que se incorpora a los procesos y facilita las tareas cotidianas e incluso 
institucionales, mejora significativamente la eficacia y la reduce de errores huma-
nos, por ejemplo, en cálculos; sin embargo, la diligencia humana, ética y responsa-
ble no puede ser sustituida.

VII. REGULACIÓN DE LA IA EN EUROPA

La ue es, en muchos sentidos, pionera en la regulación del ámbito digital des-
de una perspectiva garantista y de defensa de la persona consumidora. Su Regla-
mento General de Protección de Datos (gdpr, por sus siglas en inglés), que entró 
en vigor en 2018, sentó un precedente para la regulación de datos a nivel global, 
puesto que inspiró otra legislación similar en Estados Unidos y China. Del mismo 
modo, la Ley de Inteligencia Artificial (ai Act), presentada por la Comisión Euro-
pea en 2021 y aún en negociación, constituye uno de los esfuerzos regulatorios 
más avanzados en este ámbito que puede marcar un nuevo estándar global (ci-
dob, 2024).

El gdpr establece principios y derechos aplicables a tratamientos de datos per-
sonales, con implicaciones directas para sistemas de ia que procesan datos perso-
nales. Entre los elementos relevantes del gdpr destacan los derechos de acceso, 
rectificación, supresión y la obligación de realizar evaluaciones de impacto en pro-
tección de datos (dpia) cuando los tratamientos representan un alto riesgo para 
los derechos y las libertades de las personas.

El gdpr, en vigor desde 2018, se constituyó en un estándar global de protec-
ción de datos. Sus principios (licitud, limitación de finalidad, minimización, exacti-
tud, limitación del plazo de conservación, integridad y confidencialidad) imponen 
restricciones y obligaciones sobre el diseño y despliegue de sistemas de IA. Asi-
mismo, el enfoque de responsabilidad proactiva (accountability) obliga a los con-
troladores a demostrar cumplimiento y a mantener registros de las actividades 
de tratamiento.

En relación con la ia, el gdpr introduce límites al procesamiento automatiza-
do que produzca efectos jurídicos o que afecte significativamente a las personas, 
al establecer, en ciertas circunstancias, el derecho a no ser objeto de decisiones 
exclusivamente automatizadas y el de obtener una explicación significativa de la 
lógica subyacente.
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Esta propuesta legislativa debe entenderse en el contexto de otras iniciati-
vas que forman parte de la política europea en materia de inteligencia artificial, 
iniciada en 2018. Estas incluyen, entre otras, la Estrategia Europea de Inteligen-
cia Artificial (2018), las Directrices Éticas para una ia Fiable (2019), elaboradas 
por el Grupo de Expertos de Alto Nivel sobre ia, y el Libro Blanco de la ue sobre 
ia (2020).

Complementariamente, el ia Act (Regulation [eu] 2024/1689) introduce 
un régimen basado en el riesgo, que prohíbe usos de ia considerados inaceptables, 
impone requisitos estrictos a sistemas de alto riesgo, como evaluaciones de confor-
midad, documentación técnica y medidas de mitigación, y establece obligaciones 
de transparencia para sistemas de riesgo limitado. El enfoque europeo combina 
regulación ex ante con mecanismos de cumplimiento y sanción, con el propósito 
declarado de proteger los derechos humanos sin obstruir la innovación.

Actualmente, la Ley de Inteligencia Artificial, acordada en negociaciones 
con los Estados miembros en diciembre de 2023, fue respaldada por la eurocáma-
ra con 523 votos a favor, 46 en contra y 49 abstenciones. Su propósito es proteger 
los derechos fundamentales, la democracia, el Estado de derecho y la sostenibili-
dad medioambiental frente a la ia de alto riesgo, al mismo tiempo que impulsa 
la innovación y posiciona a Europa como líder del sector. El Reglamento establece 
una serie de obligaciones para la ia basadas en sus riesgos potenciales y su nivel 
de impacto. Entró en vigor en 2024 y representa una regulación innovadora basada 
en el riesgo asociado a la ia. 

Junto con la Ley de Mercados Digitales (DMA) y la Ley de Servicios Digitales 
(DSA), conforma un enfoque integral sobre cómo las autoridades buscan gobernar 
el uso de la ia y la tecnología de la información en la sociedad (Europeo, 2024). 
Específicamente, la Ley de la ia persigue dos objetivos fundamentales: a) regular 
los usos de la ia con el fin de abordar los beneficios y los riesgos de esta tecnolo-
gía, y b) crear un espacio seguro para la innovación en ia que cumpla con un alto 
nivel de protección del interés público, la seguridad y los derechos y las libertades 
fundamentales. Asimismo, persigue la conformación de un ecosistema de confianza 
que fomente la adopción de servicios de ia. Para ello, sigue un enfoque regulatorio 
basado en el riesgo; es decir, la ley aplica determinadas obligaciones y restricciones 
en función de cuatro niveles de riesgo derivados del uso de la ia (CIDOB, 2024).

El ia Act clasifica los sistemas de ia según el peligro que presentan: prohibidos, 
alto, limitado y mínimo. Para sistemas de alto riesgo, obliga a los proveedores y las 
personas usuarias a implementar un conjunto de medidas que incluyen gestión 
del riesgo, documentación técnica (technical documentation), registros de opera-
ciones (logs), requisitos de transparencia, pruebas y evaluación antes de la puesta 
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en el mercado, y vigilancia poscomercialización. Además, impone sanciones signi-
ficativas por incumplimiento.

El Act pretende ser tecnológicamente neutral y aplicable a una gran variedad 
de sistemas, desde aquellos integrados en la Administración pública hasta solucio-
nes comerciales.

VIII. LA IA EN MÉXICO

En México en 2013 se creó la Estrategia Digital Nacional como el plan de acción 
que se implementó para construir una nación digital, en la que la tecnología y la in-
novación contribuyan a alcanzar las grandes metas de desarrollo del país. Los avan-
ces en diversas tecnologías disruptivas representan oportunidades importantes para 
la generación de crecimiento económico, eficiencia en el gobierno y creación de va-
lor social. Una de estas tecnologías es la inteligencia artificial.

Dentro del marco de la Estrategia Digital Nacional, la Estrategia de Inteligen-
cia Artificial ocupa un lugar preponderante para encauzar las ventajas de su uso a 
fin de generar un mayor valor a cada persona mexicana y construir mecanismos 
de cooperación con la industria, la sociedad civil y la academia para establecernos 
como pilar en la adopción de la referida estrategia.

En el caso de México, se considera a la inteligencia artificial como un grupo 
de tecnologías digitales que permiten a las máquinas llevar a cabo tareas complejas 
que normalmente requieren inteligencia humana y, en lo general, puede dividirse 
en dos grandes campos:

•	 Inteligencia artificial general, aquella en la que las máquinas son capaces 
de replicar por completo las capacidades intelectuales humanas y hasta exhi-
bir rasgos de conciencia. Dependiendo de las personas autoras que se consulte, 
podría estar disponible entre 30 y 100 años.

•	 Inteligencia artificial específica, en donde tecnologías y técnicas como la mine-
ría de datos, aprendizaje profundo, aprendizaje de máquinas o redes neurona-
les artificiales son utilizadas para realizar acciones específicas, y que ya están 
disponibles para su uso en etapas iniciales (México, 2024).

1. Regulación de la IA en México

Con el propósito de tratar los temas relacionados con la inteligencia artificial 
y la tecnología digital, se han hecho modificaciones al marco jurídico existente. 
En 2013 se incorporó al artículo 6º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos (cpeum) el párrafo que establece que “el Estado garantizará el derecho 
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de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así como a los servi-
cios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e internet”. 

Además, la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión retoma la polí-
tica de inclusión digital universal, cuyo objetivo es brindar acceso a las tecnologías 
de la información y la comunicación, para cerrar la brecha digital existente entre 
individuos, hogares, empresas y áreas geográficas de distinto nivel socioeconómico 
(Diputados, 2024).

México cuenta con la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Pose-
sión de los Particulares (lfpdppp), que regula el tratamiento de datos personales 
por actores privados, y con la Ley General de Protección de Datos Personales en Po-
sesión de Sujetos Obligados (lgpdpso) para el sector público.

A diferencia de la ue, México aún no cuenta con una ley integral sobre ia; 
en cambio, existe una multiplicidad de iniciativas legislativas, algunos lineamientos 
éticos y propuestas sectoriales. El debate público y legislativo ha impulsado la dis-
cusión sobre la necesidad de un marco que regule usos gubernamentales y privados 
de ia, especialmente en áreas críticas.

En un contexto donde el mal uso de la ia está entre una de las cuatro principa-
les preocupaciones mundiales, las personas expertas aseguran que es urgente agili-
zar las discusiones en México para diseñar políticas públicas correctas que permitan 
tener una regulación que garantice la protección de los derechos humanos sin que 
la innovación ni los ingresos que esta tecnología podría generar en el país durante 
2024 se vean afectados (Financiero, 2024). 

Desde 2020 se han presentado numerosas iniciativas en el Congreso mexicano 
para regular la ia, enfocadas en aspectos como la ética, la responsabilidad y la go-
bernanza. No obstante, estas se encuentran dispersas y, en algunos casos, carecen 
de articulación con el marco de protección de datos existente. Los principales va-
cíos identificados incluyen:

•	 Falta de requisitos claros de evaluación de impacto algorítmico exigibles para 
contrataciones públicas.

•	 Ausencia de estándares mínimos de transparencia y trazabilidad para modelos 
utilizados en decisiones que afecten derechos.

•	 Limitada capacidad técnica y de fiscalización por parte de las autoridades 
competentes.

Estos vacíos plantean riesgos concretos para la protección de derechos digita-
les, en particular para poblaciones vulnerables, que pueden verse desproporciona-
damente afectadas por decisiones automatizadas.
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El Congreso de la Unión ha promovido algunos foros de discusión en materia 
de ia. Una iniciativa surgida en este es la Alianza Nacional de Inteligencia Artifi-
cial (ania), que fue presentada en abril de 2023 en el Senado como un mecanis-
mo multifactorial que tiene como objetivo los retos, los beneficios e impactos de la 
ia para el diseño de políticas públicas, regulación y modelo de gobernanza, el cual 
tiene conformadas mesas de trabajo.  

Actualmente existen 31 iniciativas en el Senado para regular la inteligencia 
artificial, sin embargo, 28 de ellas están relacionadas con la tipificación de deli-
tos que se puedan cometer mediante esta tecnología y solo dos plantean reformas 
constitucionales para regular la ia (Pascua, 2024).

En cuanto a iniciativas legislativas, identificamos algunas en materia de ia 
de quienes son diputados de la lxv Legislatura; entre ellas resulta pertinente men-
cionar para la presente recomendación la que fue turnada en marzo de 2023 a la 
Cámara de Diputados con un proyecto de decreto por el que se expide la Ley de Re-
gulación Ética de la Inteligencia Artificial y la Robótica. En dicho proyecto, integra-
do por 17 artículos, se propone establecer lineamientos de políticas públicas para 
la regulación ética de la ia y la robótica en México, la creación del Consejo Mexica-
no de Ética para la Inteligencia Artificial y la Robótica, conformado con 14 ciudada-
nos mexicanos, y la creación de la Red Nacional de Estadística de Uso y Monitoreo 
de Inteligencia Artificial y Robótica.  

Además, dentro del objeto del proyecto de ley se incluye promover la creación 
de normas oficiales mexicanas basadas en principios éticos, para el buen uso de 
la ia y la robótica en beneficio de la sociedad mexicana, respetando los derechos 
humanos, la paridad de género y la no discriminación (Diputados, 2024).

Dicho proyecto de decreto por el que se expide la Ley para la Regulación Ética 
de la Inteligencia Artificial y la Robótica consta de 19 artículos distribuidos en tres 
capítulos: i. Disposiciones Generales, ii. Del Consejo Mexicano de Ética para la In-
teligencia Artificial y la Robótica, y iii. De la Ética en el Desarrollo, Creación y Uso 
de la Inteligencia Artificial y la Robótica en los Estados Unidos Mexicanos, así como 
dos artículos transitorios (Gobernación, 2024).

2. Gobierno digital en el Estado de México

En principio, como ya se refirió, la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos prevé que el Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías 
de la información y comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y te-
lecomunicaciones, incluido el de banda ancha e Internet, para tales efectos, el Es-
tado establecerá condiciones de competencia efectiva en la prestación de dichos 
servicios.



a  f o n d o
derechos digitales e inteligencia artificial. 

su regulación en méxico y europa

29

En este sentido, la reforma a la Constitución prevé que toda persona tiene 
derecho al acceso a la gestión pública a través del uso de medios electrónicos, ga-
rantiza a la sociedad el acceso a la ciencia y a la tecnología, a través de establecer 
políticas de largo plazo e implementando mecanismos que fomenten el desarrollo 
científico y tecnológico que permitan elevar el nivel de vida de la población, com-
batir la pobreza y proporcionar igualdad de oportunidades.

El Plan de Desarrollo del Estado de México 2011-2017, en su pilar 3 denomi-
nado “Sociedad Protegida”, establecía que el gobierno digital y las tecnologías de la 
información y comunicación son herramientas esenciales para la gestión pública, 
permiten incorporar procedimientos sencillos y automatizados; el empleo de este 
tipo de herramienta no solo repercute en las actividades gubernamentales, sino 
que también incide directamente en la calidad de los servicios prestados a la socie-
dad mexiquense. En ese sentido, el uso de las plataformas tecnológicas sirve para 
apoyar las funciones de gobierno, además constituye una de las acciones más efi-
cientes para acercar el gobierno a la gente y acelerar los procesos de simplificación 
administrativa que la ciudadanía demanda.

Visión que también comparte el Plan de Desarrollo del Estado de México 2023-
2029, que reitera como algo importante de un gobierno digital favorecer la cons-
tante vigilancia de los recursos públicos y que las decisiones que se tomen por parte 
del Gobierno estén forzosamente al alcance de las personas, de una manera ac-
cesible, clara y veraz; asimismo, es necesario garantizar que todas ellas cuenten 
con acceso a los servicios y los trámites digitales, especialmente aquellas que tie-
nen limitaciones de Internet. Con el uso estratégico de las tecnologías no solamente 
se simplificarán los trámites administrativos, sino que se asegurarán la transparen-
cia, la legalidad y la honradez. 

El 3 de septiembre de 2010, mediante el decreto número 142 de la lvii Legisla-
tura del Estado de México, se publicó en el Periódico Oficial “Gaceta del Gobierno” 
la Ley para el Uso de Medios Electrónicos del Estado de México, con el objeto de re-
gular el uso de los medios electrónicos en los actos y los procedimientos adminis-
trativos que se realicen, la gestión de trámites, servicios, procesos administrativos 
y comunicaciones, así como reconocer la firma y el sello electrónicos, como un ejer-
cicio que reconocía la importancia de dotar a los sectores público y particular de las 
herramientas adecuadas, con base en el uso de las tecnologías de la información 
y la comunicación para la prestación del servicio público por medios electrónicos. 
La cual fue abrogada el 6 de enero de 2016.

En esta tesitura, el 6 de enero de 2016 se publicó la Ley de Gobierno Digital 
del Estado de México y Municipios, que, en su capítulo primero, establece, entre 
otros objetivos, que servirá para establecer las tecnologías de información y co-
municación a través de la regulación de la planeación, la organización, el soporte 
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y la evaluación de los servicios gubernamentales en el Estado y en los municipios, 
así como regular la gestión de servicios, trámites, procesos y procedimientos ad-
ministrativos y jurisdiccionales, a través del uso de las tecnologías de información. 

De igual forma, se prevé que los sujetos a los que se les aplique la ley en cita 
serán las dependencias y los organismos auxiliares del Poder Ejecutivo, los muni-
cipios y las entidades de la Administración pública municipal, el Poder Legislativo, 
el Poder Judicial y las personas notarias públicas, quienes, como sujetos de la ley, 
deberán realizar las acciones de fomento, planeación, regulación, control y vigilan-
cia relativas al uso y al aprovechamiento de estas tecnologías, de manera coordina-
da y concurrente desde el ámbito de su competencia.  

Asimismo, se creó el Consejo Estatal de Gobierno Digital como la instancia 
colegiada, encargada de proponer, promover, diseñar, facilitar y aprobar políticas, 
programas, soluciones, instrumentos y medidas en materia de gobierno digital 
a través del uso y del aprovechamiento de las tecnologías de información.

La ley referida constituye, en un primer momento, la actualización legislativa 
rectora de las tecnologías de la información aplicadas a los trámites y los servicios 
que prestan los poderes ejecutivo, legislativo y judicial, órganos autónomos y no-
tarias públicas. 

Adicionalmente, con relación a la publicación electrónica, en ese mismo 
año (2016) se promulgó la Ley del Periódico Oficial “Gaceta del Gobierno” del Es-
tado de México, la cual tiene como objeto regular la organización, el funciona-
miento y las publicaciones del periódico oficial del Gobierno del Estado de México, 
al ser un órgano informativo del Gobierno del Estado Libre y Soberano de México, 
de carácter permanente e interés público en el que se divulgan leyes, decretos, re-
glamentos, acuerdos, notificaciones, avisos, manuales y demás disposiciones ge-
nerales de los poderes del Estado, organismos autónomos, organismos auxiliares, 
ayuntamientos y de particulares.

En la ley en cita se establece un capítulo relativo a la difusión del periódico 
oficial en medios electrónicos, el cual precisa que, para su consulta gratuita en In-
ternet, este será difundido en el Portal del Gobierno del Estado de México y que 
esa publicación electrónica tiene la finalidad de divulgar, mediante el libre acceso, 
el contenido de las ediciones del periódico oficial. 

Como elemento destacado de la norma, se distingue la fe de erratas y la nota 
aclaratoria. La primera consiste en la corrección de los errores de impresión o de 
texto en los documentos publicados en el periódico oficial y en la rectificación 
del texto publicado, cuando difiere del documento original. Por su parte, la nota 
aclaratoria es un comunicado relativo a un documento publicado en el periódico 
oficial, cuyo contenido pretende precisarse o aclararse derivado de algún error 
en la publicación. Entre la armonización integral con la Ley de Gobierno Digital 
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del Estado de México y Municipios, destaca la reforma al Código Civil del Estado 
de México que establece también las bases jurídicas para la operatividad de un 
gobierno digital que permita a la ciudadanía mexiquense realizar con eficacia, va-
lidez, certeza jurídica y calidad la gestión de servicios y formalización de acuerdos 
de voluntades a través del manejo de tecnologías de información, mediante el uso 
de los medios electrónicos para manifestar su consentimiento en la firma de los 
convenios o contratos. 

En el mismo sentido, el Código de Procedimientos Administrativos del Estado 
de México regula las notificaciones electrónicas, especifica las reglas para llevarse 
a cabo, las que deberán ser observadas por autoridades y particulares. En esta tesitu-
ra, resulta necesario establecer en el Código Penal del Estado de México como delito 
grave a quien falsifique documentos públicos o privados, ya sean físicos o digitales. 

Por otro lado, el Código Administrativo del Estado de México se refiere a las 
notificaciones electrónicas, al especificar las reglas para llevarse a cabo, las que de-
berán ser observadas tanto por autoridades como por particulares. 

Por cuanto hace al Código de Procedimientos Civiles del Estado de México, 
la reforma propuesta tiene como finalidad regular el resguardo y el cuidado de los 
expedientes digitales por parte de las personas secretarias en los juzgados, la forma 
en que se realizarán las diligencias electrónicas, incluidas las notificaciones por co-
rreo electrónico, así como el procedimiento para la presentación de documentos 
electrónicos, su autorización a través de la firma electrónica avanzada del promo-
vente y la forma en la que se tendrán por recibidos los documentos electrónicos. 

En adición, la Ley de Archivos y Administración de Documentos del Estado 
de México y Municipios, publicada el 26 de noviembre de 2020, aunado a su ob-
jeto primordial de establecer la organización, la conservación, la administración 
y la preservación homogénea de los archivos en posesión de cualquier autoridad, 
así como determinar las bases de un sistema estatal de archivos, en correspon-
dencia con la Ley de Gobierno Digital del Estado de México y Municipios ya refe-
rida, obliga a que las personas sujetas no solamente apliquen métodos y medidas 
para la organización, protección y conservación de los documentos de archivo, sino 
que procuren su resguardo digital; coadyuven en las actividades destinadas a la au-
tomatización y la digitalización de los archivos e implementen políticas y estrategias 
de preservación que permitan conservar los documentos históricos y aplicar los me-
canismos y las herramientas que proporcionan las tecnologías de la información. 

Ahora bien, la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de México y Municipios prevé que las personas físicas y ju-
rídicas colectivas son susceptibles de otorgar datos inherentes a su personalidad. 

Consecuentemente, la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado 
de México y Municipios establece que, entre las obligaciones de carácter general de 
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las personas servidoras públicas, se encuentra la de dar cumplimiento a las disposi-
ciones en materia de gobierno digital. 

En concordancia, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
del Estado de México y Municipios señala como requisito del recurso de revisión 
la firma electrónica avanzada. Por lo que respecta a la Ley del Agua para el Estado 
de México y Municipios, se establece que los organismos operativos para el des-
ahogo de los trámites que deban realizar deberán aplicar los lineamientos técni-
cos que establece la Ley del Gobierno Digital del Estado de México y Municipios, 
así como su reglamento. 

Por otra parte, la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Mé-
xico precisa, en términos generales, que las dependencias del ejecutivo deberán 
implementar un programa permanente, coordinado y continuo de mejora regula-
toria y gobierno digital y enuncia para cada una de estas, obligaciones relacionadas 
con la política de gobierno digital y el uso estratégico de tecnologías de la infor-
mación. Lo cual tiene correspondencia con la Ley Orgánica Municipal del Estado 
de México, que también señala que los ayuntamientos implementarán mecanismos 
en materia de gobierno digital.

En suma, si bien en el Estado de México se cuenta con un marco jurídico que en 
términos generales permite la mejora de los trámites y los servicios que facilitan 
el acceso de las personas a la información, así como tendentes a hacer más eficiente 
la gestión gubernamental, es innegable que se requiere que, durante la transición 
y la implementación de esta política digital, también se aprueben los lineamientos y 
los principios para el uso estratégico y regulado de la ia en las acciones guber-
namentales, sin importar el ámbito de que se trate, con la finalidad de orientar 
a las personas servidoras públicas sobre el uso correcto, seguro, responsable y ético 
de estas herramientas y la innovación tecnología aplicada a la gobernanza.

IX. ANÁLISIS COMPARADO

El análisis comparado muestra diferencias en tres dimensiones: normativa, institu-
cional y práctica. Normativamente, la ue ha optado por reglas ex ante y un enfoque 
de clasificación del riesgo; México se encuentra en una fase de construcción nor-
mativa. Institucionalmente, la ue cuenta con redes de cooperación entre autorida-
des nacionales de supervisión y organismos europeos; México depende de procesos 
legislativos nacionales con menor coordinación regional. En la práctica, la imple-
mentación del marco europeo enfrenta desafíos relacionados con la innovación y la 
adaptabilidad técnica; México, en cambio, enfrenta primero el reto de establecer 
reglas claras y, después, el de dotar de capacidades a las instituciones.
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A pesar de estas diferencias, existen oportunidades de convergencia: México 
puede adaptar prácticas de evaluación de riesgo y auditoría de modelos, y la coo-
peración internacional puede facilitar la transferencia.

X. CONCLUSIONES

La inteligencia artificial tiene el potencial de transformar significativamente diver-
sos sectores en México, entre estos la medicina, la educación y la administración 
de justicia. Sin embargo, su implementación también plantea serios desafíos éticos 
y legales, especialmente en relación con los derechos humanos. Es esencial abordar 
estos desafíos de manera crítica para asegurar que la ia beneficie a todas las perso-
nas sin generar nuevas formas de desigualdad o discriminación.

La regulación de la ia debe ser robusta y estar orientada a proteger los dere-
chos fundamentales. La unesco y la Unión Europea han dado pasos importantes 
en este sentido al establecer recomendaciones y leyes que buscan regular el uso 
de la ia en función de su riesgo. México también necesita desarrollar e implementar 
un marco ético y legal que garantice que la ia se use de manera justa y equitativa.

La experiencia europea, con su enfoque pionero en la regulación digital, puede 
servir como modelo para México. La Ley de Inteligencia Artificial de la ue establece 
obligaciones basadas en el riesgo y busca equilibrar la protección de los derechos 
fundamentales con la promoción de la innovación. México puede aprender de este 
enfoque para desarrollar su propia regulación efectiva de la ia.

México ha comenzado a abordar la regulación de la ia mediante iniciativas 
legislativas y la creación de estrategias nacionales. Sin embargo, estas propuestas 
aún están en etapas iniciales y enfrentan desafíos, como la necesidad de agilizar 
las discusiones políticas y diseñar políticas públicas adecuadas que protejan los de-
rechos humanos sin frenar la innovación.

El proyecto de ley en México que propone la creación del Consejo Mexicano 
de Ética para la Inteligencia Artificial y la Robótica es un paso positivo. Este bus-
ca establecer lineamientos éticos y promover normas oficiales mexicanas que ase-
guren el uso responsable de la ia, respetar los derechos humanos y la igualdad 
de género.

Es crucial que las tecnologías de la ia no exacerben las divisiones ni las des-
igualdades existentes. La regulación debe asegurar el acceso equitativo a estas 
tecnologías y proteger a todos los sectores de la sociedad de sus posibles con-
secuencias negativas. La participación de todas las partes interesadas, incluidas 
las empresas y la sociedad civil, es vital para el desarrollo y la implementación 
de estas regulaciones.
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Con un marco regulatorio adecuado, México tiene la oportunidad de posicio-
narse como un líder en la adopción ética y responsable de la ia. Esto requiere 
un compromiso continuo para equilibrar la innovación tecnológica con la protec-
ción de los derechos humanos y la promoción de la igualdad y la justicia social.
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La inteligencia artificial ha llegado a nuestras vidas para quedarse y hacerlas más fáciles. 

El objetivo de este artículo es mostrar la percepción que tienen los hogares mexicanos 

sobre el uso de la inteligencia artificial en su vida cotidiana. Para ello, mediante un análisis 

descriptivo, se utilizó información de más de 5000 encuestas aplicadas a lo largo de 

todos los estados de nuestro país, que sirvieron para elaborar el reporte Conocimiento, 
percepción y uso de la inteligencia artificial por los usuarios de Internet fijo y/o 

móvil. Los resultados encontrados sugieren que solo dos de cada diez personas mexicanas 

han escuchado hablar de la inteligencia artificial y que sus usos aún son limitados, dado 

que los mexicanos no cuentan con habilidades digitales avanzadas para aprovechar de 

manera óptima esta tecnología emergente. Lo anterior invita a sugerir políticas públicas 

de largo plazo para crear un ecosistema de inteligencia artificial sostenible, ético y 

competitivo a nivel internacional.

Artificial intelligence has become an integral part of our lives, here to stay and make them easier. The 

objective of this article is to present the perception that Mexican households have about the use of 

artificial intelligence in their daily lives. To do this, a descriptive analysis is conducted using data from 
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over 5,000 surveys applied throughout all the states of Mexico, which served to produce the report 

Knowledge, Perception, and Use of Artificial Intelligence by Fixed and/or Mobile Internet 
Users. The findings suggest that only two out of ten Mexicans have heard about artificial intelligence 

and that its uses are still limited, as Mexicans lack advanced digital skills to optimally leverage this 

emerging technology. These results highlight the need to propose long-term policies aimed at 

creating a sustainable, ethical, and internationally competitive artificial intelligence ecosystem.

palabras clave: inteligencia artificial, habilidades digitales, percepción pública, 
adopción tecnológica, México.

keywords: artificial intelligenc, digital skills,  public perception, technology adoptio, Mexico.

sumario: i. Introducción. ii. Revisión de la literatura sobre inteligencia artificial (ia).  
iii. Metodología. iv. Resultados. v. Discusión de los resultados e implicaciones de política 

pública y desarrollo tecnológico. vi. Reflexiones finales. vIi. Referencias.

I. INTRODUCCIÓN

“Alexa, métete a YouTube”, “Pon la canción de... México lindo y querido”. Este tipo 
de instrucciones es cada vez más común en los hogares mexicanos y del mundo. 
Sin embargo, pocas personas son conscientes de que, al dar estas indicaciones, 
hacen uso de tecnologías basadas en inteligencia artificial (ia). Este capítulo tie-
ne como propósito mostrar la percepción que tienen los hogares mexicanos sobre 
el uso de la inteligencia artificial en su vida cotidiana.

El manuscrito se organiza como sigue. En la segunda sección se presenta 
una revisión de la literatura sobre los principales avances en inteligencia artificial, 
así como las desigualdades que aún persisten en su adopción. En la tercera sec-
ción se describe la metodología empleada para el estudio. La cuarta sección expo-
ne los resultados relacionados con la percepción de las personas mexicanas sobre 
el uso de la ia. En la quinta sección se discuten las implicaciones de política pública 
derivadas de los hallazgos. Finalmente, en la última sección se presentan los men-
sajes clave reflexionados durante la elaboración de este capítulo.

II. REVISIÓN DE LA LITERATURA SOBRE INTELIGENCIA ARTIFICIAL (IA)

Esta sección aborda el origen y la evolución del término inteligencia artificial (ia), 
y la brecha digital, con el propósito de identificar los desafíos y las oportunidades 
que presenta su adopción en distintos sectores sociales. Esta revisión de la literatu-
ra está lejos de ser exhaustiva, pero intenta ofrecer a la persona lectora un pano-
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rama de cómo ha surgido esta tecnología y los principales retos que existen para 
adoptarla como una herramienta popular.

1. La máquina de Turing y el surgimiento de la ia 

Aunque hay una discusión sobre los orígenes de la ia, los años más cercanos se re-
montan a la década de 1950, con los trabajos pioneros de Alan Mathison Turing 
(1912-1954). Hoy en día a este autor se le considera el padre de la informática y de 
la inteligencia artificial (Muggleton, 2014). Aunque a Turing se le conoce más por 
el descifrado alemán Enigma, también realizó otras investigaciones importantes. 
Entre otras contribuciones, en 1936, a sus 24 años Turing publicó el libro Sobre 
los números computables, en el que presentó una máquina abstracta —conocida 
hoy como “máquina de Turing”— capaz de cambiar de estado siguiendo un con-
junto finito y preciso de reglas definidas en una tabla.

Esta máquina leía un símbolo a la vez desde una cinta y, dependiendo de dicho símbo-
lo, realizaba una acción determinada. En su concepción original, la máquina solo podía 
ejecutar un algoritmo específico, como elevar un número al cuadrado, dividir, sumar o 
restar. (Grzybowski et al., 2025, p. 224)

Setenta años después de esta invención, el año 2020 marcó un punto de in-
flexión en el desarrollo de modelos avanzados de inteligencia artificial. La empre-
sa Microsoft presentó su modelo Touring Natural Language Generation (t-nlg), 
que fue considerado el modelo de lenguaje más grande disponible públicamente, 
con 17,000 millones de parámetros. Este modelo generativo podía completar ta-
reas textuales abiertas, completar una oración inconclusa, generar respuestas di-
rectas a preguntas y resúmenes de documentos de entrada. Fue uno de los modelos 
más avanzados de su tiempo debido a que su comportamiento era preciso y fluido 
como lo haría un humano en cualquier situación (Microsoft, 2025).

Poco después, Openai introdujo gpt-3, un modelo basado en aprendizaje 
profundo, que contaba con 175,000 millones de parámetros, lo que representaba 
un incremento de escala en comparación con t-nlg. Entre sus principales funcio-
nes de este último avance de ia se encontraban la generación de texto, la resolu-
ción de problemas, la escritura creativa, e incluso programación (Grzybowski et al., 
2024).  “Fue tanto el éxito de esta ia que en todo el mundo generaba 4500 millones 
de palabras al día” (Opea ia, 2025).

Dos años más tarde, en noviembre de 2022, Openai lanzó Chatgpt, un siste-
ma conversacional basado inicialmente en el modelo gpt-3.5. Este modelo de ai 
destaca por las capacidades de procesamiento de lenguaje natural, sobresale en la 
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interacción conversacional con las personas usuarias, la respuesta a consultas, 
la entrega de información y la ejecución de instrucciones, entre otras funcionalida-
des (Zhang y Shao, 2024). Este chatbot genera diálogos fluidos, contenido de alta 
calidad, y resuelve tareas complejas de forma coherente, lo que suscitó tanto admi-
ración como preocupación en la comunidad académica y tecnológica debido a que 
existen serias dudas sobre la veracidad de sus respuestas y la comprensión del con-
texto, debido a que no está excepta esta tecnología de tener alucinaciones (Herrera 
Tapias y Hernández-Guzmán, 2025). Su adopción fue masiva, en enero de 2023 
ya había superado los 100 millones de personas usuarias, convirtiéndose en la apli-
cación de consumo con el crecimiento más acelerado de la historia.

En marzo del mismo año, OpenAI presentó GPT-4, una versión multimodal del modelo 
anterior que, además de texto, puede interpretar imágenes. A tres años de su lanza-
miento aún persisten desafíos relacionados con la veracidad de sus respuestas y la com-
prensión del contexto. (Grzybowski et al., 2025, p. 227)

Con estos avances que ha habido en los últimos setenta años (1950-2025), 
hoy en día la inteligencia artificial puede definirse como un conjunto de tecnolo-
gías y sistemas capaces de imitar y ejecutar tareas que requieren inteligencia huma-
na, tales como el aprendizaje, el razonamiento y la toma de decisiones. La IA abarca 
tecnologías que pueden definirse como “sistemas adaptativos que aprenden por sí 
mismos”. De acuerdo con el Banco Mundial (2025), se pueden clasificar de acuerdo 
con a) los propósitos (como el reconocimiento facial o de imágenes); b) las funcio-
nes (como la comprensión del lenguaje y la resolución de problemas), y c) los ti-
pos de agentes (incluidos los robots y los vehículos autónomos). También la visión 
por computadora, el reconocimiento de voz y la robótica, y sirve para ampliar 
las capacidades humanas tradicionales.

2. Las desigualdades para adoptar la tecnología de inteligencia artificial en México

Como hemos visto a lo largo de la sección previa, aunque el desarrollo de la in-
teligencia artificial puede aplicarse en muchos campos, lo cierto es que no todas 
las personas tienen acceso a estas tecnologías. Esto se debe a dos razones funda-
mentales: la primera es que no todas las personas pueden acceder a las tecnologías 
de la información y la comunicación (tic); la segunda es que muchas no saben 
cómo utilizarlas.

Para abordar estas desigualdades ha surgido el concepto de brecha digital, esta 
palabra permite decir que aún hay personas que no pueden integrarse plenamen-
te a la sociedad de la información y del conocimiento (Grishchenko, 2020). Este 



a  f o n d o
inteligencia artificial: 

conocimiento y percepción de las personas usuarias en méxico

41

término está compuesto por tres niveles consecutivos: a) acceso, b) uso y c) bene-
ficios (Norris, 2001; Scheerder, Van Deursen y Van Dijk, 2017; Muhammad et al., 
2023). La brecha digital es definida como la diferencia entre individuos, hogares, 
empresas y áreas geográficas en distintos niveles socioeconómicos respecto a sus 
oportunidades para acceder a las tecnologías de la información y la comunicación 
(ocde, 2021).

El primer nivel, el acceso, se refiere a las condiciones necesarias para el desa-
rrollo de infraestructura tecnológica y la adquisición de bienes y servicios digitales, 
y se incluyen tecnologías emergentes como la inteligencia artificial (Selwyn, 2004; 
Van Dijk, 2006; Çelik, 2023). Una vez superadas las barreras de acceso, surge el se-
gundo nivel, centrado en el uso, el cual hace referencia a los tipos de actividades 
que las personas usuarias pueden realizar con estas tecnologías, así como a las 
habilidades digitales requeridas para hacerlo. Estas habilidades han sido clasifica-
das en tres niveles: básicas, intermedias y avanzadas (Martínez-Domínguez y Mo-
ra-Rivera, 2020; Scheerder, Van Deursen y Van Dijk, 2017; Van Deursen y Van Dijk, 
2014).

Finalmente, el tercer nivel está relacionado con los beneficios que la pobla-
ción usuaria puede obtener a partir del uso de las tic y la inteligencia artificial, 
como la mejora en oportunidades educativas, laborales, sociales y económicas. Este 
implica analizar los factores que influyen en la capacidad de los individuos para 
transformar el uso de la tecnología en ventajas concretas (Blank y Groselj, 2014; 
Lucendo-Monedero, Ruiz-Rodríguez y González-Relano, 2019; Song et al., 2020; 
Çelik, 2023). Para enfrentar la brecha digital existe el concepto de alfabetización 
en ia (Long y Magerko, 2021), que se refiere a un nuevo tipo de capacidades 
y competencias que permiten a las personas utilizar la ia de manera eficiente y éti-
ca en la vida cotidiana (Çelik, 2023).

La ia, como una de las expresiones más avanzadas del uso tecnológico, tie-
ne aplicaciones en una amplia variedad de campos, lo que la convierte en una 
herramienta clave para reducir desigualdades si su acceso y aprovechamiento 
se distribuyen equitativamente. En la medicina, la ia se utiliza para diagnosticar 
enfermedades, analizar imágenes médicas y desarrollar tratamientos personali-
zados; así, por ejemplo, las técnicas de aprendizaje no supervisado de clustering 
(agrupamiento) permiten el descubrimiento de nuevos subtipos de enfermedades 
(Wang et al., 2023). En la educación, permite personalizar el aprendizaje mediante 
plataformas adaptativas y tutores virtuales, al ampliar las posibilidades formativas. 
En particular, la capacidad de ChatGPT como chatbot para participar en conver-
saciones interactivas permite ser una herramienta personalizada innovadora para  
el estudiantado, y puede ayudarle a aprender conceptos fundamentales (Cain y Ra-
jan, 2024). En el sector financiero, mejora la detección de fraudes. Por ejemplo, 
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mediante el análisis de millones de datos —análisis de Big Data— se pueden reco-
nocer patrones de comportamientos de personas que se dedican a los fraudes finan-
cieros (Ali et al., 2022). Estas aplicaciones evidencian que la ia puede contribuir 
significativamente al bienestar y desarrollo, siempre que se garanticen condiciones 
justas de acceso, uso y apropiación tecnológica.

En México, uno de los principales obstáculos para el estudio y el análisis del de-
sarrollo de la inteligencia artificial (ia) es la escasez de fuentes de información 
sistematizadas y accesibles. A diferencia de otros países que han generado reposito-
rios de datos abiertos, diagnósticos sectoriales y marcos de indicadores sobre adop-
ción tecnológica, en el contexto mexicano persiste una notable falta de estadísticas 
oficiales, registros desagregados y estudios longitudinales específicos sobre ia. Esta 
carencia limita la capacidad de personas investigadoras, tomadoras de decisiones 
y actrices del sector privado para comprender la magnitud del uso, las brechas 
existentes y el impacto potencial de esta tecnología en distintos ámbitos sociales 
y productivos. Además, la ausencia de políticas públicas orientadas a la recolección 
de datos sobre ia impide establecer líneas base para evaluar avances o diseñar es-
trategias de inclusión tecnológica con enfoque territorial y poblacional.

3. El uso de chatbots e imágenes: seguimiento de tecnologías emergentes

Dentro de la inteligencia artificial, los chatbots se encuentran entre las herramien-
tas más utilizadas. Un actor destacado en este segmento es Chatgpt, que incluso 
domina el mercado. En 2024 alcanzó 2343 millones de visitas, es decir, aproxima-
damente tres de cada diez personas en el mundo (28.5 %) utilizaron esta tecnolo-
gía. Esta cifra contrasta con el uso de plataformas emergentes como Gemini y Poe, 
que registraron 133 millones y 43 millones de visitas, respectivamente. Además, 
refleja que la adopción de modelos conversacionales generativos ha experimentado 
un crecimiento acelerado. Por su parte, las herramientas de generación de imáge-
nes, como MidJourney y Prezi, son tecnologías emergentes que comienzan a po-
pularizarse entre un público más amplio, aunque a un ritmo más lento (gráfica 1).
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Gráfica 1. Diez herramientas de chatbots e imágenes usadas en el mundo, 2024

Fuente: elaboración propia, con datos de Liu y Wang (2024).

4. El uso desigual de las nuevas tecnologías emergentes: Chatgpt

A pesar del surgimiento de nuevas tecnologías emergentes relacionadas con la inte-
ligencia artificial (ia), como Chatgpt, y del acceso cada vez más amplio a estas he-
rramientas en distintos rincones del planeta, se habla poco de los efectos desiguales 
que estas generan. Un ejemplo claro es Estados Unidos, que lidera de manera con-
tundente con 483 millones de visitas mensuales, lo que refleja una penetración 
tecnológica muy superior a la media global. Este liderazgo se sustenta en una com-
binación de factores estructurales: infraestructura digital avanzada, capital huma-
no especializado y un ecosistema robusto de innovación.

En contraste, países con grandes poblaciones como India e Indonesia presentan 
cifras de adopción relativamente bajas en términos relativos —18 % y 31 % de la 
población, respectivamente—, a pesar de contar con millones de personas usua-
rias absolutas. Este fenómeno evidencia la persistencia de brechas digitales que no 
se explican únicamente por la disponibilidad de tecnología, sino también por facto-
res socioeconómicos, educativos y regulatorios. Por su parte, naciones como México 
y Brasil muestran comportamientos mixtos. Por ejemplo, Brasil alcanza un 74.9 % 
de penetración entre sus usuarios, mientras que México tiene un 46.4 %, lo que in-
dica que la adopción no siempre está directamente correlacionada con el ingreso 
per cápita. Factores culturales, educativos y de conectividad desempeñan un papel 
determinante en la difusión y el uso de estas tecnologías (gráfica 2).
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Gráfica 2. Principales 20 países con usuarios de Chatgpt mensual

Fuente: elaboración propia, con datos de Liu y Wang (2024).
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Ilustración 1. Evolución y uso de la inteligencia artificial y el Internet. 
Los vínculos y las tencologías

Fuente: Openai (2025).

*  Ilustración generada por inteligencia artificial con Chatgpt]. https://chat.openai.com/



46

  DI GN ITA S  /   a ñ o  x v i i i ,  n ú m .  5 6 ,  s e p t i e m b r e - d i c i e m b r e  d e  2 0 2 5

III. METODOLOGÍA

1. Fuente de información y variables empleadas en el 

análisis de la percepción de la ia en México

Esta investigación utilizó datos obtenidos de la encuesta que se utilizó para el re-
porte “Conocimiento, percepción y uso de la inteligencia artificial por las personas 
usuarias de Internet fijo y/o móvil”, realizada a nivel nacional. La muestra incluyó 
5000 participantes de todas las entidades federativas, con representatividad ajus-
tada mediante factores de expansión. Contempló el análisis de 23 variables de di-
ferentes tipos: demográficas, como sexo, grupos de edad y ubicación geográfica. 
Con esta base de datos fue posible analizar tanto las percepciones como los patro-
nes de uso relacionados con la inteligencia artificial entre la población mexicana 
conectada a Internet. Para ello se empleó el software estadístico r Studio cloud.

Para lograr el propósito de este capítulo, se examinaron múltiples dimensio-
nes, desde las asociaciones conceptuales que las personas usuarias tienen sobre 
la ia (tecnología, automatización, robótica) hasta su interacción práctica con dis-
positivos habilitados con ia, como asistentes virtuales o smartphones. Se analiza-
ron también las percepciones sobre ventajas y riesgos, incluyendo preocupaciones 
por la privacidad y la recopilación de datos personales. Los resultados se estratifi-
can por variables sociodemográficas clave, como edad, nivel socioeconómico y re-
gión, para identificar patrones diferenciados.

Es importante destacar que los hallazgos reflejan únicamente las respues-
tas de personas usuarias de Internet, por lo que no representan a la población 
mexicana en general. Además, al tratarse de una encuesta de autorreporte, estas 
pueden estar sujetas a sesgos, como la deseabilidad social. A pesar de estas limi-
taciones, los datos proporcionan una visión valiosa sobre cómo se percibe y utiliza 
la ia en México y ofrecen insumos para futuras investigaciones y políticas públi-
cas en materia de tecnología y sociedad, ya que es importante mencionar que en 
el caso de México no existen fuentes nacionales oficiales que permitan hacer análi-
sis detallados de esta tecnología emergente.

IV. RESULTADOS

1. La desigualdad tecnológica en México: ¿quién no conoce la inteligencia artificial?

Los resultados muestran un panorama de baja familiaridad con el tema a nivel 
nacional. En México solo dos personas mexicanas de cada diez (19.9 %) reporta-
ron haber oído sobre ia, mientras que el 45.1 % indicó explícitamente no conocer 
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este concepto. Estos resultados sugieren que la ia, a pesar de su creciente relevan-
cia global, aún no ha permeado de manera significativa en la conciencia pública 
mexicana, y que, por lo tanto, existe una desigualdad en el uso de esta herramien-
ta y los beneficios que pueda tener. Muestra de ello es que entidades como Baja 
California Sur (43.8 %) y Sonora (38.8 %) registran los niveles más altos de fami-
liaridad con la IA, posiblemente debido a su proximidad con los Estados Unidos, 
su exposición al turismo o la presencia de industrias tecnológicas. En contraste, 
estados como Colima (3.1%), Baja California (3.9 %) y Nayarit (6.2 %) presentan 
una conciencia extremadamente baja. Mientras que estados centrales como Queré-
taro (32.5 %) y Jalisco (31.2 %), conocidos por sus centros industriales y tecnoló-
gicos, muestran niveles moderados de conocimiento, mientras que estados del sur 
como Chiapas (54 %) y Tabasco (54.2%), reflejan una mayor incertidumbre debido 
a que no quisieron responder la encuesta y dijeron que no sabían, probablemente 
asociada con menores niveles de urbanización y acceso a recursos educativos.

Mapa 1. Porcentaje, por estado, de personas que aún no han oído hablar 
de la inteligencia artificial

Fuente: elaboración propia, con base en la encuesta usada en el reporte “Conocimiento, percep-

ción y uso de la inteligencia artificial por los usuarios de Internet fijo y/o móvil”, 2025.  
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2. El uso de la inteligencia artificial y los vínculos de las 

tecnologías y procesos con los que se le asocia 

Se nota que la Smart TV, los smartphones y las laptops son las tecnologías con las 
que mayormente se asocia a la ia, y las que menos están popularizadas son las bo-
cinas inteligentes, así como el uso de robots (gráfica 3).

Gráfica 3. Porcentaje de aparatos con los cuales se vincula la ia, según las perso-
nas mexicanas, aunque no los tenga en casa

Fuente: elaboración propia con base en la encuesta usada en el reporte “Conocimiento, percep-

ción y uso de la inteligencia artificial por los usuarios de Internet fijo y/o móvil”, 2025.

Entre los principales impactos positivos de la inteligencia artificial, la población 
mexicana considera que esta tecnología permite la automatización de procesos y, 
en consecuencia, el ahorro de tiempo. Asimismo, señala que contribuye a hacer 
la vida cotidiana más sencilla a través de la domótica y del Internet de las cosas 
(IoT). Es preciso señalar que la domótica se refiere al uso de sistemas inteligentes 
para controlar de manera automática funciones del hogar, como la iluminación, 
la temperatura o la seguridad. Por su parte, el Internet de las cosas consiste en la 
conexión de objetos cotidianos —como relojes, electrodomésticos o automóviles— 
a Internet, lo que les permite recopilar y compartir información para ofrecer un uso 
más eficiente y práctico (gráfica 3).

Entre las funciones que las personas consideran más relevantes para que la in-
teligencia artificial facilite su vida diaria destacan los asistentes, el perfilamiento 
de las redes sociales, el reconocimiento facial y el reconocimiento dactilar. En con-
traste, las aplicaciones, los pilotos automáticos, registran un menor nivel de asocia-
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ción con la ia. Asimismo, se aprecia que, aunque existen diferencias entre estados, 
la tendencia general indica que la población mexicana es más consciente de la 
presencia de la ia en herramientas cotidianas vinculadas a la comunicación, la se-
guridad y la movilidad, mientras que muestra menor percepción en aplicaciones 
más específicas o técnicas (gráfica 4).

Gráfica 4. Ventajas que perciben las personas por el uso de ia

Fuente: elaboración propia, con base en la encuesta usada en el reporte “Conocimiento, percep-

ción y uso de la inteligencia artificial por los usuarios de Internet fijo y/o móvil”, 2025.

Las personas mexicanas señalaron que, al navegar en redes sociales, la in-
teligencia artificial recopila sus datos personales, principalmente cuando utilizan 
plataformas como Facebook, TikTok, Instagram y WhatsApp. Asimismo, suponen 
que otra práctica común ocurre al instalar un software, ya que este solicita permi-
sos y, en ese proceso, se extraen datos personales que terminan siendo utilizados 
por la ia. Incluso mencionan que lo mismo sucede cuando las personas usuarias 
comparten su ubicación geográfica en tiempo real mediante el celular. Por otro 
lado, las actividades de las que menos sospechan en cuanto a la extracción de in-
formación son las compras que realizan en línea a través de plataformas digitales 
(gráfica 5).
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Gráfica 5. Actividades que las personas usuarias perciben que recolectan datos 
para la ia

Fuente: elaboración propia, con base en la encuesta usada en el reporte “Conocimiento, percep-

ción y uso de la inteligencia artificial por los usuarios de Internet fijo y/o móvil”, 2025.

Por otra parte, entre las desventajas que las personas usuarias atribuyen a la in-
teligencia artificial se encuentran el reemplazo de la mano de obra humana, la de-
pendencia tecnológica y la inseguridad en el manejo de la información. Asimismo, 
se reconoce el aislamiento social como un posible efecto, aunque este no se percibe 
como un impacto de corto plazo (gráfica 6).
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Gráfica 6. Percepción sobre las desventajas de la inteligencia artificial 

Fuente: elaboración propia, con base en la encuesta usada en reporte “Conocimiento, percepción 

y uso de la inteligencia artificial por los usuarios de Internet fijo y/o móvil”, 2025.

A pesar de las ventajas que representa la inteligencia artificial, las personas 
que aún no cuentan con ciertas tecnologías que la incluyen no mostraron un fuer-
te interés por adquirirlas. De hecho, sorprendió que la respuesta predominante 
fue que no les gustaría adquirir ninguna. Aunque la percepción varía a lo largo 
del país, la compra de un automóvil inteligente destacó como el bien que mayor 
interés despertó entre quienes fueron encuestados.
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Gráfica 7. Dispositivos con ia que a las personas les gustaría comprar

Fuente: elaboración propia, con base en la encuesta usada en reporte “Conocimiento, percepción 

y uso de la inteligencia artificial por los usuarios de Internet fijo y/o móvil”, 2025.

V. DISCUSIÓN DE LOS RESULTADOS E IMPLICACIONES DE POLÍTICA PÚBLICA 

Y DESARROLLO TECNOLÓGICO

Estos resultados tienen implicaciones relevantes para la formulación de políticas 
públicas y para futuras investigaciones en México. Los hallazgos de esta investi-
gación muestran que en el país el desarrollo de la inteligencia artificial (ia) no es 
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un proceso automático ni espontáneo. Por ello, se requiere un programa estraté-
gico de largo plazo que permita consolidar a México en el uso y aprovechamiento 
de la ia.

Este programa debe partir de un diagnóstico claro sobre la posición actual 
del país, el cual sirva como punto de partida, y debe estar acompañado de una vi-
sión de largo plazo que defina hacia dónde se quiere llegar. En apoyo a esta propues-
ta, la tabla 1 presenta una posible ruta estratégica que orienta los pasos necesarios 
para avanzar en esta dirección.

Tabla 1. Propuesta de diseño de una política de largo plazo 
para la adopción de ia en México

Principales 
características

Fase 1 Fase 2 Fase 3 Fase 4

Duración (años) 2 3 4 5

Objetivo
Introducir 

la ia en sectores 
clave

Consolidar 
el uso y la difu-

sión de ia

Fomentar habi-
lidades y com-
petencias en ia

Innovación 
y regulación 

avanzada 
con ia

Estrategias
Diagnóstico 

de capacidades 
y necesidades

Desarrollar in-
fraestructura 
y plataformas 

de ia

Capacita-
ción masiva 
y programas 
de alfabetiza-
ción digital

Impulsar inves-
tigación, re-

gulación ética 
y adopción 
sostenible

 
Promover 
conciencia 

y sensibilización

Implementar 
pilotos y casos 
de uso exitosos

Establecer 
programas 

de formación 
especializada

Crear marcos 
regulatorios ro-
bustos y fomen-
tar ecosistemas 

innovadores

Actores
Gobierno, 

sector privado, 
academia

Gobierno, 
empresas 

tecnológicas, 
universidades

Empresas, insti-
tuciones educa-
tivas, sociedad 

civil

Autoridades 
regulatorias, 

investigadores, 
empresas, so-
ciedad civil
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Responsabili-
dades

Proveer fi-
nanciamiento 

y recursos

Facilitar desa-
rrollo tecnoló-
gico y alianzas 

público-privadas

Capacitar re-
cursos huma-

nos y fomentar 
cultura de ia

Regular, super-
visar y promo-
ver innovación 

responsable

Resultados 
esperados

Sensibilización 
y primeros ca-

sos de uso

Implementa-
ción efectiva 
y expansión 
en sectores 

diversos

Competen-
cias avanza-

das y adopción 
generalizada

Ecosistema 
de ia soste-
nible, ético 

y competitivo 
internacional-

mente

Fuente: elaboración propia, con base en Martínez y Fierros, 2022.

VI. REFLEXIONES FINALES

Después de elaborar este capítulo, hay tres mensajes clave que nos gustaría trans-
mitir a las personas lectoras. En primer lugar, aunque nos encontramos en una nue-
va era digital en la que la ia ha avanzado significativamente, al permitir desarrollar 
actividades de manera mucho más eficiente, ahorrar tiempo y recursos, y mejorar 
la calidad de vida, es innegable que su acceso y adopción no han alcanzado de ma-
nera equitativa a todos los rincones y grupos sociales en México. Esta desigualdad 
representa un desafío importante para los próximos años.

En segundo lugar, es relevante señalar que en México existe una notable ca-
rencia de datos longitudinales en fuentes oficiales que permitan analizar de forma 
sistemática y rigurosa cómo se ha adoptado la inteligencia artificial en distintos sec-
tores y regiones del país. A pesar de esta limitación, y aunque este tema se escapa 
del alcance de este documento, se realizan esfuerzos importantes para la construc-
ción y consolidación de marcos jurídicos y normativos que regulen el uso ético de la 
ia, lo cual constituye un avance significativo en el contexto nacional.

Finalmente, el tercer mensaje es que, aunque el rumbo futuro de la inteligencia 
artificial a nivel global aún no está completamente definido, el desarrollo y la pro-
liferación de una amplia variedad de herramientas basadas en ia están permeando 
cada vez más diversos aspectos de la vida cotidiana. Esta creciente presencia plan-
tea tanto oportunidades como retos, y subraya la necesidad de un enfoque reflexivo 
y multidisciplinario para orientar su evolución y garantizar que sus beneficios sean 
accesibles para toda la sociedad.
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La cuarta revolución industrial o industria 4.0 transforma la convivencia y las relaciones 

de poder a través de la tecnología, incide en la educación, cultura, economía, comercio y 

en el ámbito jurídico. En este contexto surgen los derechos digitales como extensión de 

los derechos humanos, protegen libertades como la privacidad, la libertad de expresión, 

el acceso a Internet y la protección de datos en entornos digitales. En México, persiste 

una brecha digital que limita la equidad e inclusión, mientras que reformas como la 

curp biométrica y la Ley de Telecomunicaciones y Radiodifusión abren debates sobre 

el equilibrio entre tecnología, derechos y democracia. Los retos en materia de derechos 

digitales en México siguen siendo múltiples y complejos, lo que exige reflexionar sobre 

cómo garantizar la inclusión digital y la participación ciudadana en un ecosistema digital y 

de transformación tecnológica.

The Fourth Industrial Revolution, or Industry 4.0, is transforming coexistence and power relations 

through technology, impacting education, culture, the economy, commerce, and the legal sphere. 

In this context, digital rights emerge as an extension of human rights, protecting freedoms such 

as privacy, freedom of expression, internet access, and data protection in digital environments. In 

Mexico, a digital divide persists that limits equity and inclusion, while reforms such as the biometric 

CURP (National Registry of Public Accounts) and the Telecommunications and Broadcasting Law 

open debates on the balance between technology, rights, and democracy. The challenges regarding 

digital rights in Mexico remain multiple and complex, demanding reflection on how to guarantee 

digital inclusion and citizen participation in a digital ecosystem and technological transformation.
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I. INTRODUCCIÓN

Hoy en día nos encontramos ante la gran paradoja de la llamada cuarta revolución 
industrial o industria 4.0, con una sociedad de masas interconectada por la tecnolo-
gía digital (ia, IoT, Big Data, Blockchain, etcétera), pero a su vez sectores excluidos 
digitalmente, analfabetismo tecnológico, incrementado por la ola creciente de la 
desinformación y manipulación a través de medios digitales (plataformas, redes 
sociales).

La industria 4.0 no es solo una ola de innovación tecnológica, sino un viraje 
profundo hacia un entorno donde lo físico, lo digital y lo biológico se entrelazan. 
El Foro Económico Mundial la define como una “fusión de tecnologías que bo-
rra las líneas entre las esferas física, digital y biológica” (Schwab, 2016). Algunas 
de sus características son la integración de tecnologías como la inteligencia artifi-
cial (ia) y el Internet de las cosas (IoT), en un ecosistema que optimiza procesos. 
En este escenario, la tecnología no es neutral: redefine derechos fundamentales 
como el acceso, la privacidad, la libertad de expresión y la inclusión digital. En ese 
campo de cultivo es como emergen los derechos digitales.

Para que tal desarrollo tecnológico se enraíce en todo el quehacer humano ne-
cesita una nueva sociedad, una digital.

“La sociedad es resiliente, creativa y se adapta rápidamente. Si logramos apro-
vechar la voluntad y la sabiduría colectivas, podremos usar esta tecnología para 
maximizar las ventajas y minimizar las desventajas” (Durán, 2025), una de las prio-
ridades es garantizar que el acceso a la superinteligencia sea amplio, equitativo 
y económico. Las palabras de Altman —ceo de Open ia— suenan como el oráculo 
de Delfos, pues predicen lo que surgirá en un mundo dominado por la ia, sin dejar de 
reconocer los retos éticos y sociales del rápido avance de la tecnología, por ejem-
plo, sobre cómo asegurar que la superinteligencia esté alineada con los intereses 
de toda la humanidad y no solamente con los de unas pocas personas.
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Durán, periodista y corresponsal de la dpl News en Colombia(2025), reco-
ge las palabras de Altman, CEO de Open ai, y advierte sobre los peligros de la 
ia desalineada:

[...] los feeds de las redes sociales son un ejemplo de IA desalineada; los algoritmos que 
los impulsan son increíbles para lograr que las personas se sigan desplazando, pero lo 
hacen explotando algo en su cerebro que anula su preferencia a largo plazo.

La visión es ambiciosa, pero no irreal. “La inteligencia, demasiado barata para 
medirla, está al alcance de la mano. Puede parecer una locura decirlo, pero si en 
2020 hubiéramos dicho que estaríamos donde estamos hoy, probablemente hubiese 
sonado más descabellado que nuestras predicciones actuales para 2030”, concluyó 
Altman (dpl news, 2025).

La industria 4.0 no es solo una propuesta de eficiencia industrial, sino una opor-
tunidad única para construir un ecosistema tecnológico que integre justicia social 
y derechos digitales. México cuenta ya con una infraestructura sólida, una base cre-
ciente de personas usuarias conectadas y un entorno propicio para la innovación. 
Sin embargo, el verdadero desafío consiste en consolidar un modelo de conectivi-
dad que no solo sea técnicamente avanzado, sino también inclusivo y seguro, orien-
tado a garantizar el pleno ejercicio de los derechos digitales de toda la población.

Este modelo debe responder a las necesidades de equidad, al asegurar que la 
brecha digital se cierre efectivamente y que las tecnologías emergentes lleguen 
con calidad y accesibilidad a todas las regiones, incluyendo las más vulnerables. 
Asimismo, debe incorporar mecanismos robustos para la protección de datos per-
sonales y la privacidad, promover la autonomía digital de las personas frente a un 
entorno hiperconectado y en constante evolución.

En suma, el reto no se limita a conectar más hogares o dispositivos, sino a ge-
nerar un ecosistema donde la tecnología sea un instrumento real para la inclusión, 
la participación ciudadana y la justicia social. Solo así se podrá garantizar que la 
revolución digital sea una plataforma que fortalezca la cohesión social y el bienes-
tar colectivo, al configurar un futuro tecnológico que funcione de manera armónica 
tanto en lo técnico como en lo humano.

Pero no todo es resiliente, hay retos que se deben analizar para dilucidar 
sus posibles soluciones. Si hay un reconocimiento de los derechos digitales, ¿cómo 
y quién los debe garantizar?

En México los retos son aún mayúsculos, por un lado, existe una brecha digi-
tal en varios estados de la federación, como Chiapas, Guerrero, Oaxaca y Michoa-
cán que constituyen ejemplos de la desigualdad digital (endutih). Por otro lado, 
la irrupción generalizada de violaciones a la privacidad, intimidad y transgresiones 
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a los derechos de autor y a la libertad de expresión son temas en los que es preciso 
poner el foco de atención. ¿Con qué instrumentos cuenta el Estado para garantizar 
el ejercicio libre de la información y, por otro lado, proteger adecuadamente tales 
derechos?

II. SOCIEDAD DIGITAL

La comprensión de los derechos digitales exige situarlos dentro de un contexto so-
cial profundamente transformado por las dinámicas tecnológicas y comunicativas 
de nuestra era. Las formas tradicionales de convivencia, de organización política 
y de ejercicio de las libertades están atravesadas hoy por una mutación estructu-
ral en los vínculos sociales, producto de una acelerada digitalización de la vida 
cotidiana. No se trata únicamente de una modificación técnica, sino de una recon-
figuración de los marcos simbólicos, jurídicos y culturales que han sostenido histó-
ricamente a las sociedades. En este escenario, entender la naturaleza de la sociedad 
contemporánea, así como sus nuevas lógicas de poder y sus desafíos normativos, 
resulta imprescindible para analizar con seriedad el alcance y la exigibilidad de los 
derechos en entornos digitales.

Max Weber, uno de los padres de la sociología moderna, parte de una noción 
comprensiva del fenómeno social. Define a la sociedad como el resultado de ac-
ciones significativas entre personas, orientadas unas hacia otras. En sus palabras: 
“Entendemos por acción social una acción en cuanto, por el sentido que el actor 
le atribuye, se relaciona con el comportamiento de otros y está orientada por su 
desarrollo” (Weber, 1976, p. 5). Esta definición subraya que las estructuras sociales 
no son entidades estáticas, sino configuraciones dinámicas que emergen del inter-
cambio simbólico entre los seres humanos.

Weber también describe el poder como la posibilidad de imponer la propia vo-
luntad en una relación social, incluso contra toda resistencia. Así, “la probabilidad 
de imponer la propia voluntad dentro de una relación social, aun contra toda re-
sistencia y cualquiera que sea el fundamento de esa probabilidad” (Weber, 1976, 
p. 43), es lo que define el ejercicio del poder, piedra angular en la conformación 
de lo social.

Desde esta óptica, la sociedad puede entenderse como un entramado de rela-
ciones entre actores que otorgan sentido a sus acciones dentro de un marco norma-
tivo o simbólico. Esta visión resalta que la sociedad no existe como cosa en sí, sino 
que se constituye continuamente mediante la red de comportamientos y significa-
ciones recíprocas entre las personas.

En la segunda mitad del siglo xx, con la expansión de las tecnologías compu-
tacionales y de comunicación, surge un nuevo paradigma: la sociedad de la infor-
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mación. Julio Téllez Valdés, pionero del derecho informático en México, describe 
este estadio social como un entorno en el que la información se convierte en el 
eje central del desarrollo humano, político y económico, según el autor: “La socie-
dad de la información y del conocimiento implica el uso masivo de las tecnologías 
de la información y comunicación para difundir el conocimiento y los intercam-
bios de información en la sociedad” (Téllez Valdés, 2003, p. 9).

Esta concepción resalta que la estructura social ya no se sostiene únicamente 
en la propiedad de bienes materiales o el control del trabajo físico, sino en el ma-
nejo, el acceso y la circulación de datos, saberes y contenidos digitales. Así, la in-
formación adquiere un valor estratégico, tanto para las instituciones como para 
las personas, y su gestión representa un punto neurálgico para las políticas públicas 
y la regulación de los derechos fundamentales.

No obstante, Téllez también advierte sobre los riesgos que acompañan este 
cambio. La dependencia tecnológica y la velocidad del cambio digital pueden pro-
fundizar desigualdades sociales si no se garantiza una distribución justa de recur-
sos, educación digital y conectividad. En consecuencia, el derecho debe responder 
con normas que protejan la privacidad, promuevan la inclusión digital y aseguren 
la neutralidad tecnológica del Estado.

En esta línea crítica, Cruz Díaz de Terán Velasco, especialista en filosofía del de-
recho de la Universidad de Navarra (2007), afirma que “esta sociedad de la infor-
mación supone, al mismo tiempo, una oportunidad y un reto: las reglas de acceso, 
pertenencia, convivencia, relación, etcétera, no están desarrolladas por esa voca-
ción inicial de sociedad en cierta medida descontrolada” (p. 98). La falta de estruc-
turas normativas claras incrementa la incertidumbre sobre cómo deben organizarse 
las relaciones sociales y jurídicas dentro de este nuevo entorno digital.

Asimismo, Terán subraya que

la Sociedad de la Información nunca podrá sustituir completamente a la sociedad no 
virtual, y que, en el estado actual de las cosas, están condenadas a compartir y repartir-
se el tiempo y el interés de los ciudadanos porque no hay más de una sociedad posible” 
(2007, p. 98).

Este señalamiento es clave para entender que lo digital no anula lo presencial, 
sino que ambos espacios deben articularse para garantizar una ciudadanía plena 
en todas sus dimensiones. Como ella misma aclara, “de ahí que, al menos en la 
actualidad, no podamos hablar de dos sociedades distintas, sino de una misma 
con múltiples formas de manifestarse, las cuales deberán convivir e interactuar 
en condiciones equitativas” (Terán, 2007, p. 98).
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Más allá de la sociedad de la información, la llamada sociedad digital represen-
ta una transformación aún más profunda, en la que las tecnologías digitales no solo 
median, sino configuran la vida cotidiana. Según Rivera-Vargas(2018), “la sociedad 
digital tiende a ser identificada como una consecuencia directa de la consolidación 
de la sociedad de la información y del conocimiento” (p. 146), es un nuevo entorno 
en el que las prácticas productivas y comunicativas se realizan fundamentalmente 
a través de medios digitales. En este marco, se transforma no solo la forma de ac-
ceder y consumir información, sino también la manera en que los seres humanos 
crean contenido, interactúan y ejercen su ciudadanía. En este contexto, diferentes 
especialistas en políticas digitales han señalado que la relación entre las personas 
y sus representaciones en línea constituye uno de los pilares esenciales del entorno 
digital. Esta condición pone de relieve la importancia de la identidad digital como 
nuevo fundamento de la ciudadanía en línea.

La sociedad digital se caracteriza por la omnipresencia de plataformas digita-
les, dispositivos interconectados, flujos de datos masivos y algoritmos que estructu-
ran las relaciones sociales, económicas y políticas. Aquí, las libertades tradicionales 
—como la expresión, la asociación o la privacidad— requieren reinterpretación 
y defensa en un entorno no territorial y en constante evolución.

Aunque no existe una única definición universalmente aceptada, puede seña-
larse que la sociedad digital constituye un ecosistema social, cultural y económico 
colonizado por la tecnología digital. Este no solo transforma las formas de interac-
ción, sino también las relaciones de poder, la noción de lo público y la estructura 
de los derechos. Esta sociedad emergente demanda, por tanto, una arquitectura 
jurídica que comprenda el nuevo territorio digital donde ocurren los vínculos entre 
personas, datos, plataformas y decisiones.

Al hablar de un ecosistema digital, podemos hacer referencia de todas las partes que 
integran a una empresa en materia digital, desde la parte del usuario, hasta la funcio-
nalidad y los fines buscados, particularmente debemos referirnos a la transformación 
necesaria para implementar un modelo en mayoría digital, con todos los beneficios bus-
cados [...] En los últimos años, la inteligencia artificial ha crecido exponencialmente de 
la mano del manejo de grandes volúmenes de datos, el aprendizaje profundo y los algo-
ritmos autónomos, cobran mayor relevancia en la necesidad de implementación ante el 
avance del ecosistema digital conocido. (Téllez Valdés, 2021, p. 23)

III. DERECHOS DIGITALES

Para comprender de qué hablamos cuando hacemos referencia a los derechos di-
gitales, es necesario conectarlos con los derechos humanos. Aludir a los derechos 
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humanos es referirse a aquellas prerrogativas esenciales que nacen de la dignidad 
inherente a toda persona. Estos, reconocidos en la mayoría de los textos constitu-
cionales y tratados internacionales, constituyen un conjunto normativo que protege 
libertades básicas como la vida, la integridad, la libertad de expresión, la privaci-
dad o el acceso a la justicia. Su carácter inalienable, imprescriptible y universal 
no depende del reconocimiento formal del Estado, sino que se impone como exi-
gencia ética y jurídica frente a cualquier forma de poder. Como señala Cruz Parce-
ro (2007),

hablar de derechos humanos, se ha convertido en algo tan usual que difícilmente hay 
hoy día un solo movimiento social que no apele a la defensa de tales derechos o que no 
busque su reconocimiento, tampoco hay gobierno alguno que no diga proteger los de-
rechos sus ciudadanos. (p. 153)

Cruz Parcero (2007) advierte también que, en una democracia, el sistema 
de justicia no debe limitarse a ser un árbitro neutral, sino que debe tener un rol ac-
tivo en la promoción y garantía de los derechos fundamentales. Según sus palabras:

Un sistema de administración de justicia tiene entre sus funciones primordiales la 
protección de los derechos, no sólo de los derechos fundamentales de las personas y 
los ciudadanos reconocidos, de manera explícita o implícita en nuestra constitución, 
sino también de una serie de derechos reconocidos por leyes ordinarias y por tratados 
internacionales. Esta protección no puede, pues, seguir limitada por consideraciones o 
interpretaciones, restringidas por parte de los jueces que afecten el acceso de las per-
sonas a un juicio justo cuando consideren que sean vulnerados sus derechos. (2007, 
p. 176)

La transformación acelerada de las interacciones humanas, mediada crecien-
temente por tecnologías digitales, ha planteado el reto de reinterpretar y proyectar 
esos derechos fundamentales en nuevas realidades. La emergencia de la sociedad 
de la información, el uso cotidiano de redes digitales y la presencia constante de In-
ternet en nuestras vidas obligan a repensar las formas en que ejercemos —o somos 
impedidos de ejercer— nuestras libertades. Es así como surgen los llamados dere-
chos digitales, no como una ruptura con los derechos humanos, sino como una ex-
tensión natural de estos hacia los entornos digitales.

Los derechos digitales son también derechos subjetivos y, como derechos hu-
manos, requieren garantías que aseguren su ejercicio y el respeto en el ecosistema 
digital. No son una categoría aislada ni un orden paralelo: son una traducción con-
temporánea del corpus de los derechos humanos, pero orientada a proteger a las 
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personas frente a los desafíos tecnológicos. En palabras de Cova Fernández (2022), 
se trata de “derechos vinculados con los derechos humanos, ejercidos en el espacio 
digital, donde deben prevalecer los valores democráticos que favorezcan la convi-
vencia, el respeto y la equidad” (p. 64).

En este sentido, organismos internacionales como Naciones Unidas han remar-
cado que los derechos humanos deben tener plena vigencia en línea. El Pacto Mun-
dial de la ONU (2022) lo sintetiza así: “Los derechos digitales son una extensión 
de los derechos recogidos en la Declaración Universal de los Derechos Humanos” 
(Pacto Mundial de la onu, 2022, párr. 3). Esta misma postura es sostenida por ins-
tituciones académicas como la Universidad Internacional de La Rioja, que identifica 
los derechos digitales como el marco normativo necesario para que toda persona 
pueda desenvolverse en el entorno digital con libertad, seguridad, dignidad y sin 
discriminación (unir, 2024).

Los derechos digitales buscan, en suma, salvaguardar el uso libre y equitativo 
de las tecnologías de la información y la comunicación (tic), la participación en la 
esfera pública digital, la protección de la privacidad personal, y el acceso igualita-
rio al conocimiento, entre otros elementos. Así lo ha reconocido la propia Organi-
zación de las Naciones Unidas al subrayar, en el Informe del Relator Especial sobre 
la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y expresión, que el 
acceso a Internet es indispensable para el ejercicio de otros derechos y que garan-
tizar este acceso debe ser una prioridad para todos los Estados (Naciones Unidas, 
2011).

El desarrollo de esta categoría ha dado lugar a una clasificación ampliamen-
te aceptada por la doctrina, que distingue entre dos tipos de derechos digitales: 
los que preexisten al entorno digital pero que hoy deben garantizarse también en él, 
y aquellos que surgen específicamente como producto de la revolución tecnológica.

Los derechos digitales los podemos clasificar en dos tipos: a) los reconocidos 
antes del desarrollo del mundo digital y b) los emergentes producto de la tecnolo-
gía digital. En el primer tipo podemos agrupar a la libertad de expresión, al dere-
cho a la información, a los derechos de autor, a la protección de datos personales, 
pero todos ellos ejercidos en entornos digitales (plataformas, redes, streaming, et-
cétera). El segundo tipo agrupa a derechos como el acceso a Internet, a la nube, 
la big data, los neuroderechos, etcétera. Arellano Toledo cita a Masitti al señalar 
que “El Homo sapiens se distingue por sus actividades cognitivas. Por ello, los neu-
roderechos son derechos humanos[...] Así, los neuroderechos protegen a la persona 
por medio de la tutela de la psique” (2024, p. 5).
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IV. DERECHOS RECONOCIDOS ANTES DEL DESARROLLO DEL MUNDO DIGITAL

Esta primera categoría agrupa derechos ya reconocidos en la tradición jurídica y en 
los tratados internacionales, pero que han adquirido nuevas formas, desafíos y re-
levancia a raíz de su ejercicio a través de medios digitales:

•	 Libertad de expresión e información en línea. El derecho a expresar ideas y a 
recibir información —consagrado en el artículo 19 de la Declaración Univer-
sal— se manifiesta hoy en plataformas como redes sociales, blogs, foros y me-
dios digitales. La censura, la desinformación algorítmica o la concentración 
de plataformas son desafíos que requieren regulación sin que se sacrifiquen 
las libertades.

•	 Derecho al acceso a la información. El acceso a contenidos digitales se ha vuel-
to un componente esencial del derecho a saber. La conectividad es la puer-
ta de entrada al conocimiento, a la educación y la participación ciudadana. 
La onu, desde 2011, considera el acceso universal a Internet como una priori-
dad global (uncuyo, 2024).

•	 Privacidad y protección de datos personales. La gestión masiva de datos exige 
una reformulación del derecho a la intimidad. No basta con reconocer la pri-
vacidad: hay que garantizarla en sistemas automatizados, algoritmos, bases 
de datos y plataformas tecnológicas que recolectan y procesan información 
personal constantemente.

•	 Derechos de autor y propiedad intelectual. Las creaciones digitales —videos, 
podcasts, software, obras multimedia— requieren una protección eficaz frente 
a su uso indebido. La digitalización ha transformado los formatos, pero no ha 
alterado el fondo del derecho a proteger la obra de una persona autora.

•	 Otros derechos clásicos adaptados. También se reformulan en este entorno 
el derecho de asociación (comunidades digitales), el de reunión pacífica (ac-
tivismo virtual), la igualdad ante algoritmos (no discriminación algorítmica) 
y el derecho al debido proceso cuando se ven involucradas tecnologías digita-
les en litigios o en la impartición de justicia.

V. DERECHOS EMERGENTES PRODUCTO DE LA TECNOLOGÍA DIGITAL

La segunda categoría comprende derechos que han emergido como consecuen-
cia directa del impacto de las tic, la inteligencia artificial, la automatización y las 
neurociencias. Son derechos que no habrían podido imaginarse sin estos avances, 
y cuya urgencia se hace cada vez más evidente:
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•	 Derecho al acceso universal a Internet. Más allá de ser un medio, Internet 
es hoy un espacio indispensable para ejercer otros derechos. Por eso se reclama 
su acceso como prerrogativa autónoma y justiciable.

•	 Derecho a la conectividad y a la neutralidad de la red. Garantiza que los ser-
vicios digitales lleguen a todas las personas sin discriminación, y que el acceso 
no sea condicionado por intereses comerciales o ideológicos.

•	 Derecho a la protección frente a la inteligencia artificial. Se demanda trans-
parencia algorítmica, explicabilidad de las decisiones automatizadas y control 
humano sobre sistemas autónomos. Esto se traduce en el incipiente “derecho 
a la inteligencia artificial responsable”.

•	 Neuroderechos. Con el desarrollo de interfaces cerebro-máquina y tecnologías 
que leen o alteran la actividad neuronal, se plantea la necesidad de proteger 
la identidad mental, la autodeterminación y la privacidad cerebral como nue-
vas fronteras del derecho.

•	 Derecho a la desconexión digital. En contextos de teletrabajo y disponibilidad 
permanente, el derecho a desconectarse se convierte en una salvaguarda fren-
te a la invasión de la tecnología en la vida personal.

•	 Otros derechos tecnológicos. Entre ellos, el derecho a la educación digital, 
a una identidad digital segura, a la protección frente a la vigilancia masiva o a 
no ser objeto de discriminación por decisiones automatizadas.

Maqueo Ramírez (2014) expresa que:

La Relatoría Especial para la Libertad de Expresión ha establecido una serie de prin-
cipios generales que sirven de guía o criterios orientadores para garantizar el disfrute 
efectivo del derecho a la libertad de expresión en el entorno digital, entre los que ocupa 
un lugar específico la privacidad de las personas.  

El primer principio consiste precisamente en el acceso a Internet en igualdad de 
condiciones. Ello implica no sólo la posibilidad de contar con la infraestructura necesa-
ria para acceder al ecosistema online, sino también la implementación de políticas pú-
blicas que permitan erradicar la brecha digital, la alfabetización digital y la eliminación 
de cualquier barrera arbitraria para su uso y acceso. Así, en palabras de la Relatoría Es-
pecial, “el principio de acceso universal se refiere a la necesidad de garantizar la conec
tividad y el acceso universal, ubicuo, equitativo, verdaderamente asequible y de calidad 
adecuada, a la infraestructura de Internet y a los servicios de las TIC (pp 121 y 122)

En este entorno tecnológico complejo y acelerado, el concepto de ciberciuda-
danía adquiere una relevancia especial. Ser ciudadana/o hoy no se limita al ejerci-
cio de derechos en el espacio físico; también implica poder participar activamente 
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en los espacios digitales, exigir transparencia a las plataformas, utilizar herramien-
tas tecnológicas de manera ética, y reclamar garantías frente al uso inadecuado 
de nuestros datos o de nuestras voces. La ciberciudadanía es, en este sentido, 
una manifestación del principio de dignidad humana en el ciberespacio.

La identidad digital es otra dimensión que se impone con fuerza en este esce-
nario. Cada persona genera, consciente o inconscientemente, una representación 
digital de sí misma: perfiles, historiales de navegación, publicaciones, interacciones 
y datos biométricos que forman un “yo digital” con implicaciones legales, sociales 
y personales. La gestión de esta identidad —quién la construye, quién la contro-
la, quién la protege— se convierte en un eje crucial para garantizar la autonomía 
del ser humano frente a las estructuras digitales de poder. En este marco, la huella 
digital actúa como rastro permanente, con potenciales consecuencias sobre el acce-
so a derechos, servicios o libertades, si no está debidamente resguardada por mar-
cos jurídicos eficaces.

La identidad digital tiene una relación intrínseca con la intimidad y la privaci-
dad. López Bily (2017) describe la evolución de la protección de la intimidad en el 
entorno digital:

En el mundo cibernético, cuando las computadoras comenzaron a convertirse en el res-
guardo de nuestra intimidad, el riesgo de transgresión a ella se volvió inminente, por 
eso, el uso de claves y contraseñas apareció junto con todos los sistemas que, de alguna 
manera, implicaban un uso personal de los dispositivos. Así, pronto aprendimos a con-
vivir con los passwords en el teléfono como la pc y todo el software que, cada vez, con 
mayor insistencia, proponía un uso íntimo y personal, como los procesadores de texto, 
el correo electrónico, los chats, y los primeros grupos privados, ámbitos de encuentro 
diseñados para compartir diversos asuntos; tan es así, que en la actualidad, incluso, para 
acceder a una computadora, se puede establecer una contraseña. (p. 83)

De estas realidades emergen los denominados ciberderechos, entendidos como 
los derechos humanos en clave digital. Estos comprenden tanto los tradicionales, 
que se ejercen en medios electrónicos como los nuevos, surgidos del entorno di-
gital: desde la libertad de expresión en redes sociales, hasta la protección frente 
a algoritmos discriminatorios; desde el derecho a la privacidad de las comunica-
ciones electrónicas, hasta el derecho a una identidad digital digna. La construcción 
de estos responde a la necesidad de asegurar que la expansión tecnológica no sea 
un espacio de vulneración, sino de ampliación de libertades.

En este sentido, las libertades fundamentales deben proyectarse con igual 
fuerza normativa en el ámbito digital que en los espacios analógicos. La libertad 
de expresión, la de asociación, la de reunión y la de conciencia requieren hoy nue-
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vas garantías que aseguren su ejercicio en plataformas digitales, donde fenóme-
nos como la censura arbitraria, la vigilancia masiva o la manipulación algorítmica 
se han vuelto amenazas frecuentes. Dado que gran parte de la acción social, del de-
bate público y de la participación política se ha desplazado a los entornos virtuales, 
el derecho debe acompañar esa transformación y adaptarse para proteger de forma 
efectiva a las personas en su vida digital. Así lo advierte la Comisión Interamerica-
na de Derechos Humanos, al sostener que los Estados están llamados a establecer 
principios orientadores que fundamenten la creación de marcos normativos ade-
cuados. Entre ellos destacan:

1)	 Acceso. Garantizar el acceso universal, asequible y de calidad al Internet.
2)	 Pluralismo. Promover una diversidad de voces en el debate público digital.
3)	 No discriminación. Implementar medidas que aseguren la equidad en el uso y 

el impacto de las tecnologías.
4)	 Neutralidad de la red. Proteger el tráfico de datos de cualquier forma de inter-

ferencia o discriminación, sin importar su origen, destino o contenido.

Así, el desafío de este tiempo no es tecnológico, sino político y normativo: 
¿cómo hacer que la tecnología esté al servicio de los derechos, y no los derechos 
al servicio de la tecnología? La respuesta exige voluntad institucional, alfabetiza-
ción digital, justicia algorítmica y, sobre todo, una firme convicción de que la dig-
nidad humana no termina donde empieza la máquina, sino que debe guiar todo 
diseño, implementación y control tecnológico.

Los derechos digitales no representan una moda normativa ni un simple listado 
de nuevas garantías. Constituyen, en cambio, el modo contemporáneo de entender 
los derechos humanos en un mundo profundamente transformado por la tecnolo-
gía. Son la expresión de una necesidad: proteger a la persona —con su dignidad, 
su libertad, su autonomía— en el entorno digital. Como ha señalado la Universidad 
Internacional de La Rioja, “los derechos digitales no son otra cosa que derechos hu-
manos adaptados al siglo xxi” (unir, 2024).

En este sentido, la transición hacia una ciudadanía digital activa, informada 
y protegida no es posible sin la consolidación de estos derechos. Y tampoco puede 
hacerse de espaldas al debate ético, social y político sobre cómo deben ejercerse, 
garantizarse y limitarse. Reconocer los derechos digitales es apostar por una demo-
cracia tecnológicamente informada, donde la tecnología esté al servicio de la liber-
tad y no de su sometimiento.

Winocur y Sánchez (2015) argumentan sobre esto: 

En el marco de la cultura tecnológica contemporánea, los procesos de comunicación di-
gital realizados mediante dispositivos electrónicos, internet y computadoras se presen-
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tan como el principal imperativo de esta época. Sus formas de ser y sus efectos, difíciles 
capturar en tanto son rizomáticos, oscilan entre la migración digital independientemen-
te y formas imperativas del orden institucional: e-economias, e-políticas, e-ducación, 
entre otras más. (p. 9)

Uno de los principios clave para garantizar el ejercicio pleno de la libertad 
de expresión en entornos digitales es la neutralidad de la red. Este principio ase-
gura que todo el tráfico en Internet sea tratado sin discriminación, sin importar 
el contenido, el origen o destino, la persona autora, el dispositivo o la aplicación 
involucrada. Su vigencia es especialmente relevante en contextos donde quienes 
proveen de servicios podrían priorizar o bloquear ciertos contenidos, socavando 
así la pluralidad informativa y el acceso equitativo.

En este sentido, las relatorías internacionales sobre libertad de expresión 
han subrayado la importancia normativa de este principio. Tal como lo afirman 
los organismos especializados:

En su Declaración conjunta sobre libertad de expresión e Internet, el Relator Especial de 
las Naciones Unidas (onu) para la Libertad de Opinión y de Expresión, la Representante 
para la Libertad de los Medios de Comunicación de la Organización para la Seguridad 
y la Cooperación en Europa (osce), la Relatora Especial de la Organización de Estados 
Americanos (oea) para la Libertad de Expresión y la Relatora Especial sobre Libertad 
de Expresión y Acceso a la Información de la Comisión Africana de Derechos Humanos 
y de los Pueblos (cadhp) afirmaron que la neutralidad de la red es un principio según 
el cual ‘[e]l tratamiento de los datos y el tráfico de Internet no debe ser objeto de nin-
gún tipo de discriminación en función de factores como dispositivos, contenido, autor, 
origen y/o destino del material, servicio o aplicación’. Lo que persigue tal principio es 
que la libertad de acceso y elección de los usuarios de utilizar, enviar, recibir u ofrecer 
cualquier contenido, aplicación o servicio legal por medio de Internet no esté condicio-
nada, direccionada o restringida, por medio de bloqueo, filtración, o interferencia. Se 
trata de una condición necesaria para ejercer la libertad de expresión en Internet en 
los términos del artículo 13 de la Convención Americana y, a la vez, de un componente 
transversal de los principios orientadores antes mencionados. (Relatoría Especial para 
la Libertad de Expresión, 2013, p. 12)

Este planteamiento no solo reafirma el carácter instrumental del Internet como 
medio de expresión, sino que también lo reconoce como infraestructura esencial 
para otros derechos humanos. La protección de la neutralidad de la red, en conse-
cuencia, no es una cuestión técnica, sino una obligación jurídica y ética del Estado 
para asegurar un entorno digital libre, abierto e igualitario.
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Dentro de toda la industria 4.0 un nuevo paradigma tecnológico irrumpió dis-
ruptivamente, la inteligencia artificial generativa. La ia representa uno de los hitos 
más significativos del desarrollo tecnológico contemporáneo. Más allá de su sofis-
ticación técnica, lo que revela su expansión es el ritmo vertiginoso con el que las 
sociedades se transforman. Desde algoritmos que personalizan la información 
que recibimos, hasta sistemas que predicen comportamientos o reemplazan la toma 
de decisiones humanas, la ia ha puesto de manifiesto la urgencia de repensar nues-
tras categorías jurídicas y éticas. Este fenómeno no ocurre en solitario: la inteligen-
cia artificial convive con otras tecnologías emergentes como el Internet de las Cosas 
(IoT), que conecta dispositivos y entornos físicos a la red global, y con la neuro-
tecnología, “un término amplio que se refiere a cualquier tecnología que registre 
y modifique las neuronas del sistema nervioso humano” (unesco, 2023, p. 10), 
que penetra incluso en los procesos mentales, desdibujando la frontera entre lo bio-
lógico y lo digital.

Como señala Harari (2024):

La ia no tiene emociones propias, pero puede aprender a reconocer estos patrones en 
humanos[...] Por ejemplo, un estudio de 2023 descubrió que el Chat Bot Chatgpt su-
pera al humano medio en la conciencia emocional, que este demuestra ante situaciones 
hipotéticas específicas. El estudio se basa en la prueba de escala de niveles de conciencia 
emocional, que los psicólogos suelen emplear para evaluar la conciencia emocional de 
la gente, es de su capacidad para conceptualizar las emociones propias y las de otros. 
(p. 374) 

VI. DESAFÍOS DE LOS DERECHOS DIGITALES EN MÉXICO

En México, los datos de la Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso de Tecno-
logías de la Información en los Hogares (endutih) 2024 revelan avances sustan-
tivos: “en 2024, 83.1 % de las personas usó internet y, en un año, creció en 31.5 % 
la disponibilidad de dispositivos inteligentes en los hogares” (inegi, 2025, p. 1). 
Asimismo, el “73.6 % de los hogares contó con Internet. Ciudad de México y Sonora 
reportaron el mayor acceso a este servicio” (inegi, 2025, p. 1). Este crecimiento, 
sin embargo, deriva en la urgencia para proteger derechos: la brecha digital per-
siste entre zonas urbanas y rurales, pues “86.9 % de las personas en zonas urbanas 
y 68.5 % en las rurales, usaron internet” (inegi, 2025, p. 1). En un escenario de In-
dustria 4.0, esto no solo representa desigualdad económica, sino una limitación 
al goce pleno de derechos digitales y oportunidades laborales sofisticadas.

Hacia el interior de los hogares, “26.0 % de los hogares disponía de al me-
nos un dispositivo inteligente conectado a internet o una red local, lo que equi-
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vale a 10.2 millones de hogares” (inegi, 2025, p. 4). Esto multiplica las ventanas 
tecnológicas, pero también los vectores de vulneración de datos personales. Este 
ecosistema hiperconectado exige políticas robustas de protección, capacitación 
y regulación orientadas a salvaguardar la privacidad y autonomía digital de las 
personas. De hecho, “el principal dispositivo inteligente con el que contaron los ho-
gares fue la bocina o asistente del hogar (63.6 %), seguido de sistemas de videovi-
gilancia (38.4 %) y dispositivos de entretenimiento (22.9 %)” (inegi, 2025, p. 5).

En este contexto, las telecomunicaciones y la radiodifusión están en transi-
ción. No solo se migran cadenas de televisión a plataformas digitales o se ajustan 
frecuencias de radio al ecosistema streaming y podcast: también se redefine quién 
controla el flujo de información, cómo se regula y de qué manera deben operar 
los sistemas en términos de inclusión, pluralidad y libertad. El escenario 5G, con su 
promesa de conectividad ubicua y baja latencia, se perfila como palanca para am-
plificar esta revolución, pero su despliegue deberá estar acompañado de garantías 
como equidad en cobertura rural, seguridad de redes y derechos digitales prote-
gidos. Nos encontramos en un momento de grandes desafíos en materia digital 
en México. Si bien la Constitución mexicana reconoce algunos de estos derechos, 
como la sociedad de la información, el acceso a las tic y el derecho a Internet, 
la instrumentación y las garantías de tales derechos no quedan claras y, por el con-
trario, hay una serie de propuestas que parecieran ir contra corriente. Las leyes 
en materia de telecomunicaciones y radiodifusión, de seguridad nacional, y las 
confusas atribuciones a la recién creada Agencia de Transformación Digital y Te-
lecomunicaciones, dejan más dudas que certezas. Uno de los objetivos que señala 
la Administración federal es dar cobertura de Internet a alrededor de 15 millones 
de personas que actualmente están excluidas digitalmente.

Con la aprobación de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca, la Ley del Sistema Nacional de Investigación e Inteligencia, se crea un sistema 
nacional de inteligencia que interconecta bases públicas y privadas, incluyendo 
datos biométricos, registros telefónicos, entre otros. También permite que las au-
toridades federales, estatales y municipales puedan hacer consultas a ese sistema 
sin necesidad de orden judicial. Se pueden interconectar con sistemas como la Pla-
taforma Única de Identidad, la cual está ligada y monitorea toda la actividad de la 
curp. Dicha ley faculta al secretario de seguridad para suscribir acuerdos con go-
biernos de otros países en materia de inteligencia transnacional. Dichas normas 
crean un ecosistema de control sobre la ciudadanía sin contrapesos, que constru-
yen una infraestructura digital autoritaria, y crean un sistema de vigilancia masiva 
como nunca antes y del que ninguna persona podrá escapar.

Por ejemplo, el artículo 8 de la Ley del Sistema Nacional de Investigación e In-
teligencia ordena que la Secretaría de Seguridad Pública podrá: 
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Requerir a las instituciones de seguridad pública y solicitar a todas las instituciones y 
dependencias del Estado, así como, en su caso, a entes privados, la interconexión o el 
envío de información en materia de seguridad pública contenida en:  

• Registros vehiculares y de placas,  
• Datos biométricos 
• Datos telefónicos  
• Registros públicos inmobiliarios y de personas morales 
• Catastros 
• Registros fiscales 
• Registros telefónicos 
• Registros de armas de fuego 
• Registros de comercio 
• Registros de inmuebles 
• Registro de prestadores de servicios de seguridad privada 
• Registro de padrones de personas detenidas y sentenciadas 
• Y en todos aquellos casos en donde pueda extraer indicios, datos y pruebas para 

las investigaciones. 

Son varios los desafíos que enfrentan los derechos digitales en México. A raíz 
de las aprobaciones de la reforma a la Ley Federal de Telecomunicaciones, la Ley 
del Sistema Nacional de Investigación e Inteligencia, la Ley General del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública, así como la Ley Nacional para Eliminar Trámites 
Burocráticos, diversas voces han expresado sus preocupaciones porque el Estado 
mexicano se convierta en uno que espíe y vigile a su ciudadanía. Ejemplo de ello 
es la asociación que se pueda realizar de la curp biométrica con diversas plata-
formas digitales que controla el gobierno de México. Otra de las preocupaciones 
es que en algunas de las leyes relativas a seguridad e inteligencia se dan facultades 
al Ejército para que, sin orden judicial, pueda vigilar —en aras de una supuesta 
amenaza criminal— a cualquier persona. Por ello, se debe responsablemente aten-
der el tema de las garantías a los derechos digitales: a la privacidad, a la libertad 
de expresión, a la privacidad en las comunicaciones, a los datos personales, los de-
rechos de reunión y asociación en línea, para que se puedan ejercer libremente 
y sin ningún resquicio autoritario. No obstante, por las experiencias que se tienen, 
cuando un Estado o un gobierno tiene el poder de vigilar a su población, se pueden 
dar abusos arbitrarios e interferencias en los derechos humanos y, específicamente, 
en estos entornos, en los llamados derechos digitales.

Ahora bien, en dichas normas hay una serie de asuntos administrativos que im-
pactan en los derechos digitales. Según el titular de la Agencia de Transformación 
Digital y Telecomunicaciones, José Antonio Peña Merino, se facilitarán diversos 
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trámites a lo largo y ancho del país, a nivel federal, estatal y municipal, depen-
diendo del tipo de trámite a realizar. No obstante, se debe estar al tanto de todo 
aquello que pueda suceder, dando el beneficio de la duda para que, en efecto, 
se puedan garantizar diversos derechos en los entornos digitales. Uno de los as-
pectos primordiales que debe llamar la atención de la sociedad es la protección 
de datos personales. A partir de las diversas modificaciones que, a finales del año 
pasado y a inicios de este, sufrió el sistema de transparencia y acceso a la infor-
mación y protección de datos personales, se puede visualizar un nuevo régimen 
que no sabemos bien a bien cómo va a funcionar, puesto que estamos en espera 
de la implementación de diversas dependencias que suplirán a los órganos autóno-
mos que garantizaban la protección de datos personales. Y es que, en la actualidad 
tecnológica, dicha protección se puede tomar como un derecho digital.

Es preciso señalar en este momento cómo el derecho a la información se ha 
convertido en una llave que abre, precisamente, un cúmulo de prerrogativas, 
y así se puede transpolar al ámbito digital y sigue convirtiéndose en un derecho 
que apertura otros, como el acceso a la información en línea, la libertad de expre-
sión en ámbitos digitales y todos aquellos que tienen que ver con los datos.

De acuerdo con Maqueo Ramírez (2014), la Relatoría Especial para la Libertad 
de Expresión de la cidh ha señalado que Internet debe entenderse como una herra-
mienta única de transformación, pues tiene un potencial inédito para hacer efectivo 
el derecho a buscar, recibir y difundir información. En este sentido, Internet ha des-
plazado el papel tradicional de los medios convencionales como la televisión, la ra-
dio y la prensa escrita, convirtiéndose en el medio por excelencia para el ejercicio 
libre y abierto de la libertad de expresión. 

En este contexto, la preocupación por el establecimiento de un ecosistema nor-
mativo que privilegia la vigilancia estatal sin contrapesos efectivos no puede ser mi-
nimizada. La aprobación de las recientes reformas —incluyendo la Ley del Sistema 
Nacional de Investigación e Inteligencia en Materia de Seguridad Pública y la 
Ley de Telecomunicaciones y Radiodifusión— ha encendido una alerta legítima 
entre especialistas, organizaciones y ciudadanía informada. Se trata de un viraje 
normativo y político que consolida un poder de vigilancia estatal no solo robusto, 
sino esencialmente opaco y sin controles judiciales ni mecanismos efectivos de ren-
dición de cuentas.

Lo que está en juego no es únicamente un diseño institucional fallido, sino 
la afectación estructural a los derechos fundamentales en la era digital. Como 
lo han señalado múltiples organizaciones,

La consolidación del poder de vigilancia sin control para las Fuerzas Armadas, el de-
bilitamiento de mecanismos de control y el establecimiento de un Estado que monito-
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rea permanentemente a la sociedad a través de bases de datos y registros obligatorios 
son una afrenta directa a los derechos y libertades mínimas en un contexto democrático. 
(Fundar et al., 2025, p. 2)

El caso de la curp biométrica es paradigmático. El hecho de condicionar el ac-
ceso a servicios públicos y privados al enrolamiento obligatorio en una plataforma 
única de identidad, gestionada y monitoreada en tiempo real, convierte la identi-
dad en una herramienta de control, no de garantía de derechos. Como lo advirtió 
Fabiola Peña, gerente regional para México y Centroamérica en alai y coordinado-
ra técnica de la Red de Estudios Latinoamericanos en Internet, esta curp “será obli-
gatoria para trámites, acceso a servicios públicos y privados y validará en tiempo 
real la identidad de cualquier persona. No hay manera de escapar de esto” (Peña, 
2025).

Tal arquitectura de control no es accidental. La legislación aprobada permite 
una interconexión sin precedentes entre bases de datos públicas y privadas, nacio-
nales e internacionales. El Centro Nacional de Inteligencia, por ejemplo, obtiene 
facultades de acceso irrestricto, lo cual socava de manera directa el principio de le-
galidad y el derecho a la privacidad. A ello se suma la eliminación del requisito 
de control judicial para acceder a la geolocalización en tiempo real o a los datos 
almacenados por empresas de telecomunicaciones.

La vigilancia, en este modelo, deja de ser una herramienta excepcional 
del Estado frente a amenazas específicas para convertirse en una práctica ordina-
ria, automatizada y, por tanto, invisible. El costo de dicha invisibilidad es la erosión 
progresiva de la confianza ciudadana, el debilitamiento del tejido democrático y la 
restricción del espacio cívico. La experiencia mexicana reciente demuestra que, 
cuando el poder de vigilancia se concentra en las Fuerzas Armadas, se vulneran 
los estándares internacionales de derechos humanos. En palabras del análisis colec-
tivo, varias organizaciones rechazan el paquete legislativo que avanza para legalizar 
la vigilancia por parte del Estado.

La vigilancia ilegal y abusiva por parte de las fuerzas armadas es una práctica reitera-
da [...] y se ha llevado a cabo selectivamente en contra de periodistas, defensoras de 
derechos humanos, investigadoras e incluso funcionarios públicos. En dichos casos, la 
impunidad es absoluta. (Fundar et al., 2025)

Este nuevo paradigma no puede entenderse aislado de la crisis institucional 
que atraviesa el país. La reciente desaparición o el debilitamiento de órganos cons-
titucionales autónomos encargados de la transparencia, la protección de datos 
personales y la fiscalización gubernamental, como el inai, deja a la ciudadanía 
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sin defensas efectivas ante posibles abusos. En el contexto actual, la expansión 
del poder estatal de vigilancia no encuentra contrapesos sustantivos, ni siquiera 
en el ámbito judicial, pues buena parte de estas acciones se ha legalizado con una 
narrativa de “seguridad nacional” que borra límites constitucionales y habilita prác-
ticas que antes eran inconstitucionales.

La Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, aprobada por el Con-
greso de la Unión, establece que las empresas de telecomunicaciones deben en-
tregar información geográfica en tiempo real de quienes son usuarios y conservar 
un registro de las comunicaciones por dos años. Si las autoridades les requieren 
alguna información, tendrán un día para entregarla.  

Los servicios de telecomunicación móvil —telefonía e Internet— solo podrán 
ser otorgados a personas que presenten su clave única de registro de población 
(curp), que, de acuerdo con otras reformas impulsadas por el gobierno federal 
de forma paralela, contendrá los datos biométricos de las personas. 

Esa disposición está contenida en el artículo 103 de la ley, que establece que:

Los concesionarios que operen redes públicas de telecomunicaciones que presten el ser-
vicio móvil únicamente podrán activar y mantener activo el servicio de aquellas líneas 
que estén asociadas a usuarios finales que hayan presentado una identificación oficial 
conforme a los lineamientos que para tal efecto emita la Comisión. La identificación 
oficial deberá contener la CURP para personas físicas, y RFC para personas morales. 

El artículo 183 ordena a las empresas concesionarias colaborar con las autori-
dades de seguridad y fiscalías en la localización geográfica, en tiempo real, de los 
teléfonos celulares. 

La reforma mantiene el mandato de que las líneas de telefonía móvil deben 
estar asociadas a una persona usuaria final o, de lo contrario, serán suspendidas. 
De acuerdo con el artículo 30 transitorio, la Comisión Reguladora de Telecomunica-
ciones, a más tardar en 120 días hábiles después de que entre en vigor la reforma, 
emitirá los lineamientos para la identificación de líneas del servicio móvil. 

La opacidad en la creación de esas reformas agrava la situación. No hubo par-
lamento abierto ni debate público sustantivo, ni análisis de impacto en derechos 
humanos. Como reporta Animal Político: “Las reformas se aprobaron sin discusión 
pública y sin considerar las advertencias de expertos en privacidad y ciberseguri-
dad” (Animal Político, 2025).

Ante este escenario, resulta ineludible cuestionar si estamos ante un nuevo 
modelo de gobernanza algorítmica de la población, donde el Estado, en lugar 
de garantizar los derechos digitales, los instrumentaliza para afianzar su poder. 
La vigilancia algorítmica, la identificación biométrica y la centralización de datos 
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son herramientas que, utilizadas sin controles democráticos, se transforman en for-
mas modernas de autoritarismo digital. 

Sin embargo, frente a esta compleja encrucijada de tensiones, no puede sosla-
yarse el discurso gubernamental que, desde una lógica institucional, ha defendido 
la creación de nuevas leyes y organismos como parte de una estrategia de moder-
nización del Estado. En esta narrativa, los derechos digitales no estarían siendo 
socavados, sino resignificados en función del interés público, la ciberseguridad y la 
eficiencia administrativa. 

Durante la presentación oficial de la Agencia de Transformación Digital y Tele-
comunicaciones (atdt), la presidenta Claudia Sheinbaum subrayó que uno de los 
pilares de su gobierno será la simplificación de trámites para evitar la corrupción 
mediante plataformas interoperables, seguras y eficaces. Según palabras del titular 
de la Agencia de Transformación Digital y Telecomunicaciones, José Antonio Peña 
Merino, “entender que la tecnología pública sirve para que las personas accedan 
con mayor facilidad a lo que tienen derecho; es decir, tiene una motivación de uti-
lidad pública y de cerrar brechas de acceso entre la población” (Gobierno de Mé-
xico, 2024).

Desde esta óptica, la digitalización se presenta como una palanca de transfor-
mación social. Sin embargo, la reciente iniciativa de reforma a la Ley de Telecomu-
nicaciones y Radiodifusión encendió un debate nacional. El proyecto fue frenado 
por la propia presidenta luego de advertir que contenía “algunos artículos ambi-
guos” que podían interpretarse como intentos de censura, entre ellos el artículo 
109, que permitía al Ejecutivo “bloquear” plataformas digitales, fue señalado como 
uno de los puntos más polémicos (El País, 2025).

La presidenta Sheinbaum pidió que ese artículo se eliminara del proyecto y su-
brayó lo siguiente: “Yo no voy a ser quien decida a quién se le dan concesiones, 
se le quitan o se le renuevan, y menos andarme metiendo en vigilar contenidos, 
quién dice qué y qué no. Nosotros [el Gobierno] no llegamos para eso” (El País, 
2025, párr. 3). Por ello, se ordenó detener la aprobación y abrir foros públicos 
con participación de personas académicas, empresarias, usuarias y especialistas 
en telecomunicaciones.

El senador Javier Corral, designado para encabezar el diálogo, explicó que el 
propósito será crear un “cuerpo colegiado, técnico, especializado, plural, con au-
tonomía de gestión” que evite cualquier discrecionalidad política en la regulación 
del espectro (El País, 2025, párr. 4). En este contexto, también se ha instalado 
formalmente la Comisión de Derechos Digitales en el Senado. Su presidente, 
el senador Luis Donaldo Colosio Riojas, afirmó que “trabajarán para garantizar 
la protección de los usuarios y la inclusión digital”. Además, sostuvo que es funda-
mental “construir marcos jurídicos que garanticen la protección de los ciudadanos 
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ante los avances tecnológicos y las aplicaciones de la inteligencia artificial” (Senado 
de la República, 2025, párrs. 1-3).

Colosio Riojas expresó su apertura para trabajar con “asociaciones civiles pro-
tectoras de los derechos de la infancia, grupos empresariales, desarrolladores espe-
cializados en digitalización, así como con otros gobiernos que han implementado 
estas innovaciones en sus administraciones” (Senado de la República, 2025, párr. 4).

Leopoldo Maldonado, director regional de Artículo 19, recordó que “no se logró 
desmantelar estructuras criminales, sino un control político y poblacional”, en refe-
rencia al uso del software Pegasus (Aristegui Noticias, 2025, párr. 9). Además, aler-
tó que “prácticamente pinta de cuerpo completo un nuevo régimen que está en la 
lógica profundamente autoritaria” (Aristegui Noticias, 2025, párr. 10).

En este equilibrio inestable entre eficiencia tecnológica y garantías constitu-
cionales, la persona lectora está llamada a reflexionar: la transformación digital 
en México ¿abre el camino hacia una ciudadanía empoderada o hacia un modelo 
tecnocrático de control bajo el velo del progreso?

Tal como señala el Departamento para la Gestión Pública Efectiva de la 
OEA (2024), “la adecuada gobernanza de datos en los países de la región es esen-
cial [...] para proteger y garantizar los derechos humanos de todas las personas 
bajo su jurisdicción”. Este organismo resalta que una transformación digital legíti-
ma debe estar alineada con estándares éticos, fortalecer la transparencia y empo-
derar a la ciudadanía mediante infraestructuras de datos responsables, protección 
de la privacidad y marcos normativos que eviten la discriminación o el uso indebi-
do de los datos en procesos de decisión automatizada o inteligencia artificial.

Por lo que la creación de la Agencia de Transformación Digital y Telecomuni-
caciones y las reformas legislativas en curso no deben analizarse únicamente des-
de una lógica binaria de “progreso” o “represión”, sino como expresiones de un 
momento de disputa sobre quién controla el espacio digital, con qué fines y bajo 
qué principios. La defensa de los derechos digitales en México no está reñida con la 
transformación tecnológica: al contrario, exige que esta se funde en la legalidad, 
la equidad y la democracia.

VII. CONCLUSIONES

Primera. La sociedad digital emerge como resultado de la llamada cuarta revo-
lución industrial o industria 4.0; está fuertemente influenciada por un ecosiste-
ma digital que tiene un impacto en diversos ámbitos de la cultura humana, como 
la educación, la economía, el comercio, la comunicación y los derechos humanos, 
entre otros (incluso se ha adoptado el concepto de e-justicia).
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Segunda. Específicamente, en materia de derechos humanos, se han desarro-
llado los derechos digitales como prerrogativas y expectativas fundamentales en el 
ámbito digital. En México nos encontramos en momentos decisivos en la adopción 
de nuevas normativas que impactan en esta categoría de derechos. Así es como 
los derechos a la privacidad de las comunicaciones, la protección de datos o la li-
bertad de expresión cobran nuevos impulsos desde los entornos digitales.

Tercera. Si bien hemos llegado un punto donde la tecnología es parte impor-
tante de una sociedad y donde no se puede entender el quehacer humano sin el 
mundo digital, no es menor comprender que es necesario utilizar la tecnología 
responsablemente cuando accedemos a distintas redes y manifestamos opiniones, 
cuando se reserva información íntima o privada, o cuando se accede a expedien-
tes digitales en diversas áreas, como la educación, la salud, las finanzas, etcétera. 
Los retos que se afrontan son mayúsculos. Nuestro país está inmerso en cambios 
trascendentales en su sistema normativo, y casi en toda legislación se encuen-
tran referencias al ámbito tecnológico y digital. Se ha constatado que en tiempos 
de guerra y de paz el mundo entero depende ya, en gran medida, de las herra-
mientas digitales. Por ello mismo, los Estados deben adoptar medidas de seguridad 
para garantizar plenamente, por un lado, la salvaguarda de la privacidad de las 
comunicaciones y de los datos personales, y, por otro lado, la libertad de expresión 
en plataformas digitales. 

Cuarta. Otro tema al que se debe poner atención es la violencia digital en to-
das sus manifestaciones. La dignidad humana está en juego, y los derechos al ho-
nor, la intimidad, la imagen, la privacidad y otros más, dependen, en gran medida, 
de que se haga un uso responsable de las tecnologías. Por ello, en estos últimos 
tiempos, se habla de la ética algorítmica, de la ética digital y la ética en la inteli-
gencia artificial. Sin estas, difícilmente se podrá moderar la disonancia tecnológica.

Quinta. Será todo un desafío implementar las garantías y saber qué organismos, 
órganos e instituciones serán los garantes de los derechos digitales en nuestro país. 
Parece un reto nada sencillo, puesto que el ejercicio de estos se da cotidianamen-
te por una diversidad de personas, y aunque algunos se encuentran en el catálogo 
de derechos establecidos en sede constitucional, al momento de normativizarse 
puede recibir un distinto tratamiento legal en su protección y garantía por parte 
de los distintos órdenes de gobierno (federal, estatal o municipal). Por ello, dichos 
derechos deben interpretarse de acuerdo con el principio pro persona. 

Sexta. Si la misma Constitución establece un derecho a la inclusión digital, 
eso da pie al ejercicio de prerrogativas a través del acceso a Internet como habili-
tador de derechos digitales. Sin embargo, no en todas las comunidades ni en todos 
los sectores se pueden tener las garantías para ejercer tales derechos. Por un lado, 
se encuentran comunidades que por distintas razones (económicas o geográficas), 
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no tienen acceso a las tecnologías e Internet de forma medianamente adecuada; 
por otro lado, hay regiones o ciudades donde la tecnología, y específicamente In-
ternet, es inmensamente accesible. Lo que se puede observar son desigualdades 
digitales, puesto que mientras existen sitios que el mismo inegi, a través del en-
dutih, ha señalado como los de mayor accesibilidad (cdmx y Sonora), hay otros 
como Chiapas, Guerrero, Oaxaca y Michoacán, que sufren de una exclusión digital 
en algunas de sus regiones.
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El presente documento es resultado de la indagación que hacen los autores respecto 

de cómo se ha ido permeando el uso de la inteligencia artificial en el ámbito educativo, 

con la finalidad de establecer un criterio que permita señalar si estas nuevas tecnologías 

se pueden percibir como un derecho humano emergente o como una herramienta 

didáctica. Para lo cual se aplicaron el método hermenéutico, analítico y sintético; así 

como algunas técnicas de recuperación y clasificación documental, cuyo resultado llevó 

a la conclusión de señalar que el uso de la IA en el ámbito educativo se concibe como un 

derecho humano emergente que complementa el derecho a la educación, y no como una 

herramienta didáctica propiamente, esto como consecuencia de limitaciones, riesgos y 

carencias normativas para el uso correcto en el sistema educativo mexicano.

This document is the result of the authors’ investigation into how the use of Artificial Intelligence 

has permeated the educational field, with the aim of establishing a criterion that allows determining 

whether these new technologies can be perceived as an emerging human right or as a teaching 

tool. To this end, the hermeneutic, analytical, and synthetic methods were applied, as well as some 

documentary retrieval and classification techniques. The result led to the conclusion that the use 

of AI in the educational field is conceived as an emerging human right that complements the right 

to education and not as a teaching tool per se. This is a consequence of the limitations, risks, and 

regulatory deficiencies regarding its correct use in the Mexican educational system.

palabras clave: derechos humanos, inteligencia artificial, educación, enseñanza-
aprendizaje, tecnología, innovación.
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sumario: i. Introducción. ii. Definición de inteligencia artificial y su aplicación 
en educación. iii. ia como herramienta didáctica: potencial y límites. iv. Riesgos 

pedagógicos: dependencia tecnológica y deshumanización. v. El acceso a la ia como 
derecho humano emergente. vi. Perspectivas internacionales sobre tecnología y derechos 
humanos. vii. Formación ética y digital para estudiantes y profesores. viii. Conclusiones. 

ix. Referencias.

I. INTRODUCCIÓN

El uso de las tecnologías de la información y la comunicación (tic) en el ámbito 
educativo ha transformado radicalmente la forma en que se concibe, transmite 
y construye el conocimiento. A diferencia de décadas pasadas, en las que el acceso 
a los contenidos se mediaba principalmente por la persona docente y los materiales 
impresos, hoy en día el estudiantado interactúa con un ecosistema digital diverso 
que incluye plataformas virtuales, bibliotecas digitales, recursos multimedia y en-
tornos colaborativos en línea. La rapidez con la que circula la información, así como 
la amplitud de recursos disponibles, han configurado nuevas formas de enseñanza 
y aprendizaje que prometen mayor eficiencia, equidad y personalización.

En este marco, la inteligencia artificial (ia) ha adquirido un papel protagóni-
co en la última década. A través de algoritmos capaces de analizar datos masivos, 
identificar patrones y generar respuestas automatizadas, la ia se ha incorpora-
do en aplicaciones tan diversas como sistemas de tutoría inteligente, asistentes 
de escritura, plataformas de aprendizaje adaptativo y agentes conversacionales. 
Su irrupción en la vida cotidiana —y particularmente en la educación— ha pro-
vocado un intenso debate académico y social en torno a sus alcances, beneficios 
y riesgos. Como señalan Luckin et al. (2016), la ia “representa una oportunidad 
sin precedentes para personalizar el aprendizaje y apoyar al profesorado, pero tam-
bién exige una reflexión profunda sobre el papel de la tecnología en la formación 
de las futuras generaciones” (p. 17).

La discusión en torno al impacto de la ia en la educación trasciende lo mera-
mente instrumental o técnico. No se trata únicamente de valorar si estas herra-
mientas son eficaces para mejorar el rendimiento académico, sino de preguntarse 
qué lugar deben ocupar en el ecosistema pedagógico y en la sociedad democrática. 
La cuestión central, entonces, es si el acceso y uso de la IA en la educación deben 
considerarse un derecho humano emergente o simplemente una herramienta peda-
gógica al servicio del proceso de enseñanza-aprendizaje. Este dilema abre un cam-
po de reflexión interdisciplinario que involucra dimensiones pedagógicas, éticas, 
legales y tecnológicas.
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Desde una perspectiva pragmática, la ia puede entenderse como un recur-
so al servicio de la enseñanza y del aprendizaje. Su potencial para automatizar 
tareas administrativas, ofrecer retroalimentación inmediata, detectar dificultades 
en tiempo real y personalizar el ritmo de aprendizaje resulta innegable. Por ejem-
plo, los sistemas de aprendizaje adaptativo permiten diseñar rutas educativas ajus-
tadas a las necesidades específicas de cada estudiante, lo cual puede contribuir 
a reducir el abandono escolar y mejorar la inclusión (Holmes et al., 2022). De igual 
forma, los chatbots educativos brindan asistencia inmediata en plataformas virtua-
les, favorecen la autonomía del alumnado y amplían el acceso a la información.

Sin embargo, reducir la ia a una mera herramienta implica correr el riesgo 
de naturalizar sus efectos sociales y culturales. La tecnología no es neutral: sus al-
goritmos reflejan sesgos de los datos con los que son entrenados y responden a in-
tereses económicos y políticos de los actores que los desarrollan (Selwyn, 2019). 
En este sentido, la incorporación acrítica de la ia en la educación puede derivar 
en una dependencia tecnológica que, lejos de empoderar, limite las capacidades re-
flexivas y críticas del estudiantado.

Además de los riesgos, e incluso la posible dependencia tecnológica que se pue-
de generar, otra línea de reflexión más ambiciosa propone concebir el acceso a la 
ia en la educación como un derecho humano emergente. Esta perspectiva parte 
de la premisa de que en la sociedad contemporánea el conocimiento, la alfabetiza-
ción digital y la capacidad de comprender y usar tecnologías inteligentes constitu-
yen condiciones indispensables para ejercer otros derechos fundamentales, como 
la educación, la igualdad de oportunidades o la participación democrática.

La unesco (2021), en su recomendación sobre la ética de la inteligencia artifi-
cial, subraya que estas tecnologías deben desarrollarse de manera que “promuevan 
los derechos humanos y las libertades fundamentales, así como el acceso equita-
tivo a los beneficios de la innovación digital” (p. 6). De forma complementaria, 
la ocde (2019) advierte que la alfabetización en ia no debe limitarse a competen-
cias técnicas, sino incluir la comprensión crítica de sus impactos éticos y sociales. 
Por su parte, la onu (2020) plantea que garantizar la equidad digital requiere su-
perar no solo la brecha de acceso, sino también la de capacidades, para usar la ia 
de modo significativo.

En este sentido, la ia en la educación no puede entenderse únicamente como 
un recurso opcional. Su dominio se convierte en un factor que condiciona la in-
clusión o exclusión social, lo que obliga a los Estados a generar políticas públicas 
que aseguren la alfabetización en ia como parte integral del derecho a la educa-
ción. Al igual que en el siglo xx se reconoció la alfabetización tradicional como re-
quisito indispensable para la ciudadanía plena, en el xxi se impone la necesidad 
de reconocer la alfabetización en ia como un derecho humano emergente.
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Abordar esta discusión requiere un enfoque interdisciplinario. Desde el plano 
pedagógico, implica analizar cómo la ia puede enriquecer o empobrecer los proce-
sos de enseñanza y aprendizaje. Desde la ética, demanda reflexionar sobre el uso 
justo, transparente y responsable de los algoritmos, evitando sesgos que reproduz-
can desigualdades. En el ámbito legal, obliga a considerar la ia en el marco de los 
derechos humanos, la protección de datos personales y la equidad digital. Y des-
de la tecnología, exige una comprensión crítica de las posibilidades y limitaciones 
de estas herramientas.

Este ensayo se propone examinar dicha disyuntiva: ¿es la ia en la educación 
un derecho humano emergente o simplemente una herramienta pedagógica? Para 
responder, se analizarán los marcos normativos internacionales, las experiencias 
educativas recientes y los debates académicos actuales, con el fin de aportar una vi-
sión crítica y propositiva que contribuya a la construcción de una educación inclu-
siva, humanizadora y acorde con los desafíos del siglo xxi.

II. DEFINICIÓN DE INTELIGENCIA ARTIFICIAL Y SU APLICACIÓN EN EDUCACIÓN

Actualmente la sociedad se encuentra inmersa en una dinámica donde los avances 
tecnológicos han revolucionado la forma de vivir, de aprender, de resolver dificulta-
des. En este sentido, la inteligencia artificial se observa como una innovación en el 
ámbito tecnológico, cuyas primeras manifestaciones se dan a mediados del siglo 
xx; en consecuencia, la doctrina o información que permita definirla parte de las 
concepciones de cada término, es decir, se define, por un lado, el término inteligen-
cia, por otro lado, el concepto de artificial. En este sentido, en palabras de Arauz 
(1998), citado en Hernández Miranda (2012):

Inteligencia, es la potencia intelectiva, la facultad de conocer o de entender. El grado en 
que un individuo puede resolver satisfactoriamente una nueva situación o un problema. 
La inteligencia está basada en el nivel de conocimientos individuales y en la habilidad 
de manipular y reformular apropiadamente los conocimientos en base a los datos que 
se proporcionan como requerimientos para resolver algún problema o situación.

Artificial, es lo hecho por mano y arte del hombre, falso, no natural. (p. 1)

Sin duda, para intentar definir inteligencia artificial, se debe hacer un análisis 
de ambos términos. Se coincide en expresar que la inteligencia estriba en la capa-
cidad de comprender, sistematizar información para tratar de responder o resolver 
situaciones particulares; por otro lado, lo artificial se puede entender como aquello 
que fue hecho o construido por la mano o arte del ser humano.
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A partir de lo anterior es posible advertir que inteligencia artificial se re-
fiere a la capacidad de las máquinas para simular procesos cognitivos humanos 
como el aprendizaje, el razonamiento, la resolución de problemas y la compren-
sión del lenguaje. En el ámbito educativo, la ia se manifiesta a través de sistemas 
de acompañamiento del aprendizaje, tutoría inteligente, plataformas de aprendizaje 
adaptativo, análisis predictivo para identificar necesidades educativas y herramien-
tas que automatizan tareas administrativas o de evaluación. En este marco también 
debe ser entendida como una disciplina científica, una manera de entender y abor-
dar los fenómenos de la realidad por medio de procesos y dispositivos configurados 
en tecnologías específicas para que den respuestas que, desde ciertos criterios, pue-
dan ser consideradas inteligentes, al ser capaces de resolver problemas y anticipar 
acciones en el entorno (Tuomi, 2018; Wang et al., 2015; Ma et. al., 2014).

Desde sus primeras manifestaciones en 1950, Alan Turing, citado por Villena 
Román y otros (s. f.), señaló:

la humanidad manifestó la necesidad de experimentar por medio de máquinas la posi-
bilidad de que éstas imitaran el comportamiento o funcionamiento de la mente huma-
na, justamente a partir de esta pregunta, nacen los primeros experimentos de trabajar 
con máquinas y con apoyo de las ciencias formales, cuya finalidad fue demostrar si las 
máquinas pueden desarrollar la inteligencia de las personas y sobre todo expresarlas a 
través del lenguaje, con la finalidad de resolver problemas o dificultades.

A más de medio siglo de haber iniciado los experimentos para que las máqui-
nas desarrollen la capacidad de proyectar razonamiento, similar al del humano, 
en la actualidad existen ya diferentes software, sistemas, o plataformas que se ca-
racterizan por desarrollar esta capacidad que se denomina inteligencia artificial. 
Ahora bien, a decir de Chao-Rebolledo y Rivera-Navarro (2024), las aplicaciones 
de la ia más conocidas en nuestro país son Chatgpt, Dall-E2 y MidJourney. De estas 
las más utilizadas por el profesorado en el ámbito de la educación superior son Chat-
gpt y MidJourney, mientras que el alumnado refiere Chatgpt, seguida de Dall-E2, 
como las más recurrentes (Chao-Rebolledo y Rivera-Navarro, 2024). Por otro lado, 
los usos más comunes son generar materiales de estudio o para el aprendizaje, es-
timular la creatividad y realizar procesos sistemáticos de manera eficiente. Como 
se hace evidente, esta tecnología emergente aún está restringida en el uso que se es-
tablece para los procesos educativos, la diversificación se dará en la medida que se 
utilice más y aparezca otro tipo de funcionalidades.

La sociedad en general se encuentra en una disyuntiva entre avanzar al em-
pleo de la ia en todos los ámbitos de su desarrollo y la limitación de esta en fun-
ción de los posibles riesgos que encuentran al momento de usarla; sin embargo, 
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es una realidad que el mundo en general se encuentra en la era de las máquinas, 
y el reto consiste en que los seres humanos deben hacer uso de la racionalidad para 
que estos avances tecnológicos les faciliten las actividades profesionales, sin permi-
tir que su uso repercuta en un perjuicio a la humanidad.

En el ámbito educativo usar la ia se ha privilegiado entre el sector estudiantil, 
situación que obliga al gremio de docentes a la capacitación y la necesidad de fami-
liarizarse con estas herramientas digitales, que se caracterizan por disminuir la in-
versión de esfuerzos intelectuales para la elaboración de tareas en todos los niveles 
educativos. En este sentido, se tiene una dualidad importante en la educación: 
por un lado, el empleo que hace el estudiantado de este desarrollo tecnológico, 
en el cual ha encontrado la forma más sencilla para atender y resolver todas las ta-
reas que son requeridas en su proceso formativo; por otro lado, la necesidad emer-
gente de las maestras y los maestros de aprender a usarlos en beneficio del proceso 
enseñanza-aprendizaje.

III. IA COMO HERRAMIENTA DIDÁCTICA: POTENCIAL Y LÍMITES

A partir de lo expuesto en el apartado que antecede, es posible advertir que la ia ha 
irrumpido con fuerza en los escenarios educativos; su integración viene acompa-
ñada de la promesa para transformar la enseñanza, personalizar el aprendizaje 
y optimizar los procesos pedagógicos. Si bien los antecedentes de estos desarro-
llos tecnológicos datan del siglo pasado, en 1950, pareciera que cobran fuerza 
en las sociedades mexicana y mexiquense como una consecuencia de la pandemia 
de covid-19, basta lo expresado por Desirée Ayuso y Prudencia Gutiérrez: “La 
ia enriquece los entornos de aprendizaje en el contexto de la Educación Superior 
y despierta en el alumnado el interés y gusto por usar las tecnologías en su futura 
práctica docente” (2022).

En este contexto la sociedad se encuentra en una era donde las máquinas es-
tán generando conocimiento muy similar al que desarrolla una persona y, además, 
con bajo margen de error; por tanto, en el ámbito educativo han tomado el lugar 
de herramientas didácticas. En el ámbito de la ia, hay múltiples enfoques; uno de 
los más novedosos es la denominada inteligencia artificial generativa (iag), con-
siderada como una rama innovadora de la ia, enfocada en crear contenido nuevo 
y original a partir de datos ya existentes. Estos modelos no solo simulan diálogos 
altamente realistas, sino que también tienen la capacidad de identificar y analizar 
conceptos en los textos, realizar traducciones precisas, adaptar estilos de comuni-
cación e, inclusive, generar y relacionar ideas de manera efectiva (Caldeiro et al., 
2024). A partir de estos enfoques, y por los resultados que se obtienen al usar 
la iag, particularmente en el ámbito educativo, resulta necesario analizar algunas 
de estas potencialidades a partir de sus propias limitaciones.
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Una de las principales promesas de la ia en el contexto educativo es su ca-
pacidad para personalizar el aprendizaje. Sistemas como los tutores inteligentes 
o plataformas adaptativas permiten ajustar el ritmo, el contenido y el nivel de difi-
cultad de las tareas a las características individuales de la o del estudiante. Según 
Luckin et al. (2016), “la ia puede contribuir a que los procesos educativos sean 
más inclusivos, mediante la personalización de los contenidos y la retroalimen-
tación inmediata” (p. 14). Además, la ia posibilita la automatización de tareas 
que normalmente son consideradas rutinarias, como la evaluación de ejercicios 
estructurados, la organización de materiales o la misma gestión de plataformas 
virtuales. Esto, según Holmes et al. (2022), “libera tiempo valioso del profesorado, 
que puede dedicarse a aspectos más humanos y creativos de la enseñanza, como 
el acompañamiento emocional y el diseño pedagógico” (p. 49).

También destaca el uso de chatbots y los llamados asistentes de escritura, 
que ofrecen apoyo lingüístico y cognitivo al estudiantado, especialmente en entor-
nos asincrónicos. Herramientas como Chatgpt han demostrado su utilidad en la 
generación de ideas, la mejora de redacciones y la resolución de dudas básicas. 
Para Pérez y Salinas (2023), “el uso controlado y reflexivo de estos sistemas puede 
fomentar la autonomía y el pensamiento crítico del estudiante” (p. 82).

Sin embargo, la ia no está exenta de limitaciones y riesgos. Uno de los princi-
pales desafíos es su dependencia de los datos, que en muchos casos están sesgados 
o no representan la diversidad de contextos culturales y sociales. Aquí no debemos 
olvidar la intervención humana, detrás de toda aplicación o herramienta digital 
existen personas desarrolladoras que alimentan y programan. Esto puede generar 
inequidades en los resultados de aprendizaje. Como advierte Selwyn (2019), “los 
sistemas de ia no son neutrales; reflejan las lógicas de quienes los programan y en-
trenan” (p. 67).

Otro riesgo es la excesiva dependencia tecnológica, que puede disminuir el de-
sarrollo de habilidades humanas fundamentales como la argumentación, la creativi-
dad o la interacción empática. En palabras de Williamson y Eynon (2020), “cuando 
la tecnología ocupa el centro del proceso educativo, existe el peligro de desplazar 
el juicio profesional del docente y reducir la educación a un conjunto de respues-
tas algorítmicas” (p. 55), lo cual iría en contra del pensamiento crítico y, a la pos-
tre, sería el fin de la propia herramienta, al no existir un ejercicio de rompimiento 
con las imposiciones técnicas.

Si bien mediante herramientas de corrección automatizada, chatbots educati-
vos o asistentes virtuales la ia puede liberar tiempo del personal docente para ta-
reas más creativas y reflexivas, así como facilitar el seguimiento de la trayectoria 
escolar y la retroalimentación inmediata, mejorando la eficiencia del procedimien-
to educativo, esto puede jugar en contra del proceso de enseñanza al mecanizar 
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estos momentos y no encontrar las maneras para articularlos en un ejercicio edu-
cativo complejo. 

Por otro lado, existe también una preocupación creciente por la privacidad 
de los datos estudiantiles. Muchas plataformas educativas recopilan grandes vo-
lúmenes de información sin garantizar siempre el consentimiento informado o la 
seguridad de su tratamiento. Esto plantea preguntas éticas sobre la vigilancia algo-
rítmica y el derecho a la intimidad (Ben Williamson, 2021).

Partiendo de la premisa de que la ia llega para facilitar tareas tanto a estudian-
tes como a docentes, Ouyang y Jiao (2021) afirman la existencia de diferentes en-
foques pedagógicos de esta inteligencia para posicionarla como una herramienta 
didáctica:

•	 El enfoque del conductismo. La ia se asimila al conocimiento y, desde esa perspectiva, 
dirige los procesos de aprendizaje, tratando a los/as estudiantes como receptores de los 
servicios proporcionados por esta.

•	 El enfoque del cognitivismo y del constructivismo social. La ia es utilizada como una he-
rramienta de apoyo de manera tal que los/as estudiantes colaboran con esta, interac-
tuando en una situación de aprendizaje.

•	 El enfoque del conectivismo y la teoría del sistema adaptativo complejo. Aquí se preten-
de extender la inteligencia humana mediante la integración de la ia. 

La ia es tomada como una herramienta útil para potenciar la inteligencia humana, con 
la cual los/as estudiantes deben liderar su propio proceso de aprendizaje (p. 2).

A partir del análisis de estos enfoques pedagógicos, viene a colación el señala-
miento que hace Biesta: “La educación requiere no sólo información, sino también 
juicio, sentido y responsabilidad, aspectos que ningún sistema automatizado pue-
de garantizar plenamente” (2020, p. 104); esta ideología se puede ubicar dentro 
del enfoque del conectivismo y la teoría del sistema adaptativo complejo, en donde 
la persona usuaria de la ia, en el ámbito educativo, requiere desarrollar un rol pro-
tagónico en el uso de sistemas o plataformas con este tipo de inteligencias artificia-
les. García Peñalvo dijo que:

un reto muy importante es lograr sumar la inteligencia humana y la inteligencia artifi-
cial (ia), y unirlas en el proceso enseñanza-aprendizaje[...] como humanos, contamos 
con competencias que nos hacen únicos, y lo que debemos hacer es explotarlas para en-
tender el mundo de la ia que nos está rodeando de manera disruptiva (2024).

Por ello algunos estudios (Lozada et al., 2023; Ubal et al., 2023; Cordón Gar-
cía, 2023) señalan que la ia podría reforzar modelos de enseñanza receptivos y con 
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pocas implicaciones para el desarrollo del pensamiento crítico, centrados en la re-
petición y la obtención de resultados rápidos, en detrimento de procesos reflexivos 
y dialógicos.

Con lo hasta ahora expuesto es posible advertir cómo la ia ha permeado de ma-
nera exponencial en el proceso de enseñanza aprendizaje, aun a pesar de sus ries-
gos, e incluso limitaciones; sin embargo, hasta este momento se observa que las 
diferentes modalidades de IA aplicadas en el ámbito educativo facilitan las tareas 
del proceso formativo, sin establecer si estas innovaciones tecnológicas pueden 
considerarse una herramienta didáctica. En consecuencia, se hace necesario dejar 
clara la noción de esta categoría.

Las herramientas didácticas, son todo tipo de material de los que hace uso el docente, 
con el único objetivo de hacer el proceso de enseñanza más dinámico y pedagógico. 
También denominadas recursos didácticos y puede ser de tipo material, intelectual, hu-
mano, social o cultural, entre otras. (Zambrano-Orellana et al., 2021, p. 79)

Bajo esta concepción, una herramienta o un recurso didáctico es el material 
de apoyo que utiliza la o el docente con la finalidad de facilitar la transmisión 
de conocimientos entre el estudiantado, lo cual conlleva una reflexión, aún más 
compleja, con respecto al tema en estudio. Si bien la tecnología educativa es vital 
en el mundo actualizado, imprescindible como herramienta de apoyo para la per-
fección del proceso formativo, también resulta inminente destacar que los recursos 
tecnológicos que se utilizan en el ámbito educativo quedan bajo la responsabilidad 
del profesorado; es decir, será la educadora o el educador quien decida en qué, 
cómo, dónde y para qué hacer uso de los recursos tecnológicos innovadores. 
En consecuencia, si el empleo de la ia se aplica de manera unilateral por cualquie-
ra de los actores educativos, entonces no se considera herramienta didáctica.

En este sentido, es necesario destacar la rapidez y fuerza que han tomado di-
ferentes aplicaciones o software de inteligencia artificial en el ámbito educativo, 
lo cual ha detonado ya la necesidad urgente de atención por parte de la autoridad 
rectora del sistema educativo en México, para evitar la transformación de un mo-
delo de enseñanza-aprendizaje tradicional, en donde el agente transformador es la 
persona que desempeña el rol de docente, por un sistema en el cual ya no sea ne-
cesaria esta figura.

IV. RIESGOS PEDAGÓGICOS: DEPENDENCIA TECNOLÓGICA Y DESHUMANIZACIÓN

Como se planteó en el apartado anterior, el uso excesivo o acrítico de la ia puede 
llevar a una dependencia tecnológica, al debilitar la interacción humana esencial 
en el proceso educativo. Aquí el mayor riesgo será que los sistemas automatizados 
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sustituyan decisiones pedagógicas contextualizadas, reproduzcan sesgos o reduz-
can el aprendizaje a datos cuantificables. Estos aspectos pueden erosionar el rol 
activo del personal docente, limitar la autonomía crítica del estudiantado y reducir 
el acto educativo a una serie de respuestas algorítmicas preconfiguradas.

Cuando el proceso de enseñanza-aprendizaje se delega mayoritariamente a sis-
temas de ia, se corre el riesgo de reducir la complejidad educativa a mecanis-
mos de instrucción programada. Debido principalmente a las limitaciones en los 
datos, los problemas de sesgo pueden dar lugar a respuestas “ofensivas”, falta 
de conocimiento del contexto, entre otras (Dellepiane y Guidi, 2003). Sin olvidar 
que la dependencia de herramientas tecnológicas puede derivar en una enseñanza 
menos crítica, más repetitiva, y orientada exclusivamente a la respuesta correc-
ta, sin considerar la reflexión ni la construcción colectiva del conocimiento. Esta 
dependencia también puede dificultar el desarrollo de la autonomía intelectual 
del alumnado, al fomentar soluciones inmediatas sin espacio para el error, la duda 
o la exploración.

Por otra parte, la implementación de sistemas inteligentes sin una compren-
sión pedagógica sólida puede llevar a un uso tecnocéntrico, donde la herramienta 
se convierte en el fin, y no en el medio, y con intervenciones docentes cada vez más 
mecanizadas. Como señalan Ubal et al. (2023),

con el surgimiento y popularización de las inteligencias artificiales generativas, este tipo 
de prácticas docentes se vuelven insuficientes e incluso pueden llegar a ser obsoletas, 
desde el momento que los estudiantes ya cuentan con formas simplificadas de acceso a 
la síntesis conceptual sin necesidad de construirla y de comprenderla. (p. 50)

Aunado a lo anterior, en torno a los efectos negativos o riesgos en el uso de 
la ia, en especial en el ámbito educativo, Cabral (2023) destaca que podría alte-
rar “la capacidad de pensar, analizar y fomentar la actitud reflexiva y crítica tanto 
en menores de edad como en los adultos”.

Así, una ia mal gestionada puede reducir la autonomía, el pensamiento crítico 
y la capacidad creativa del estudiantado; asimismo, puede generar la deshumani-
zación educativa, donde la reducción del rol humano (docente, emociones, creati-
vidad) en favor de interacciones algorítmicas empobrece el aprendizaje auténtico. 
Así, se presenta una disyunción imposible de soslayar, entre estos riesgos señala-
dos y el derecho humano emergente ante la aparición y democratización de estas 
herramientas.

Particularmente en el ámbito educativo, el personal docente, como actor 
del proceso enseñanza-aprendizaje, ha manifestado, desde diferentes escenarios, 
su preocupación por los riesgos que se perciben en los últimos años en el uso exce-
sivo de la ia por parte del alumnado. En este sentido, cobra relevancia el estudio 



a  f o n d o
el uso de la ia en el ámbito educativo: 

¿un derecho humano emergente o una herramienta didáctica?

93

del Trinity College de Londres, el cual encontró que un tercio del profesorado piensa 
que la ia en el aula debería prohibirse, pero una cuarta parte la usa, y el 74 % cree 
que el uso indebido de la ia por parte de las personas estudiantes será un problema 
constante (2025).

Hasta ahora se observa que la preocupación más importante en el tema de ries-
gos por el uso de estas innovaciones tecnológicas se centra en el proceso de ense-
ñanza-aprendizaje, sin embargo, también se pone al descubierto un peligro que se 
ubica en el entorno laboral, ante la posibilidad de llegar al punto de sustituir la fi-
gura de la o del docente por software de ia.

Además de impactar en la seguridad laboral del personal docente, otro riesgo 
observado por StratX Simulations,1 en la aplicación de la ia en el proceso enseñan-
za-aprendizaje es lo que se ha identificado como el sesgo. ¿Qué significa eso? El ses-
go de la ia, esencialmente, significa que puedes hacer que el sistema esté sesgado 
hacia lo que quieres que sea, eso produce resultados que favorezcan injustamente 
a grupos de personas o que sean una desventaja para ellos. Estos resultados distor-
sionados y potencialmente dañinos no son apropiados para la educación.

V. EL ACCESO A LA IA COMO DERECHO HUMANO EMERGENTE

El derecho a la educación está consagrado en instrumentos internacionales como 
la Declaración Universal de Derechos Humanos y la Convención sobre los Derechos 
del Niño. Desde 1948, la onu reconoce que toda persona debe recibir educación 
de forma gratuita, enfatiza en la finalidad o el objeto de la educación, el cual ra-
dica en el desarrollo integral de la personalidad humana. Lo cual implica que este 
derecho tiene como último fin garantizar el desarrollo humano de las personas.

En el contexto mexicano el mandato constitucional que garantiza este derecho 
humano y fundamental es el artículo 3° de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, el cual en términos generales garantiza el acceso a la educación 
de manera obligatoria, igualitaria, sin discriminación, y hace corresponsables a los 
diferentes niveles de gobierno para garantizarlo.

En la actualidad es cada vez más reiterativo el término derechos humanos 
emergentes; entonces, es imprescindible hacer una pausa para comprender por qué 
se consideran así. En este sentido, con base en la Carta de Derechos Humanos 
Emergentes, estos son aquellos que nacen en el nuevo milenio y son el resultado 
de las transformaciones que el cambio tecnológico y la globalización han compor-
tado en las sociedades modernas, tratándose de nuevas prerrogativas, así como 
de actualizaciones de derechos humanos clásicos (2007).

1	  StratX Simulations es una empresa que desarrolla simuladores de negocios para programas acadé-
micos y seminarios.
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En palabras de Estela Pareja, politóloga y coordinadora del proyecto de la Car-
ta de Derechos Humanos Emergentes en el Institut de Drets Humans de Catalunya:

El concepto de derechos humanos emergentes es innovador porque manifiesta, por un 
lado, la necesidad de reconocer una serie de derechos que hasta el momento han esta-
do sumergidos en el olvido y en la indiferencia, como es el caso de los derechos de los 
pueblos indígenas. Por otro lado, reivindica la necesidad de contemplar una serie de 
nuevos derechos, todavía no reconocidos, surgidos de las transformaciones del mundo 
actual. Un mundo caracterizado por una intensificación del proceso de globalización y 
por la configuración de un nuevo orden mundial (2007).

Del concepto anterior se advierten elementos importantes para señalar que los 
derechos humanos emergentes resultan de una transformación o exigencia de la 
misma sociedad; son estos una evolución de los llamados derechos humanos clási-
cos, o incluso dan presencia a aquellos que quizá se observaron en algún momento, 
pero no eran prioritarios dentro de una organización estatal. Bajo este contexto, 
la educación en el Estado de derecho mexicano se ha visto en una constante trans-
formación, lo cual se hace visible con el recorrido histórico de las modificaciones 
que ha sufrido el artículo 3° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
cano; con estos procesos de reforma, es posible advertir que en pleno siglo xxi esta 
en México se puede catalogar como un derecho humano emergente.

Para efectos de la presente publicación, es necesario analizar lo que marca 
el párrafo noveno de dicha disposición constitucional, el cual señala:

Los planteles educativos constituyen un espacio fundamental para el proceso de en-
señanza aprendizaje. El Estado garantizará que los materiales didácticos, la infraes-
tructura educativa, su mantenimiento y las condiciones del entorno, sean idóneos y 
contribuyan a los fines de la educación. (2019)

En este párrafo se hace presente la obligación del Estado para garantizar es-
pacios (planteles educativos), materiales, infraestructura educativa idóneos para 
lograr el objetivo final del proceso de enseñanza-aprendizaje, si este mandato cons-
titucional se aplica en el ámbito digital o de innovación tecnológica, se estaría 
en la necesidad de garantizar infraestructura y espacios que permitan el desarrollo 
de habilidades digitales. Aunado al tema de la infraestructura y los recursos ma-
teriales, el párrafo 11 del artículo constitucional en estudio establece lo siguiente:

Los planes y programas de estudio tendrán perspectiva de género y una orientación 
integral, por lo que se incluirá el conocimiento de las ciencias y humanidades: la ense-
ñanza de las matemáticas, la lecto-escritura, la literacidad, la historia, la geografía, el 
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civismo, la filosofía, la tecnología, la innovación, las lenguas indígenas de nuestro país, 
las lenguas extranjeras, la educación física, el deporte[...]

El párrafo 11 del artículo 3° constitucional señala de manera muy preci-
sa que los documentos (planes y programas) rectores del proceso de enseñan-
za-aprendizaje deben considerar en sus contenidos conocimientos sobre tecnología 
e innovación, lo cual implica que los actores educativos tendrán la necesidad de in-
volucrarse en el conocimiento de los avances e innovaciones tecnológicas durante 
el proceso educativo, es decir, que se tiene la obligación de incorporar conocimien-
tos de ia en estos programas, toda vez que estos software son parte de estas inno-
vaciones tecnológicas. 

De este modo, reconocer la educación en ia como un derecho humano emer-
gente implica:

•	 Garantizar acceso universal a formación en ia, que evite brechas digitales 
y educativas.

•	 Promover un uso crítico y ético de estas tecnologías, que permita resistir la de-
pendencia excesiva y los modelos deshumanizantes.

•	 Reafirmar el rol del personal docente y del estudiantado como sujetos activos, 
capaces de interpretar, cuestionar y transformar las herramientas inteligentes 
en función del bien común.

En esta línea, Holmes y Tuomi (2022) advierten sobre la necesidad de que 
los sistemas educativos preparen a las personas para un mundo en el que la ia esté 
omnipresente, lo que asegura competencias técnicas y, sobre todo, capacidades éti-
cas y críticas. De lo contrario, el riesgo no será solo pedagógico, sino también so-
cial: una ciudadanía pasiva y tecnológicamente dependiente.

Por tanto, ligar los riesgos de la ia en la educación con el derecho a la alfabe-
tización en ia significa entender que la formación crítica en inteligencia artificial 
no es un lujo, sino una condición necesaria para ejercer plenamente otros derechos 
en la sociedad contemporánea, como la libertad de expresión, la igualdad de opor-
tunidades y la participación democrática.

VI. PERSPECTIVAS INTERNACIONALES SOBRE TECNOLOGÍA Y DERECHOS HUMANOS

Es importante reconocer que organismos como la Organización de las Naciones 
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (unesco), la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde) y la Organización de Naciones 
Unidas (onu) han promovido marcos éticos y regulatorios que reconocen la impor-
tancia de garantizar la equidad digital.
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La unesco se traduce como un referente a nivel internacional en el ámbito 
educativo. En este sentido, se ha pronunciado en favor del empleo de la innovación 
digital para ampliar el acceso a las oportunidades educativas y avanzar en la inclu-
sión, mejorar la pertinencia y la calidad del aprendizaje, teniendo siempre un en-
foque humanista; es decir, su perspectiva respecto del uso de la tecnología radica 
en que todos los recursos e innovaciones tecnológicas se deben diseñar para servir 
a las personas en el marco de los derechos humanos.

La postura de ese ente internacional en relación con la ia se distingue por la 
convicción de que esta tecnología se traduce en un mecanismo de innovación en las 
prácticas de enseñanza-aprendizaje; sin embargo, advierte que su uso y aplicación 
se deben regir por los principios de inclusión y equidad, al señalar que las diferen-
cias en infraestructura, conectividad, capacitación docente y acceso a dispositivos 
inteligentes generan una brecha digital que se traduce en desigualdad educativa. 
Por lo tanto, la unesco se pronuncia en favor de garantizar el acceso universal 
a tecnologías inteligentes, dicho de manera práctica, los gobiernos asumen los com-
promisos de garantizar el derecho a la educación de manera inclusiva e integral, 
lo cual visto desde el campo de las tecnologías de la información y comunicación 
(tic), para que un Estado garantice el derecho a una educación de calidad, con un 
enfoque humanista, como es el caso de México, también debe garantizar el acceso 
a tecnologías inteligentes.

En este sentido, la unesco ha puesto singular atención al tema de la IA en 
el ámbito educativo, de manera que en 2019 publicó el documento denominado 
Inteligencia artificial y educación: Guía para las personas a cargo de formular polí-
ticas. Dicho texto ofrece orientación a las personas a cargo de formular políticas 
para que comprendan la ia y respondan tanto a los retos como a las oportunidades 
que esta presenta en la educación; además, comparte temas como su definición, 
técnicas, tecnologías, capacidades y limitaciones. También describe las prácti-
cas emergentes y la evaluación beneficio-riesgo de aprovechar la ia para mejorar 
la educación y el aprendizaje; pero, sobre todo, hace patente la necesidad de ga-
rantizar la inclusión y la equidad, así como el papel recíproco de la educación en la 
preparación de los seres humanos para vivir y trabajar con la ia, lo cual se puede 
entender como una perspectiva de uso con una responsabilidad en la que la ia sea 
un instrumento o una herramienta que favorezca el proceso de enseñanza-apren-
dizaje, y no pensar en que se sustituyen prácticas de enseñanza.

Subrayando la importancia de un acceso inclusivo a la educación, resulta in-
dispensable que se prepare al personal docente y al estudiantado para compren-
der y cuestionar críticamente estas tecnologías. En la misma línea, la ocde (2019) 
plantea que la formación en competencias relacionadas con la ia es indispensable 
para asegurar la equidad social y la participación democrática en contextos don-
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de los algoritmos influyen en las oportunidades vitales. En este sentido se destaca 
la postura de Vincent-Lancrin:

La ia puede acelerar el aprendizaje personalizado, el apoyo de los alumnos con necesi-
dades especiales. A nivel del sistema, los usos prometedores incluyen análisis predicti-
vos para reducir la deserción escolar y evaluar nuevas habilidades. (2020)

Según António Guterres, secretario general de la onu, el aprendizaje es un de-
recho humano básico y fundamento del crecimiento individual y social; asimismo, 
la onu reconoce que la cooperación digital y la alfabetización tecnológica son ele-
mentos esenciales para evitar nuevas exclusiones y garantizar que los beneficios 
de la innovación sean compartidos por toda la humanidad; sin embargo, el secre-
tario general hace un pronunciamiento muy particular con respecto al uso de la ia: 
“Liberar el potencial de la ia depende de mantener la agencia humana” (onu, 2025, 
párr. 9), y los derechos humanos, en el centro de esta tecnología en rápida evolu-
ción, en consecuencia todas las personas usuarias deben tener las herramientas y los 
conocimientos adecuados para utilizar esta tecnología de forma inteligente, segura 
y ética.

El avance acelerado de la inteligencia artificial ha puesto en evidencia que el 
acceso desigual a estas tecnologías no es solo una cuestión de brecha digital, sino 
también un asunto de justicia social y derechos humanos. La alfabetización en ia 
se configura, así, como un derecho humano emergente, necesario para garantizar 
la participación plena y equitativa de las personas en la sociedad contemporánea. 
La justicia algorítmica implica diseñar y aplicar sistemas de ia que no reproduzcan 
desigualdades ni discriminaciones. La inclusión educativa exige que la ia sea acce-
sible para quienes tienen alguna discapacidad, hablan lenguas indígenas y perte-
necen a poblaciones vulnerables. El enfoque de equidad debe guiar la distribución 
de los beneficios de la ia.

Concebir la educación en ia como derecho humano emergente implica recono-
cer que no basta con proporcionar dispositivos o conectividad: es necesario garan-
tizar capacidades críticas, éticas y creativas para que las personas puedan ejercer 
agencia en entornos mediados por algoritmos. Esto significa formar una ciudada-
nía capaz no solo de utilizar la ia, sino también de comprender sus sesgos, eva-
luar sus implicaciones y participar en la construcción de un futuro digital justo 
y democrático.

Así como la alfabetización básica fue considerada un derecho humano indis-
pensable en el siglo xx, la alfabetización en ia se presenta en el siglo xxi como 
un pilar para el ejercicio de otros derechos fundamentales: la libertad de expresión, 
la igualdad de oportunidades y la participación ciudadana. Negar este acceso sería 
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perpetuar nuevas formas de exclusión y dependencia tecnológica. En cambio, ga-
rantizarlo supone avanzar hacia una educación humanizadora y equitativa, donde 
la inteligencia artificial sea una herramienta para ampliar —no reducir— la digni-
dad y la libertad de las personas.

VII. FORMACIÓN ÉTICA Y DIGITAL PARA ESTUDIANTADO Y PROFESORADO

Una de las preocupaciones que se posicionan como un común denominador, sobre 
todo en el ámbito internacional, estriba en la falta de responsabilidad e incluso 
corresponsabilidad en el uso de la ia como una herramienta del proceso enseñan-
za-aprendizaje; lo anterior en virtud de que el sector educativo no está preparado 
para la integración ética y pedagógica de estas herramientas.

De acuerdo con una encuesta hecha por la unesco2 en más de 450 escuelas 
y universidades, menos del 10 % cuentan con políticas institucionales o directri-
ces formales relativas al uso de aplicaciones de inteligencia artificial generativa, 
en gran parte debido a la ausencia de normativas nacionales.

En consecuencia, la sociedad actual hace patente una necesidad en torno a la 
regulación sobre el uso ético o con responsabilidad, con el último fin de no permi-
tir que las máquinas controlen el proceso enseñanza-aprendizaje. Si bien existen 
beneficios al incorporar estas innovaciones tecnológicas en este proceso, lo cierto 
es que el riesgo de la deshumanización por el uso sin control y sin conciencia éti-
ca se traduce en un foco de atención. Es destacable la necesidad de hacer uso de 
la ia bajo un estándar ético y con ello lograr maximizar los modelos tradicionales 
de aprendizaje.

La alfabetización digital crítica debe incluir la comprensión de algoritmos, 
la protección de datos, el pensamiento computacional y la conciencia ética. Tanto 
estudiantes como docentes requieren formación continua para navegar y transfor-
mar los entornos digitales.

Bajo este contexto, es necesario que el Estado, a través de las instituciones 
educativas, trabaje de manera pronta en la creación de lineamientos o guías para 
el uso e implementación con responsabilidad ética y social de la ia en el ámbito 
educativo.

2	  La encuesta se llevó a cabo en las redes mundiales de escuelas asociadas de la unesco y las cátedras 
universitarias entre el 4 y el 19 de mayo de 2023. Respondieron algo más de 450 instituciones (11 % 
de África, 5 % de los Estados árabes, 23 % de Asia y del Pacífico, 44 % de Europa y América del Norte 
y 17 % de América Latina y el Caribe).
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VIII. CONCLUSIONES

A partir de la indagación documental que se hizo para que esta publicación se en-
cuentre al alcance de la sociedad en general, es posible esbozar algunas posturas 
a manera de conclusión:

•	 En un primer momento se entiende que, a pesar de haber pasado ya más 
de cinco décadas de sus primeras manifestaciones, la ia se define desde dife-
rentes enfoques; sin embargo, las personas especialistas coinciden en partir 
de la necesidad de analizar los conceptos por separado, para después construir 
una acepción de lo que observamos como resultado de las innovaciones en el 
ámbito tecnológico y que se ha denominado inteligencia artificial. En este sen-
tido, se considera que esta inteligencia es creada por la humanidad y se re-
produce mediante máquinas, a través de software o sistemas preparados para 
dar respuesta a las peticiones que hacen las personas usuarias a las máquinas.

•	 Es innegable que en pleno siglo xxi el uso de la ia en el ámbito educativo 
se potencializa sobre todo entre el alumnado, en virtud de que esta inteligen-
cia reduce en gran medida los esfuerzos que se invierten para realizar tareas 
o responder los planteamientos que se contemplan como parte del proceso 
de enseñanza-aprendizaje, y la percepción que tiene el estudiantado del uso 
de estas tecnologías es que entrega tareas bien elaboradas y que las personas 
docentes se convencen de que son trabajos que realizó por sí mismo sin el 
uso de estas plataformas o sistemas, esto se observa como un foco de atención 
por la falta de responsabilidad por parte de la comunidad estudiantil, y pone 
en riesgo lo que se ha denominado la deshumanización del aprendizaje.

•	 En relación al personal docente como actor del proceso educativo, se obser-
va como un ente vulnerable ante el acelerado empleo de la ia, que mediáti-
camente se ve en la necesidad de capacitarse en el uso de estas innovaciones 
tecnológicas para no estar en un plano de desigualdad en comparación con el 
estudiantado. Aunado a esto, las herramientas pedagógicas que se aplican 
en procesos de enseñanza-aprendizaje tradicionales no contemplan utilizar in-
novaciones tecnológicas como la ia en sus diferentes manifestaciones; en con-
secuencia, estas inteligencias, hasta este momento, no se han considerado 
como herramientas didácticas. Sin embargo, al explorar los avances tecnológi-
cos, se identifica la inteligencia artificial generativa, que se traduce en la crea-
ción de plataformas, bots, o aplicaciones de acceso abierto que sirven de apoyo 
o auxiliares en la búsqueda de información que responde a las necesidades 
de la persona usuaria; esto en el ámbito educativo es lo que ha generado el uso 
desmedido sobre todo entre estudiantes, no así entre las y los docentes.
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•	 Ahora bien, a partir de la premisa de que la ia no se puede entender como 
una herramienta didáctica, es posible advertir que el acceso a esta y su aplica-
ción en el ámbito educativo adquiere la calidad de un derecho humano emer-
gente, por ser una trasformación que tiene como base la educación, prevista 
en el artículo tercero constitucional. En esta disposición constitucional se en-
cuentra la obligación del Estado de proveer de infraestructura tecnológica, 
así como de incluir en los planes y programas conocimientos sobre innova-
ción tecnológica, razón suficiente para considerarse como un derecho humano 
emergente, porque va más allá de proveer de un servicio de educación básico.

•	 Finalmente, es necesario señalar que una inquietud a nivel internacional es la 
carencia que tienen los Estados sobre la regulación ética del empleo de la in-
teligencia artificial. Particularmente en el ámbito educativo, la preocupación 
es que se llegue a la deshumanización, a la disminución de capacidad reflexiva 
de las personas actrices que intervienen en el proceso de enseñanza-aprendi-
zaje; razón por la cual, desde el orden internacional, se hace un llamado a las 
naciones a garantizar el acceso a la educación y los recursos tecnológicos in-
novadores, así como a reducir brechas para garantizar que las personas tengan 
la posibilidad de acercarse a las innovaciones tecnológicas como la ia, siempre 
y cuando se tenga la corresponsabilidad social y ética del uso adecuado para 
potencializar los procesos formativos. De lo contrario, la preocupación de mo-
torizar a las sociedades en un corto plazo es latente.

En este escenario el Estado mexicano no es la excepción, y se encuentra frente 
a un reto importante en el ámbito educativo respecto al uso desmedido y la falta 
de normatividad de las inteligencias artificiales. Una ventaja, hasta el momento, 
es que las personas que participan en el ámbito escolar exploran inteligencias arti-
ficiales generativas, las cuales tienen como principal objetivo facilitar la realización 
de tareas con la finalidad de abonar al aprendizaje y la formación de seres hu-
manos que ejercen plenamente su derecho humano a la educación; sin embargo, 
las problemáticas sociales que se destacan son:

•	 El estudiantado es el actor escolar que se está volviendo cada vez más depen-
diente de estos recursos.

•	 El personal docente se ve en la necesidad de buscar apoyo de capacitación 
y actualización en el uso de estas tecnologías. 

•	 No existen normas o reglas que establezcan lineamientos sobre el uso adecuado 
de la ia para potencializar el proceso de enseñanza-aprendizaje sin deshuma-
nizarlo y, sobre todo, cuidando que las personas sigan ejercitando los procesos 
reflexivos por sí solas.
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El derecho fundamental al medio ambiente sano se encuentra reconocido en 

instrumentos internacionales y en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, lo que implica la posibilidad de que cualquier persona exija una respuesta 

positiva del Estado para lograr un medio ambiente adecuado que permita mejores 

condiciones para una vida digna, mediante la implementación de políticas públicas 

y acciones gubernamentales. Por otro lado, las tecnologías de la información y 

comunicación, tales como el Internet y las redes sociales en el espacio digital, así 

como el surgimiento de los derechos digitales, han transformado las relaciones 

humanas, permeando de manera profunda las interacciones sociales e impactando 

significativamente la naturaleza y los bienes ambientales actuales. Ante esta realidad, 

resulta pertinente abordar en el presente artículo la función de los derechos digitales 

como amplificadores de los derechos ambientales para lograr la gobernanza ambiental y 

garantizar mejores condiciones de vida para la sociedad en conjunto. 

The fundamental right to a healthy environment is recognized in international instruments and in 

the Political Constitution of the United Mexican States, which implies the possibility for anyone to 

demand a positive response from the State to achieve an adequate environment that allows better 

conditions for a dignified life, through the implementation of public policies and government 

actions. Furthermore, information and communication technologies, such as the internet and 

social media in the digital space, as well as the emergence of digital rights, have transformed human 
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relations, profoundly permeating social interactions and significantly impacting nature and current 

environmental assets. Given this reality, it is pertinent to address in this article the role of digital 

rights as amplifiers of environmental rights to achieve environmental governance and guarantee 

better living conditions for society.

palabras clave: derechos humanos, gobernanza ambiental, derechos digitales, 
derechos ambientales.

keywords: human rights, environmental governance, digital rights, environmental rights.

sumario: i. Introducción. ii. Derechos digitales. iii. Derechos ambientales. 
iv. Confluencia de derechos digitales y derechos ambientales. v. La sinergia para la 

gobernanza ambiental. vi. Conclusiones. vii. Referencias.

I. INTRODUCCIÓN

Históricamente, el ambiente ha sido visto como un proveedor infinito de recursos 
y materias primas para las actividades humanas. El crecimiento demográfico y el 
desarrollo social imponen necesidades para cubrir una serie de demandas colecti-
vas y satisfactores personales de la población, la mayoría de las veces sin considerar 
ni visibilizar los graves daños ambientales y la consecuente afectación al derecho 
humano a un medio ambiente sano, así como al disfrute de otros derechos funda-
mentales como la salud, la educación, la alimentación, el acceso al agua, entre otros.

El derecho fundamental a un medio ambiente sano hoy se encuentra recono-
cido en diversos instrumentos internacionales y en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Este reconocimiento implica la posibilidad de que cual-
quier persona exija un medio ambiente adecuado para su desarrollo y bienestar, 
lo cual requiere una respuesta positiva del Estado donde se obligue a implementar 
mecanismos, herramientas, políticas, recursos económicos y emprender acciones 
que permitan garantizarlo.

En este punto, resulta pertinente realizar un análisis de la relación entre los de-
rechos digitales y los ambientales. Por ello, el objetivo de este trabajo se centra 
en analizar la función de los derechos digitales como amplificadores de los ambien-
tales para fortalecer la gobernanza ambiental. 

Para lo anterior, se desarrollará una investigación documental que utili-
za el método analítico deductivo que permitirá partir de los conceptos generales 
de derechos digitales y derechos ambientales, para vincularlos como elementos 
sinergéticos1 dentro de un modelo de gobernanza ambiental que permita una pro-

1	 Conforme a la Real Academia de la Lengua Española, este concepto significa la acción de dos o más 
causas cuyo efecto es superior a la suma de los efectos individuales. 
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tección efectiva del medio ambiente lo cual produce mejores condiciones de vida 
para la ciudadanía. 

II. DERECHOS DIGITALES

El uso de la red y del espacio digital conlleva una serie de derechos y obligacio-
nes a la población que en ocasiones no son percibidos de manera inmediata por la 
ciudadanía. Las personas usuarias de Internet pueden participar de manera plural 
y oportuna en una diversidad de espacios, expresar opiniones, realizar trámites, 
difundir o acceder a información, utilizar servicios o adquirir productos de manera 
sencilla. Como comenta López y González (2022), “así como en el espacio físico 
los ciudadanos gozan de derechos y adquieren responsabilidades, lo mismo sucede 
en el espacio digital” (p. 151).

El crecimiento del acceso y la apropiación de tecnologías digitales en el planeta 
se han acelerado en los últimos años. La denominada cuarta revolución industrial, 
impulsada por la adopción de nuevas tecnologías como la inteligencia artificial, 
la computación en la nube, la impresión 3D o el internet de las cosas, está cambian-
do de manera vertiginosa nuestra manera de interactuar y relacionarnos en todos 
los ámbitos sociales (Monge-González et al., 2023, p. 10). Se calcula que un total 
de 5,640 millones de personas en todo el mundo utilizaban Internet a principios 
de abril de 2025, es decir el 68.7 por ciento de la población mundial.2 Este creci-
miento y expansión, sin duda pone de relieve la necesidad de hacer énfasis en los 
retos y desafíos que se presentan para la sociedad. 

Como bien apunta Martínez (2016, p. 88) respecto al Internet:

[...]ha trascendido la dimensión tecnológica y ha configurado un modo de pensar que 
prioriza las redes, una forma estética que descansa en lo inmaterial y la idea política de 
la horizontalidad, en las últimas décadas, ha sido la filosofía más disruptiva de la que 
tenga memoria el ser humano. El impacto de internet es profundo.

Por otro lado, la Carta de Derechos Digitales de España3 establece que los dere-
chos que ya tenemos en el mundo analógico también deben estar protegidos en la 
esfera digital para concretar los más relevantes en los espacios digitales. De manera 
textual esta Carta establece que:

2	 Más datos en: https://datareportal-com.translate.goog/global-digital-overview?_x_tr_sl=en&_x_tr_
tl=es&_x_tr_hl=es&_x_tr_pto=wa 

3	 La Carta no tiene carácter normativo, su objetivo radica en reconocer los nuevos retos de aplicación e 
interpretación que la adaptación de los derechos al entorno digital visualiza, además de poner sobre 
la mesa a manera de guía, algunos principios y políticas referidas a ellos. 
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No se trata de crear nuevos derechos fundamentales sino de perfilar los más relevantes 
en el entorno y los espacios digitales o describir derechos instrumentales o auxiliares de 
los primeros. Se trata de un proceso naturalmente dinámico dado que el entorno digital 
se encuentra en constante evolución con consecuencias y límites que no es fácil predecir. 

Para ello, dicho documento identifica 25 derechos ubicados dentro de cinco 
grandes rubros:

1)	 Derechos de libertad. 
2)	 Derechos de igualdad. 
3)	 Derechos de participación y conformación del espacio público. 
4)	 Derechos del entorno laboral y empresarial. 
5)	 Derechos digitales en los entornos específicos. 

Para ilustrar de mejor manera los derechos digitales conforme a la Carta de De-
rechos Digitales de España, se puede observar la siguiente tabla:

La carta mencionada establece que es obligación estatal impulsar procedimien-
tos de participación de las personas en la vida pública, promoviendo para ello en-
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tornos digitales que contribuyan a un derecho de acceso efectivo a la información 
pública, la transparencia, la rendición de cuentas, así como a la propuesta, e impli-
cación de las personas en las actuaciones de las administraciones públicas en sus 
respectivos ámbitos competenciales.

III. DERECHOS AMBIENTALES

Las obligaciones estatales en referencia a la tutela de derechos humanos relaciona-
dos con el medio ambiente han aumentado de manera considerable en los últimos 
años. La aceptación de la interdependencia entre ambiente y derechos humanos 
es cada día mayor. 

No obstante, ante la crisis ambiental acelerada que vive el planeta, es impor-
tante recalcar la necesidad de un cambio radical de la relación humano-naturaleza, 
donde la interacción y sinergia entre diversos derechos fundamentales son de vital 
importancia.4 Autores como Mesa (2015) expresan que se requiere la construcción 
de nuevas formas de conocimiento y la necesidad de concretar diálogos de saberes, 
haberes y poderes como base para transitar a una mejor justicia ambiental. 

Es decir, resulta urgente redimensionar la relación con la naturaleza incluyen-
do la justicia, pero también perspectivas y problemáticas sociales, económicas y po-
líticas que la contaminación y explotación desmedida de los bienes naturales están 
provocando de forma continua, lo que afecta directamente el disfrute del derecho 
al medio ambiente sano, pero además impacta una serie de derechos humanos es-
trechamente vinculados. Al respecto, Mesa (2015, p. 68) afirma que: 

Se puede considerar como derechos ambientales, aquellos que pueden englobarse en 
el denominador común “ambiental”, ya que tales exigencias y tales derechos se corres-
ponden con la necesidad de acceder, usar, producir, conservar, proteger e intercambiar 
adecuadamente bienes naturales y ambientales, en beneficio de todos los humanos ac-
tuales y futuros. 

Así, los derechos ambientales implican no solamente a las personas existen-
tes en este momento sobre el planeta, abarca y da protección a las generaciones 
futuras, a quienes aún no nacen pero que tendrán la necesidad de acceder, usar 
y disfrutar de bienes y servicios ambientales como el agua potable, aire limpio y ali-
mento. En este mismo sentido, Peña (2021, p. 39) comenta: 

Debe tenerse claro la existencia de una serie de derechos humanos autónomos e in-
dependientes entre sí, pero íntimamente ligados al derecho a un ambiente sin riesgos, 

4	  Klein (2014) refiere la necesidad de una gran transformación tipo Plan Marshall para la Tierra.
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limpio, saludable y sostenible, conocidos en su conjunto como derechos humanos am-
bientales, los cuales de conformidad con la Opinión Consultiva OC-23-17 y los informes 
del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la cuestión de las obligaciones de de-
rechos humanos relacionados con el disfrute a un medio ambiente sin riesgos, limpio, 
saludable y sostenible, se clasifican en dos grupos, por una parte los derechos de proce-
dimiento o de acceso: derecho de acceso a la información ambiental, a la participación 
pública en la toma de decisiones y a la justicia ambiental; y por la otra los derechos sus-
tantivos, entre ellos: derecho a la vida, a la integridad personal, salud, agua potable y 
saneamiento, alimentación, vivienda, propiedad, paz.

Paradójicamente, a pesar de la dependencia que se tiene del medio ambien-
te como proveedor de alimentos, vestido, agua e insumos básicos para subsistir, 
así como la necesidad de conservarlo para nuestro bienestar colectivo e integridad 
personal, el derecho a disfrutar de un ambiente equilibrado es de muy reciente con-
sideración en las declaraciones e instrumentos internacionales, y por ende su inte-
riorización en las constituciones nacionales. 

Es a partir de la Declaración de Estocolmo sobre Medio Ambiente Humano 
de 1972, que surge el debate sobre la consideración del derecho humano al medio 
ambiente sano, al establecer en su principio primero el “derecho al disfrute de con-
diciones de vida adecuadas en un medio ambiente de calidad tal que le permita 
al hombre llevar una vida digna”.5

A nivel continental, el Protocolo de San Salvador de 19886 establece en su ar-
tículo 11, que “Toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a 
contar con servicios públicos básicos”. Adicionalmente a este derecho, el Protocolo 
menciona en el mismo artículo que “Los Estados partes promoverán la protección, 
preservación y mejoramiento del medio ambiente”. Cabe resaltar aquí las dos ver-
tientes del derecho al medio ambiente contenidas en el Protocolo: 

a) Como derecho humano. 
b) Como obligación estatal de protección y mejoramiento del entorno. 

México también cuenta con un recorrido sobre reconocimiento constitucional 
del derecho al medio ambiente sano, resumido en dos reformas legales sumamente 
importantes: a) Reforma del año 1999, en la cual por primera vez se constituciona-

5	 Declaración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano. http://www.paot.org.mx/leyes/Biblio-
teca/20_Declaracion_Estocolmo.pdf. 

6	 El nombre completo de este documento es Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San 
Salvador”. Adoptado en San Salvador, El Salvador, el 17 de noviembre de 1988, en el decimoctavo 
periodo ordinario de sesiones de la Asamblea General.
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liza este derecho en el artículo 4º: “Toda persona tiene derecho a un medio ambien-
te adecuado para su desarrollo y bienestar”. b) Reforma del año 2012, con la que el  
mismo artículo 4º constitucional vigente es modificado para quedar así:

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. 
El Estado garantizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental generará 
responsabilidad para quien lo provoque en términos de los dispuesto por la ley. 

Resulta evidente el reconocimiento como un derecho fundamental en la Cons-
titución mexicana y por tanto la posibilidad de exigir directamente la protección 
del derecho al medio ambiente mediante el ejercicio de los mecanismos jurisdic-
cionales establecidos para ello. En este sentido, cabe destacar que la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación ha venido resolviendo un buen número de asuntos 
con criterios ambientalistas muy positivos, incluso adoptando una serie de princi-
pios ambientales de reconocimiento internacional. Tales resoluciones ahora pueden 
consultarse en el Cuaderno de Jurisprudencia Número 3. Contenido y alcance del de-
recho humano a un medio ambiente sano.7 Con ello, parece que se abona a los tres 
nuevos fenómenos jurisdiccionales que identifica Peña (2020): el “Enverdecimiento 
de las Cortes”, la “Ecologización del Derecho” y la “Fertilización Cruzada”. Es decir, 
una interpretación legal más benéfica para la defensa del medio ambiente, para 
la protección del derecho humano a un medio ambiente sano y que representa 
la flexibilización de las instituciones y principios procesales clásicos del derecho 
con el fin de ajustarlos a las necesidades y particularidades de la materia ambiental. 

En el marco del sistema interamericano de derechos humanos, la opinión con-
sultiva OC-23/17, del 15 de noviembre de 2017,8 y la resolución del Caso Comu-
nidades Indígenas Miembros de las Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) vs. 
Argentina de 20209 han establecido con toda claridad la importancia y validez en sí 
mismo del derecho humano a un medio ambiente sano.10 

7	 Disponible en: https://www.sitios.scjn.gob.mx/cec/sites/default/files/publication/docu-
ments/2020-07/CONTENIDO%20Y%20ALCANCE%20DEL%20DH%20A%20UN%20MEDIO%20
AMBIENTE%20SANO_VERSION%20FINAL_10%20DE%20JULIO_0.pdf 

8	 Disponible en: https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_23_esp.pdf 

9	 En este sentido se recomienda revisar la sentencia reciente de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos: Caso comunidades indígenas miembros de las Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) 
vs. Argentina del 6 de febrero de 2020.

10	 Cabe destacar que antes de estas resoluciones, el derecho humano a un medio ambiente sano se 
protegía en función de la defensa de otros derechos humanos como la propiedad, la salud o la vida. 
Estas resoluciones han venido a incorporar una visión moderna y amplia de la importancia de esta 
prerrogativa, incluso como factor fundamental para la protección de los otros derechos humanos. 
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En el marco del sistema universal de derechos humanos, las recomendaciones 
de 2016 a 2019 del relator especial,11 cambiaron el eje central del análisis hacia 
la relación de los derechos humanos frente al cambio climático y la pérdida de la 
biodiversidad.12 

En el Informe del Relator Especial sobre la cuestión de las obligaciones de de-
rechos humanos relacionadas con el disfrute de un medio ambiente sin riesgos, 
limpio, saludable y sostenible (A/HRC/43/53, 2019), se señala que el derecho 
al medio ambiente saludable está compuesto por elementos sustantivos y proce-
sales. Los aspectos sustantivos incluyen aire limpio; un clima seguro y estable; 
el acceso al suministro de agua potable y servicios de saneamiento; alimentos pro-
ducidos de manera saludable y sostenible; ambientes no tóxicos donde vivir, traba-
jar, estudiar y jugar; y una biodiversidad y ecosistemas saludables. Los procesales 
abarcan acceso a la información, el derecho a participar en la toma de decisiones, 
acceso a la justicia ambiental, así como los recursos legales efectivos.13 

Estos reportes impulsaron el reconocimiento por parte del Consejo de Derechos 
Humanos de la ONU14 en la resolución A/HRC/RES/48/13, aprobada el 8 de octu-
bre de 2021.15 Todo este andamiaje de estudios, razones y posicionamientos cons-
tituyeron el sustento para el reconocimiento universal por parte de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el 28 de julio de 2022, en el sentido de que todas 
las personas del mundo tienen derecho a un medio ambiente limpio, sano y soste-
nible.16 Este reconocimiento en realidad deriva de una gran lucha de cinco déca-
das, considerando que en 1972 las Naciones Unidas realizó su primera conferencia 
mundial sobre el medio ambiente en Estocolmo, Suecia y los Estados parte adopta-
ron la Declaración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano.

Con todo este marco jurídico positivo y de soft law es pertinente señalar que en 
realidad los derechos ambientales son instrumentales y síntesis. Es decir, derechos 
que posibilitan la protección de todos los derechos humanos (instrumentales) y que, 

11	 Para consultar la Resolución A/73/188 de 19 de julio de 2018 visitar: https://documents.un.org/
doc/undoc/gen/n18/231/04/pdf/n1823104.pdf?OpenElement 

12	 El Consejo de Derechos Humanos creó el mandato del Experto Independiente sobre Derechos Huma-
nos y Medio Ambiente en 2012, en virtud de la Resolución 19/10.

13	 C o n s u l t a r  e n :  h t t p s : / / w w w. o h c h r. o r g / e s / d o c u m e n t s / t h e m a t i c - r e p o r t s /
ahrc4353-good-practices-right-safe-clean-healthy-and-sustainable

14	 Para Inger Andersen, directora ejecutiva del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Am-
biente (PNUMA), esta importante decisión vendrá a impulsar la aplicación de las leyes ambientales 
y derechos humanos, así como la protección de personas defensoras ambientales en todo el mundo. 

15	 Consultar: https://documents.un.org/doc/undoc/gen/g21/289/53/pdf/g2128953.
pdf?OpenElement=

16	 El 28 de julio de 2022, la Asamblea General de la ONU adoptó la resolución: El derecho humano a 
un medio ambiente limpio, saludable y sostenible, A/RES/76/300, que reconoce el derecho humano 
a un medio ambiente saludable, adoptada con un apoyo incomparable de 161 votos a favor, ningún 
voto en contra y ocho abstenciones. En https://www.un.org/es/ga/76/resolutions.shtml 
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en su compilación y reunión, permiten la protección de la dignidad de todas y todos 
los habitantes de este planeta (síntesis). Mesa Cuadros (2023) afirma que:

Serían derechos instrumentales porque hacen posible la efectiva realización del catálogo 
de derechos humanos allí donde éstos no han sido operativos, y derechos síntesis donde 
los derechos humanos están consolidados y protegidos, pero cumplen una labor de apo-
yo a una nueva concepción integral de los derechos, incluido el derecho al desarrollo y 
el derecho a la calidad de vida de todos los seres humanos. (p. 67)

En una visión de conjunto, el experto español Antoni Pigrau (2022), señala 
que existen derechos para proteger el medio ambiente y los divide en tres categorías: 

1) Derechos civiles. Libertad de expresión, asociación y de reunión pacífica, 
así como de derecho a un recurso judicial efectivo sobre actos que violen estos derechos.

2) Derechos procedimentales con contenido específicamente ambiental. También 
llamados derechos de acceso por la doctrina: el derecho de acceso a la información, de 
acceso a la participación en la toma de decisiones ambientales y el derecho de acceso a 
la justicia ambiental. 

3) Derechos específicos de participación para los pueblos indígenas. En este caso, 
el derecho a la participación Pigrau lo divide en cuatro componentes interrelacionados: 
derecho a la no discriminación, en procesos de toma decisiones que puedan afectarlos, 
derecho de acceso a la información, derecho a la consulta y derecho al consentimiento. 
(pp. 10-22) 
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Estas conceptualizaciones sobre derechos ambientales y sus particularidades 
que los ubican como derechos de abordaje especial, pone de manifiesto nuevamen-
te al medio ambiente como un sistema de elementos interconectados que comple-
jizan su cuidado y protección. En este sentido, Lorenzetti (2008, p. 2) comenta 
que se está frente a un cambio de paradigma ante los límites que la naturaleza 
y los modelos de desarrollo que se muestran actualmente. Se trata de problemas 
que convocan a todas las ciencias a una “nueva fiesta”, exigiéndoles un “vestido 
nuevo”. 

IV. CONFLUENCIA DE DERECHOS DIGITALES Y DERECHOS AMBIENTALES

En esta “nueva fiesta” con “nuevos vestidos”, es preciso entender que el avance de la 
civilización y la transformación digital de los últimos años ha modificado de manera 
vertiginosa la forma de relacionarnos entre personas, con las instituciones públicas 
y privadas, así como con el entorno. El desarrollo económico y social ha impactado 
significativamente el medio ambiente y genera una serie de problemas ambienta-
les que afectan los entornos, ponen en peligro la estabilidad del planeta e incluso 
han puesto en duda la supervivencia humana en las próximas décadas.17 

17	 En los años siguientes la crisis ambiental se verá agravada conforme a varios especialistas. https://
www.gaceta.unam.mx/nos-aproximamos-a-niveles-irreversibles-por-la-crisis-ambiental-global/
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La triple crisis ambiental reconocida por la ONU: cambio climático, contamina-
ción y pérdida de biodiversidad,18 ha provocado la preocupación de la comunidad 
internacional, pues obliga a muchas naciones a una reconfiguración de las políticas 
públicas encaminadas a proteger el ambiente y disminuir los altos niveles de con-
taminación existentes.19

En concordancia con la problemática ambiental global, la Declaración Euro-
pea sobre los Derechos y Principios Digitales para la Década Digital20 identifica esta 
preocupación. Así, los Estados miembros manifiestan la necesidad de un modelo 
de transformación digital que garantice la contribución de la tecnología a la acción 
por el clima y la protección del medio ambiente, de allí la necesidad de profundi-
zar en esta interacción entre los derechos digitales y derechos ambientales no solo 
como derechos complementarios, sino potenciadores para la gobernanza ambiental 
y el mejoramiento de las condiciones de vida de la población en general.

En este contexto, resulta sumamente interesante analizar la descripción rea-
lizada de cada uno de los derechos digitales (tabla 1) y derechos ambientales (ta-
bla 2). En el cruce de estas prerrogativas (tabla 3) se identifica un paralelismo 
y una sinergia muy puntual en por lo menos cuatro aspectos: derechos y liberta-
des, derecho a la igualdad e identidad, participación ciudadana, así como seguri-
dad y justicia. 

18	 La ONU reconoce que estos tres problemas interconectados tienen causas y efectos pro-
pios, y que resulta necesario hacerles frente de manera urgente para salvaguarda la vida 
en el planeta. Ver más información en: https://unfccc-int.translate.goog/news/what-is-the- 
triple-planetary-crisis?_x_tr_sl=en&_x_tr_tl=es&_x_tr_hl=es&_x_tr_pto=tc 

19	 La Organización Mundial de la Salud (OMS) ha alertado de un aumento de la contaminación am-
biental en la mayoría de las ciudades del mundo, ya que casi el 90 por ciento de las urbes que miden 
su polución supera los niveles de calidad que establece este organismo. https://www.who.int/es/
news-room/fact-sheets/detail/ambient-(outdoor)-air-quality-and-health

20	 La Declaración sobre los Derechos y Principios Digitales presenta la visión de la Unión Europea 
para la transformación digital. La perspectiva de este documento, sitúa a las personas en el cen-
tro, en consonancia con los valores y derechos fundamentales de la Unión Europea y proporciona 
un marco de referencia para la ciudadanía; asimismo, guía a la Unión y a sus Estados miembros 
en el camino hacia la transformación digital. https://digital-strategy.ec.europa.eu/es/library/
european-declaration-digital-rights-and-principles  
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Fuente: elaboración propia con base en la Carta de Derechos Digitales de España y Pigrau (2022).

1. Derechos y libertades

Algunos de los derechos civiles por excelencia que protegen a los seres humanos 
de la opresión estatal son la libertad de expresión y la de información. En la tabla 
3 podemos observar que los derechos digitales incluyen, desde luego, esas prerro-
gativas, así como la neutralidad del Internet. Sobre este particular, cabe mencionar 
que si bien resulta muy difícil o casi imposible garantizar la autenticidad de mu-
chos contenidos, en un ámbito plural y multidiverso, las personas usuarias tienen 
la posibilidad de checar información en diferentes fuentes confiables. En todo caso 
—aun con el riego de acceso a información dudosa o fake news— los entornos di-
gitales han venido a revolucionar la libertad de expresión y la de la información 
a niveles inimaginables hace algunos años. 

Mayor libertad de información y mayor capacidad de expresión son mecanismos 
que vienen a potencializar estos derechos fundamentales y a poder dirigirlos con fa-
cilidad hacia temas ambientales. Esto es así, pues el entorno digital facilita, pro-
mueve y potencializa a su máximo nivel la información ambiental. En realidad, ya 
no debería haber pretextos para no contar con información actualizada y objetiva 

 pseudoanonimato.
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en poder de los entes públicos. Los entornos digitales posibilitan que la ciudada-
nía pueda conocer dicha información y, por ende, participe para incidir en la toma 
de decisiones públicas o personales que puedan impactar de forma significativa 
el ambiente. 

Para De la Varga Pastor (2015, pp. 37-38), las autoridades públicas deben 
adoptar medidas para que la difusión activa de información ambiental pueda lo-
grarse: 1) la información debe difundirse paulatinamente y actualizarse de forma 
continua, día tras día, para que pueda corresponder con la realidad; 2) la infor-
mación debe difundirse de la manera más amplia posible, es decir, debe abarcar 
la mayor información conforme a su importancia o relevancia pública y, 3) la difu-
sión de información se debe llevar a cabo de forma sistemática y organizada para 
el mejor entendimiento por parte de la ciudadanía, resaltando ahí la necesidad 
de la utilización y fortalecimiento de la tecnologías y el espacio digital. 

2. Derecho a la igualdad e identidad

En este rubro, los derechos digitales (derecho a la igualdad, no discriminación, 
identidad, protección de datos y pseudonimato) en realidad son una extraordinaria 
herramienta para potenciar la defensa del medio ambiente. 

Las personas activistas y defensoras ambientales frecuentemente son sujetas 
de presiones, amenazas y atentados. Los grandes y oscuros intereses económicos 
quieren imponer sus decisiones que afectan a la naturaleza, al bien público y no 
tienen empacho en tratar de silenciar por cualquier medio a las personas activistas 
ambientales.21 De ahí que la oportunidad que brinda el entorno digital para prote-
ger la identidad, los datos personales e incluso utilizar pseudónimos puede en cier-
tas condiciones ser una herramienta útil.22 

El Internet y las redes sociales son instrumentos democráticos por antonoma-
sia. Igualan a quienes son usuarios y difícilmente se puede discriminar a alguien.23 
De tal suerte que los derechos digitales vienen a potencializar las actividades y de-

21	 Conforme al 11° Informe sobre la situación de las personas y comunidades defensoras de los de-
rechos humanos ambientales en México, que anualmente publica el Centro Mexicano de Derecho 
Ambiental, A.C. (CEMDA), 2024 fue un año muy violento para las personas y comunidades defen-
soras de los derechos humanos ambientales, registrando 25 asesinatos, 94 eventos de agresión, 236 
agresiones específicas en contra de quienes defienden el medio ambiente. Véase https://cemda.
org.mx/se-incrementa-el-numero-de-personas-defensoras-del-medio-ambiente-asesinadas-en-mexi-
co-en-el-2024/ 

22	 Desde luego que al no poner un nombre o fuente confiable, se corre el riesgo de que la información 
vertida pueda ser denostada o calificada de fake news. 

23	 Sin lugar a dudas pueden producirse inequidades entre el alcance de los “orgánicos”, es decir, los que 
actúan de forma natural, y aquellos que invierten en publicidad, robots (boots) y otros mecanismos 
para tener más personas seguidoras. 
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rechos ambientales al otorgar a todas las personas un acceso universal. Además, 
tienden a favorecer la actividad de búsqueda de información, expresión de ideas 
y seguimiento de temas pues las personas usuarias lo hacen desde la comodidad 
de su casa o sus entornos.

3. Participación ciudadana

Los entornos digitales y las redes sociales son una nueva dimensión de la “esfera 
pública” habermasiana (Calvo, 2015). Estos entornos y redes se han constituido 
en espacios fabulosos para la deliberación pública, la búsqueda de consensos y la 
organización de acciones (Marraud, 2023). Ello, no obstante que existan riesgos, 
como, por ejemplo, que el debate pueda derivar en opiniones polarizadas y frag-
mentadas (Grabish et al., 2022) o que existan intromisiones de instancias públicas 
o agentes poderosos. 

La interacción en entornos digitales y redes sociales puede constituir un pode-
roso “activismo digital” (Azuela y Tapia, 2013), en donde la “movilización digital” 
(Sánchez-Tamayo, 2023) puede dar lugar a movilizaciones sociales para la defen-
sa de temas comunes, entre los cuales sobresalen —sin lugar a dudas— los am-
bientales. Ello es así, pues cada día se documenta de mejor manera que la opinión 
en redes —en ciertos asuntos y momentos— puede llegar a moldear de manera 
significativa la opinión pública (Golovatsky, 2023).

Por otra parte, también resulta oportuno mencionar que, entre los derechos 
de participación y conformación del espacio público, destacan la participación ciu-
dadana por medios digitales y derechos digitales de la ciudadanía en sus relaciones 
con las administraciones públicas, como prerrogativas de efecto “sinergético” para 
la conservación y protección del ambiente y de los elementos que lo componen, 
a través del fortalecimiento del espacio cívico y una mayor difusión de información 
ambiental veraz y oportuna por medios digitales.24

Así, las políticas públicas deben responder a los nuevos paradigmas y desa-
fíos que impone la sociedad moderna, la sociedad digital. En este entorno resulta 
fundamental que las políticas públicas ambientales se construyan con perspectiva 
de derecho (Revuelta, 2013). Es decir, salvaguardar el derecho humano al medio 
ambiente sano y otros derechos relativos, como el acceso al agua, la salud, etcétera.

24	 Conforme al Informe del Relator Especial sobre la promoción y protección del derecho a la libertad 
de opinión y de expresión, David Kaye, los casos de la La República Unida de Tanzania, Rwanda y 
Mauricio son pioneros de la radiodifusión digital; ofrecen, así, más oportunidades de aumentar el 
acceso a Internet liberando el espectro no utilizado. Por otro lado, se destaca la gran importancia de 
las declaraciones internacionales en pro de la gobernanza de Internet con múltiples personas intere-
sadas, que favorece la seguridad y la apertura y muestra el valor que tiene Internet para la libertad 
de expresión. https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2017/10876.pdf 
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El involucramiento de las ciudadanía en la toma de decisiones públicas 
que afecten o puedan dañar el ambiente, resulta fundamental para hacer llamados 
a los gobiernos para la toma de decisiones (Sutikno y Handayani, 2024) y con ello 
lograr políticas públicas en materia ambiental, que de manera efectiva protejan 
los bienes ambientales y atiendan los problemas públicos relacionados. 25 

4. Seguridad y justicia

El marco en el que se existen y se desempeñan tanto los derechos digitales como 
los ambientales es uno de Estado de derecho. Es decir, una estructura de gobierno 
que protege las prerrogativas fundamentales y consolida los procedimientos e ins-
tituciones para acceder a una justicia pronta, expedita e imparcial. El Estado de de-
recho es —o debería ser— una condición sine qua non de una democracia.

V. LA SINERGIA PARA LA GOBERNANZA AMBIENTAL

En una perspectiva de conjunto se puede decir que el cambio de paradigma que en-
frenta actualmente nuestra sociedad planetaria requiere una visión integradora 
que abone a garantizar los llamados derechos ambientales y para lograr ese efecto, 
los derechos digitales surgen como elementos sinérgicos en la consolidación de una 
gobernanza ambiental y la consecuente protección efectiva de los bienes ambien-
tales. Hoy, el planeta requiere acciones sin precedente para contener el cambio cli-
mático y cuidar la naturaleza.26 Lamentablemente, el esfuerzo internacional no ha 
logrado que los tratados alcancen los consensos y resultados previstos.27 

Ante ello, la conceptualización de gobernanza adquiere una relevancia mayor, 
pues implica no solo los acuerdos entre Estados-nación, sino la participación de la 
sociedad planetaria en entornos con megadiversidad de idiosincrasias, valores, opi-
niones e intereses. Así, Ramírez-Alujas (2011, p. 104) define gobernanza como: 
“el conjunto de arreglos institucionales mediante los cuales se adoptan y ejecutan 
las decisiones públicas en un entorno social determinado y cada vez más complejo”.

25	 En este sentido se coincide con Corzo (2020, p. 82) cuando señala: “Las políticas públicas son accio-
nes de gobierno con objetivos de interés público, que surgen de decisiones sustentadas en un proceso 
de diagnóstico y análisis de factibilidad, para la atención efectiva de problemas públicos específicos, 
en donde participa la ciudadanía en la definición de problemas y soluciones”.

26	 El Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC) reveló un informe que 
resalta que se necesitan cambios de gran alcance y sin precedentes en todos los aspectos de la socie-
dad para limitar el calentamiento global a 1.5 °C en lugar de 2 °C, como se establece en el Acuerdo 
de París. Esa medida evitaría una serie de graves impactos del cambio climático, traería beneficios 
claros para los seres humanos y los ecosistemas, así como la posibilidad de una sociedad más soste-
nible y equitativa. https://news.un.org/es/story/2018/10/1443222 

27	 Para una visión crítica, véase Revuelta y Verduzco (2019) y Revuelta y Silva (2023).
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En un sentido similar, De la Mora (2020, p. 32) señala que las formas de conce-
bir la gobernanza, sus componentes y acciones implicadas varían en función de los 
contextos sociales, así como de las tradiciones culturales que estructuran las re-
laciones de poder y determinan las interacciones entre los actores involucrados. 
En dichas interacciones participan tanto agentes gubernamentales como no-guber-
namentales, quienes teóricamente aspiran a lograr consensos.

Lo cierto es que en la sociedad actual globalizada, pluricultural, digital e hiper-
conectada, el término gobernanza adquiere una gran relevancia en la formulación 
e implementación de políticas públicas. Autores como Zurbriggen (2011) y Olea 
(2020) señalan que la gobernanza emerge como una forma diferente de gobernar, 
contrario al modelo tradicional de control jerárquico y de mercado, donde una de 
sus principales características es un grado mayor de colaboración entre los gobier-
nos y actores no gubernamentales en el diseño de políticas públicas. Mediante este 
modelo, se espera que el proceso de elaboración de las políticas esté fundado en la 
colaboración, el consenso y la participación social, para lograr la gobernabilidad 
del sistema político. 

Así, vinculando lo que se ha señalado párrafos arriba, se puede decir que la 
sinergia de derechos digitales y derechos ambientales tiene un impacto favorable 
en la gobernanza ambiental y ello, a su vez, habrá de generar mejores condiciones 
de vida planetaria, tal y como se expresa en el diagrama 1 . 
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El modelo de gobernanza implica la toma de decisiones públicas de una mane-
ra distinta, de una forma en la cual deben ser tomadas en cuenta todas las partes, 
todos los actores posibles, así como los mecanismos que posibiliten la participa-
ción y que la ciudadanía exprese sus intereses y necesidades, que permitan lograr 
los acuerdos necesarios. Esta percepción se ve potencializada por la naturaleza 
y alcances del uso de redes, tecnología y plataformas en el mundo digital actual.

Se debe recordar que un sistema de gobernanza

sólo puede resultar legítimo si incorpora la nueva realidad del poder distribuido me-
diante nuevas formas de participación, a la vez que debe hallar los medios para ges-
tionar la complejidad a su más alto nivel, tanto dentro de los Estados y naciones como 
entre ellos. (Berggruen y Gardels, 2012, p. 161)

Así, aplicar el concepto de la gobernanza en la dimensión ambiental es una 
construcción relevante ante la triple crisis ambiental reconocida por la ONU y 
los esfuerzos —insuficientes— de los países en los diversos tratados internaciona-
les.28 En este sentido, el Banco Interamericano de Desarrollo (2020) señala: 

La gobernanza ambiental comprende un amplio conjunto de objetivos y enfoques para 
tomar e implementar decisiones relacionadas con el medio ambiente. Es el sistema 
y los procesos según los cuales los aportes ambientales, como asignaciones al presu-
puesto ambiental y cantidad de inspectores, se traducen en resultados ambientales, 
como aire y agua limpios. Esto incluye mecanismos que aseguran el cumplimiento y la 
aplicación de las leyes ambientales, así como prácticas destinadas a mejorar resultados 
ambientales específicos. (p. 10)

El enfoque es relevante, ya que establece no solo la construcción de objetivos 
y enfoques, sino la verificación del alcance y el análisis de resultados. Esto es lo 
que se necesita como piedra angular del nuevo paradigma: los resultados. Ante 
los estragos de la crisis ambiental, más que discursos, compromisos o tratados, 
el planeta requiere la implementación de acciones concretas y efectivas. 

VI. CONCLUSIONES

El desarrollo tecnológico de las últimas décadas ha impactado profundamente 
las formas de adquirir y transmitir información. La web, las redes sociales y las 
plataformas hoy son instrumentos fundamentales para la comunicación entre 

28	 Para un análisis del impacto del Gobierno abierto en la lucha contra el cambio climático en México, 
se recomienda ver Revuelta y Sereno (2019). 
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los seres humanos. Ello ha venido a revolucionar prácticamente todos los aspectos 
de la vida. Junto a ello, el desarrollo industrial y económico de las últimas déca-
das ha impactado negativamente a la naturaleza, a los ecosistemas y, en general, 
agravado lo que la ONU ha llamado la triple crisis ambiental: cambio climático, 
contaminación y pérdida de biodiversidad. Los derechos digitales y los derechos 
ambientales crean una poderosa sinergia que tiende a fortalecer la gobernanza am-
biental y con ello a promover mejores condiciones de vida planetaria. 

El uso de entornos digitales, redes sociales y plataformas, bajo el amparo de los 
derechos digitales, es una herramienta potencial para conformar —en momentos 
específicos— grandes movimientos locales, nacionales, regionales e, incluso, pla-
netarios que pongan en la agenda pública temas ambientales, a través de nuevas 
figuras como el “activismo digital” y la propia “movilización digital” que llegan 
a impactar profundamente la opinión pública en momentos determinados. 

El uso e impulso de entornos digitales permiten la posibilidad de conjugar ex-
presiones, posiciones y exigencias de miles o millones de personas, lo que puede 
constituir una enorme presión para que los gobiernos y organismos internaciona-
les instrumenten acciones y políticas públicas concretas a favor de la naturaleza. 
Es decir, una presión que obligue a dar respuesta efectiva para proteger los bienes 
públicos, los bienes comunes planetarios. 

VII. REFERENCIAS

Azuela, M. y Tapia, M. (2013). Construyendo ciudadanía desde el activismo digital. Guía 
práctica para multiplicar la incidencia en políticas públicas desde las tecnologías de 
la información y la comunicación. Alternativas y capacidades A.C. https://alterna-
tivasycapacidades.org/wp-content/ uploads/2019/04/GuiaDeActivismo-201403.
pdf

Banco Interamericano de Desarrollo., (2020). Gobernanza Ambiental en América Latina y 
el Caribe, Indicadores de Desarrollo, BID. https://publications.iadb.org/es/publi-
cations/spanish/viewer/Indicadores-de-gobernanza-ambiental-para-America-Lati-
na-y-el-Caribe.pdf

Berggruen, N. y Gardels, N. (2012). Gobernanza Inteligente para el Siglo XXI. Prisa Edicio-
nes

Calvo, D. (2015). Participación y deliberación en la esfera pública digital: el debate en Twi-
tter, Facebook y los cibermedios en el caso de El País y El Mundo. Dígitos. Revista de 
Comunicación Digital, (1), 155-178.

De la Mora, G. (2023). Gobernanza ambiental. Conservación de áreas naturales protegidas ur-
banas y servicios ambientales. El caso de los sistemas de Guadalajara y Monterrey, Mé-
xico. UNAM. https://libros.crim.unam.mx/index.php/lc/catalog/view/4/5/43-1 

De la Varga Pastor, A. (2015). Estudio de la Publicidad Activa de la Información Pública. 
Especial referencia a la Información Ambiental y a la aplicación de la Ley 19/2013, 



a  f o n d o
derechos digitales y derechos ambientales,

sinergia para la gobernanza ambiental

123

del 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Go-
bierno. Revista Catalana De Dret Ambiental, VI(1), 1 – 52. https://revistes.urv.cat/
index.php/rcda/article/view/1529 

Golovatsky, E. (2023). Digital Mobilization of Social and Political Interaction in Network 
Communities: Regional Specifics. Virtual Communication and Social Networks. 2 
(4), 246-254. https://doi.org/10.21603/2782-4799-2023-2-4-246-254

Grabisch, M., Mandel, A. y Rusinowska, A. (2022). On the Design of Public Debate in 
Social Networks. Operations Research, 71(2), 626-648. https://doi.org/10.1287/
opre.2022.2356

Klein, N. (2014). This Changes Everything. Capitalism vs. The Climate. Simon &Schuster 
Paperbacks. 

López, L. y González, K. (2022). El espacio digital como espacio público: claves de la 
ciudadanía digital. En A. Estanny y M. Gensollen (Coords.), Diseño institucional 
e innovaciones democráticas (pp. 143-160). Universidad Autónoma de Barcelona. 
https://ddd.uab.cat/pub/llibres/2021/258674/disinsinndem_a2021.pdf 

Lorenzetti, R. (2008). Teoría del Derecho Ambiental. Porrúa.

Marraud, H. (2023). Group Identity in Public Deliberation. Informar Logic, 43(2), 224-56. 
https://doi.org/10.22329/il.v43i2.7686

Martínez, A. (2016). El Estado digital. En Pensar Internet, Universidad Iberoamericana. 

Mesa, G. (2015). Derechos ambientales en perspectiva de integralidad: Concepto y fundamen-
to de nuevas demandas y resistencias actuales hacia el Estado ambiental de derecho 
(3ª edición). Universidad Nacional de Colombia. 

Monge-González, R. et al. (2023). Los servicios digitales como nuevo motor de la integración 
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El vertiginoso avance de la inteligencia artificial (ia) en el siglo xxi ha transformado 

profundamente la vida de las personas. Precisamente, esta revolución tecnológica 

plantea desafíos éticos y jurídicos sin precedentes, especialmente en lo que concierne 

a la protección de los derechos humanos y la dignidad de las personas. La ia ofrece 

múltiples beneficios para diversos sectores de la sociedad. Sin embargo, su rápido 

desarrollo, asociado a la ausencia de una regulación global y nacional, plantea diversos 

desafíos y riesgos para los derechos humanos, como la vulneración de la dignidad de las 

personas, el debilitamiento del respeto a la privacidad e intimidad, entre otros. Su carácter 

ambivalente exige un análisis sobre la necesidad de un marco regulatorio de la ia basado 

en la dignidad humana y la protección de los derechos humanos, que combine principios 

éticos, sin limitar el desarrollo de las tecnologías en beneficio del ser humano.

The dizzying advance of artificial intelligence (ai) in the 21st century has profoundly transformed 

people’s lives. Precisely, this technological revolution poses unprecedented ethical and legal 
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challenges, especially concerning the protection of human rights and human dignity. AI offers 

multiple benefits for diverse sectors of society. However, its rapid development, coupled with the 

absence of global and national regulation, presents various challenges and risks for human rights, 

such as the violation of human dignity and the weakening of respect for privacy and intimacy, 

among others. Its ambivalent nature demands an analysis of the need for an AI regulatory framework 

based on human dignity and the protection of human rights that combines ethical principles, 

without limiting the development of technologies for the benefit of humankind.

palabras clave: inteligencia artificial, derechos humanos, dignidad humana, 
regulación de ia, principios éticos de la ia.

keywords: artificial intelligence, human rights, human dignity, ai regulation, ethical principles of ai.

sumario: i. Introducción. ii. Conceptualización de la ia. iii. Origen de la discusión 
sobre ética de la ia y derechos humanos. iv. Fundamentos de los derechos humanos y 

su relación con la ia. v. La dignidad humana como principio rector de la ia. vi. Impactos 
de la ia sobre los derechos humanos. vii. Principios éticos y posturas sobre la regulación 
de la ia. viii. Principios éticos y marcos regulatorios de la ia. ix. Análisis comparado y 

trazabilidad de los principios éticos y regulatorios de la ia. x. Conclusiones. 
xi. Referencias.

I. INTRODUCCIÓN

La inteligencia artificial (ia) se ha convertido en una de las tecnologías más trasfor-
madoras del siglo xxi, con un impacto profundo en prácticamente todos los aspec-
tos de la vida humana. Su rápida adopción generalizada ha comenzado a generar 
entre los propios desarrolladores, la comunidad internacional y los gobiernos, 
un debate sobre su compatibilidad con los principios fundamentales de los dere-
chos humanos y la dignidad de las personas. Aunque no se trata de un concepto 
reciente, la ia ha cobrado importancia en la vida de los seres humanos, debido a la 
utilización de tecnologías que han revolucionado la vida de las personas con múlti-
ples beneficios para la sociedad, por lo que ya se considera a esta era como la cuar-
ta revolución tecnológica (Rouhiainen, 2018). Sin embargo, el desarrollo y la 
utilización de este avance tecnológico contienen, a su vez, múltiples riesgos para 
los derechos humanos que justifican la necesidad de comprender cómo los siste-
mas de la ia impactan a las prerrogativas fundamentales y qué marcos regulato-
rios internacionales y nacionales emergen para abordar estos desafíos (Grigore, 
2022). Ya desde mediados del siglo pasado, en la ciencia ficción, se habían plan-
teado los riesgos que conllevaría para la humanidad una dependencia tecnológica 
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extrema en el uso de las computadoras o máquinas para la realización de múltiples 
actividades que, si bien beneficiosas, pueden volver obsoletas habilidades básicas 
de los seres humanos, que al final podrían emplearse con fines destructivos (Asi-
mov, 1958). Sin duda, estamos en presencia del surgimiento de una revolución 
tecnológica que requiere establecer una serie de principios éticos y normativos 
basados en el respeto de la dignidad humana, para asegurar que los avances cien-
tíficos y tecnológicos como la ia se utilicen en beneficio del ser humano con aplica-
ciones éticas y responsables para mejorar la calidad de vida, promover el bienestar 
social y proteger los derechos humanos, tal y como lo establece la Declaración so-
bre la utilización del progreso científico y tecnológico en interés de la paz y en be-
neficio de la humanidad de la onu (1975).

El objetivo de este trabajo es analizar el impacto de la inteligencia artificial 
en los derechos humanos y evaluar la efectividad de los principios éticos y mar-
cos regulatorios internacionales emergentes para su protección. La metodología 
empleada es de carácter cualitativo, se utilizan análisis doctrinal y comparativo 
de fuentes primarias y secundarias, que incluyen tratados internacionales, legisla-
ción nacional y literatura académica especializada.

II. CONCEPTUALIZACIÓN DE LA IA

Cuando hablamos de la ia, nos referimos a un término cada vez más impreciso 
y plagado de desinformación y confusión (Veale, Matus, Gorwa, 2023). La defini-
ción de la ia ha evolucionado considerablemente desde sus orígenes, a mediados 
del siglo xx, cuando John McCarthy, el informático científico-cognitivo estadouni-
dense en 1956, hizo referencia por vez primera al término inteligencia artificial 
(ia), durante la Conferencia de Dartmouth, como una máquina que se compor-
ta de un modo que podría llamarse inteligente si estuvieran actuando humanos. 
Aunque no existe un concepto único aceptado de la ia, se puede afirmar que se 
trata de la creación de sistemas computacionales que simulan funciones cognitivas 
que tienen los seres humanos para la realización de tareas y resolución de pro-
blemas, a partir de la utilización de algoritmos que permiten la toma de decisio-
nes y generan procesos de aprendizaje automático (López de Mántaras y Brunet, 
2023). Se trata de un concepto que alude a la simulación de procesos de inteligen-
cia humana realizada por máquinas y programas informáticos, desarrollados para 
realizar tareas básicas y complejas de la humanidad que requieren el uso de in-
teligencia, el aprendizaje, la toma de decisiones, el reconocimiento de patrones 
y resolución de problemas, además de ser capaz de generar nuevos datos a partir 
del procesamiento de datos y tendencias que la convierten en una herramienta 
clave y revolucionaria para el desarrollo tecnológico y social del siglo xxi (Martí-
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nez, 2024). Actualmente, el Diccionario de la lengua española define la ia como 
la disciplina científica que se ocupa de crear programas informáticos que ejecutan 
operaciones comparables a las que realiza la mente humana, como el aprendizaje 
o el razonamiento lógico.

III. ORIGEN DE LA DISCUSIÓN SOBRE ÉTICA DE LA IA Y DERECHOS HUMANOS

Las discusiones sobre la ética en la ia y su relación con los derechos humanos 
no son recientes, pero la irrupción de modelos de ia generativa a disposición 
del público masivo ha elevado la cuestión en las agendas de gobiernos, organis-
mos internacionales y los ámbitos académicos. La Organización de las Naciones 
Unidas (onu) emitió, en 2021, el primer documento sobre recomendaciones a los 
Estados para el uso ético de la inteligencia artificial (unesco, 2021), centrándose 
en la necesidad de regular la ia a efecto de no dejar su desarrollo únicamente a la 
voluntad de los mercados e intereses económicos. En la misma línea argumentati-
va, la onu ha pedido a quienes desarrollan la ia generativa que prioricen la seguri-
dad y los derechos humanos por sobre las ganancias, en la reciente reunión sobre 
ia y su impacto en el discurso de odio, la desinformación y la información errónea 
(onu, 2023), ya que, si no se utiliza de manera adecuada puede producir grandes 
volúmenes de desinformación a gran escala, a un costo muy bajo y con mínima 
intervención humana, los cuales se pueden distribuir masivamente a través de las 
redes sociales, correos electrónicos masivos, mensajes de texto o anuncios. Por ello, 
la onu ha centrado esta preocupación en cuatro áreas: 1) paz y seguridad, la des-
información impulsada por la ia pone en peligro las operaciones humanitarias, 
la paz mundial y a la población civil; 2) violaciones de derechos humanos, la ia pue-
de crear y distribuir masivamente material discriminatorio, promover el lenguaje 
de odio, abuso sexual infantil, imágenes pornográficas no consentidas, violación 
de la dignidad de las mujeres, niñas y grupos lgtb, entre otras violaciones; 3) de-
mocracia en riesgo, la ia puede manipular la voluntad de las personas votantes e in-
fluir en elecciones populares a través de información falsa o sesgada que amenaza 
los procesos democráticos en todo el mundo, sin importar el grado de desarrollo 
democrático que cada país o región tenga, y 4) socavar la ciencia y las instituciones 
públicas, la ia puede potenciar campañas de desinformación con impacto en avan-
ces científicos y acciones que por décadas se han desarrollado, tales como las accio-
nes climáticas, la importancia de la educación, reducir la brecha digital, la inclusión 
de grupos discriminados o los avances científicos en salud, entre otros.

De ahí que actualmente la preocupación internacional y de los gobiernos na-
cionales se centre en que el avance de la ia no atente contra los valores y los 
derechos humanos, para que no se generen sesgos discriminatorios ni aumenten 
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las brechas de desigualdad u otras que atenten contra los valores democráticos, 
por lo que es crucial establecer principios éticos sólidos que guíen su desarro-
llo y utilización, así como asegurar que la ia beneficie a la sociedad en conjun-
to a través de una gobernanza eficaz al servicio de la humanidad (Türk, ONU, 
2023). En este sentido, la UNESCO (2021) adoptó el primer marco normati-
vo universal sobre ética de la ia bajo el nombre de Recomendación sobre la ética 
de la inteligencia artificial, que tiene como objeto la protección de los derechos 
humanos y la dignidad humana, el bienestar y la prevención de daños, apo-
yándose en principios éticos de la ciencia y la tecnología en beneficio de 
la humanidad. Esta Recomendación se basa en cuatro valores fundamentales: 
1) derechos humanos y dignidad humana; 2) vivir en sociedades pacíficas, justas 
e interconectadas; 3) garantizar la diversidad y la inclusión, y 4) fortalecimiento 
del medio ambiente y los ecosistemas. Además, establece diez principios básicos 
para un enfoque de la ética de la ia centrado en el respeto de los derechos huma-
nos, que incluyen la proporcionalidad, la seguridad, la privacidad, la gobernanza 
adaptativa, la responsabilidad, la transparencia, la supervisión humana, la sosteni-
bilidad, la sensibilización y educación, la equidad y la no discriminación (unesco, 
reia, 2021).

Actualmente, la discusión se enmarca en dos enfoques de pensamiento 
que moldean la regulación actual de la ia. Por un lado, uno basado en la autorre-
gulación y mitigación de riesgos por parte de quienes desarrollan la ia (Google, 
Microsoft, ibm, etcétera) y, por otro lado, uno que integra los derechos humanos, 
al incorporar estos principios en todo el ciclo de vida de la ia (ONU, unesco, ue, go-
biernos). La urgencia de esta discusión se debe a la rapidez en el desarrollo de la ia y 
las consecuencias negativas que provoca en el mundo, como el potencial de afian-
zar gobiernos autoritarios o populistas, debilitamiento de las democracias, utiliza-
ción de armas autónomas letales, la creación de herramientas para el control social 
como vigilancia social, incremento de la censura en la red, la limitación de liber-
tades, actos discriminatorios, ciberacoso o la comisión de ciberdelitos, entre otros. 
Como se observa, la ia, desde sus orígenes teóricos hasta su integración en la vida 
cotidiana, demuestra su creciente impacto en la sociedad y la tecnología, hacien-
do indispensable una reflexión profunda sobre sus implicaciones éticas y jurídicas.

IV. FUNDAMENTOS DE LOS DERECHOS HUMANOS Y SU RELACIÓN CON LA IA

La transformación digital contemporánea ha reconfigurado los parámetros clásicos 
de los derechos humanos, genera nuevas problemáticas en la intersección entre 
el uso de la ia y la protección de los derechos humanos. Los ordenamientos cons-
titucionales y los sistemas internacionales de protección de derechos humanos en-
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frentan desafíos sin precedentes relacionados con el desarrollo y el uso de la ia, 
la protección de datos personales, la libertad de expresión, la no discriminación 
algorítmica y la vigilancia estatal, temas que exigen una aproximación crítica tanto 
ética y jurídica como multidimensional (Mendoza Enríquez, 2021).

Es conocido que los derechos humanos constituyen un sistema normativo in-
ternacional y nacional basado en el reconocimiento de la dignidad de las personas, 
como lo establecen la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948), 
el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos (1966), el Pacto Interna-
cional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966), o la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (1969), entre otros instrumentos internacio-
nales, así como diversas constituciones nacionales. Desde la perspectiva del respeto 
a la dignidad humana, la preocupación internacional se ha enfocado en asegurar 
que el progreso científico y tecnológico, como uno de los factores más importantes 
del desarrollo humano, sirva para mejorar las condiciones de vida de las personas, 
los pueblos y las naciones, con pleno respeto a los derechos humanos y las liberta-
des fundamentales. Por ello, resulta innegable que los logros científicos y tecnoló-
gicos revisten una gran importancia para acelerar el desarrollo social y económico 
de las personas y de cualquier país; sin embargo, también pueden entrañar diver-
sos peligros para los derechos humanos, tanto civiles y políticos como sociales, 
económicos, culturales y ambientales. La preocupación internacional por estable-
cer un adecuado uso de los avances científicos y tecnológicos se vio reflejada en la 
Declaración sobre la utilización del progreso científico y tecnológico en interés de la 
paz y en beneficio de la humanidad, aprobada el 10 de noviembre de 1975, la cual 
establece la obligación de todos los Estados miembros de promover la cooperación 
internacional con el objeto de garantizar que los resultados del progreso científico 
y tecnológico se usen en pro del fortalecimiento de la paz, la seguridad internacio-
nales, la libertad y la independencia, así como del desarrollo económico y social 
de los pueblos, y hacer efectivos los derechos y las libertades. De esta forma, los Es-
tados deben tomar medidas apropiadas para asegurar que los avances científicos 
y tecnológicos, como la ia, sirvan para satisfacer las necesidades materiales y es-
pirituales de todos los sectores de la población y que estos no sean utilizados para 
limitar o dificultar el goce de las prerrogativas y las libertades fundamentales con-
sagradas en el derecho internacional de los derechos humanos. Esta Declaración 
(onu, 1975) reviste tal importancia como base para el adecuado desarrollo y uso 
de la ia, ya que establece que esta, como cualquier otro resultado de los avances 
científicos y tecnológicos de la ciencia informática, no debe utilizarse para violar 
la dignidad de la persona, la soberanía y la integridad territorial de otros Estados, 
intervenir en sus asuntos internos, hacer guerras de agresión, sofocar movimientos 
de liberación nacional o seguir políticas de discriminación de cualquier tipo. 
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A lo anterior, se añade que los Estados deben adoptar medidas tendentes a ex-
tender a todos los estratos de la población, incluidos los más vulnerables, los be-
neficios de la ciencia y la tecnología y a protegerlos, tanto en lo social como en lo 
material, de las posibles consecuencias negativas de su uso indebido en perjuicio 
de los derechos de los seres humanos o grupos, en particular de la vida privada, 
la protección de la integridad física e intelectual de la persona. Por ello, los Estados 
deben adoptar medidas necesarias, tanto políticas públicas como leyes, para ase-
gurar que los logros científicos y tecnológicos contribuyan al ejercicio pleno de los 
derechos humanos, sin discriminación alguna, con el fin de garantizar las libertades 
fundamentales y la dignidad de la humanidad.

Otros instrumentos internacionales, como diversas constituciones, reconocen 
una serie de derechos humanos entre los que se encuentra el acceso a Internet 
(por ejemplo, el artículo 4° de Constitución mexicana de 1917); destacan que las 
nuevas tecnologías de la información y comunicación son elementos clave para 
la promoción, la protección y el disfrute de los derechos humanos en Internet, 
en particular la libertad de expresión (Díaz Sanabria, 2021). El acelerado desarro-
llo y crecimiento de las tecnologías debe verse como una oportunidad para que el 
uso de la ia, como herramienta tecnológica, permita reforzar el respeto a los dere-
chos humanos, a la libertad de expresión, a la información, la protección de datos 
personales, la salud o la educación, sin discriminación alguna, evitando la censura 
y otras prácticas que violen los derechos humanos. Por ello, el enfoque de derechos 
humanos, aplicado a la ia, resulta indispensable para que cualquier desarrollo, 
uso o aplicación de esta tecnología respete, proteja y promueva la dignidad huma-
na y los derechos humanos, tal y como lo establece el artículo 1° de la Constitución 
mexicana de 1917 (cpeum). En el marco del derecho internacional de los derechos 
humanos, se establece una serie de obligaciones tanto para los Estados como para 
las empresas privadas, al reconocer que la ia no se desarrolla en un vacío normati-
vo aparente, sino que está sujeta y opera dentro de estructuras sociales existentes 
de la comunidad internacional y de los propios Estados constitucionales y demo-
cráticos de derecho, como el respeto a los derechos humanos.

V. LA DIGNIDAD HUMANA COMO PRINCIPIO RECTOR DE LA IA

La dignidad humana se constituye como el fundamento filosófico y jurídico central 
de los derechos humanos y la obligación de cualquier autoridad estatal o particu-
lares de respetarlos. Precisamente, en este punto se relaciona la ia con los dere-
chos humanos. Si se considera la dignidad humana como principio rector de la ia, 
entonces los diseños, los desarrollos, la aplicación y el uso deben estar orientados 
a respetar, preservar y potenciar ese valor intrínseco (Habermas, 2010). Como prin-
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cipio fundamental de los derechos humanos, es el punto de partida y límite para 
el desarrollo y la utilización de la ia. La dignidad humana reviste una importancia 
fundamental en el ámbito de la ia, dado que las tecnologías emergentes ejercen 
una fuerte influencia en la vida diaria de las personas y las sociedades contemporá-
neas (Breceda Pérez, 2024). Diversos ámbitos como la salud, la educación, el tra-
bajo, las comunicaciones, la libertad de expresión o información, son solo algunos 
en lo que la innovación tecnológica que ofrece la ia aporta grandes beneficios, pero 
también en muchos casos amenazas considerables para la dignidad humana, espe-
cialmente en la privacidad de los datos personales, la implementación de algoritmos 
con sesgos discriminatorios que pueden aumentar la violencia o las desigualdades 
existentes de los grupos más vulnerables (Breceda Pérez y Castillo Lara, 2023).

Preservar la dignidad humana en los sistemas de ia implica responsabilidades 
éticas y normativas significativas para todos los actores que participan en ella, en su 
creación, desarrollo, aplicación y uso, así como para los gobiernos nacionales y los 
organismos internacionales y nacionales protectores de derechos humanos. De esta 
forma, las personas desarrolladoras, las organizaciones gubernamentales y quienes 
formulan políticas públicas deben asegurarse de que las tecnologías de ia respeten 
la privacidad y la autonomía, protejan los datos personales y eviten prácticas mani-
puladoras o discriminatorias. Además, mitigar los sesgos es, sin duda, otra respon-
sabilidad crítica, ya que los sistemas de ia deben esforzarse por eliminar resultados 
que discriminen la dignidad de las personas basados en ideologías, raza, género, 
edad, nacionalidad, preferencia sexual u otras características.

VI. IMPACTOS DE LA IA SOBRE LOS DERECHOS HUMANOS

La ia es una herramienta tecnológica con un potencial inmenso para el progreso 
humano y, al mismo tiempo, con la capacidad de generar riesgos significativos para 
los derechos humanos. El despliegue de la ia tiene implicaciones directas y profun-
das, tanto positivas como negativas, sobre los derechos humanos, como se expone 
a continuación.

1. Impactos positivos de la ia en los derechos humanos

Resulta innegable que la ia es un motor revolucionario con múltiples beneficios 
para mejorar la calidad de vida de las personas, el desarrollo sostenible y la pro-
moción de los derechos humanos, pues ofrece soluciones innovadoras a desafíos 
complejos en múltiples actividades, entre las que destacan:

•	 La protección de la salud. La ia es eficaz en la detección y la prevención de en-
fermedades, pues mejora la calidad de vida de las personas pacientes, diag-
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nostica con precisión enfermedades como el cáncer o cardiopatías. En cuanto 
a la salud mental, apoya campos como la psiquiatría y la psicología mediante 
el análisis de mensajes en redes sociales para predecir riesgos de psicopatolo-
gías. Igualmente, por la capacidad para recopilar y procesar grandes volúmenes 
de datos, ayuda a las autoridades sanitarias en la toma de decisiones médicas, 
al reducir tiempos de espera y minimizar riesgos. Incluso se utiliza en el descu-
brimiento de nuevos fármacos y en la predicción de reacciones adversas a tra-
tamientos (Lanzagorta-Ortega, Carrillo Pérez y Carrillo Esper, 2023).

•	 La educación y la capacitación. La ia está transformando profundamente la edu-
cación a cualquier nivel, desde la gestión hasta las metodologías de enseñan-
za, siempre que se utilice de manera responsable y ética (Guía para el uso 
de la ia generativa en educación e investigación, unesco, 2023). La ia facili-
ta la docencia al automatizar tareas administrativas para el personal docente 
y ofrece herramientas de enseñanza, permite el monitoreo del rendimiento 
del estudiantado en tiempo real y proporciona una retroalimentación inme-
diata. Igualmente, simplifica la gestión educativa, promueve la igualdad y la 
inclusión, al adaptarse a las necesidades de las y los estudiantes, y combate 
la deserción escolar identificando a estudiantes en riesgo. La ia ayuda a demo-
cratizar el acceso al conocimiento y mejorar las previsiones estratégicas y el 
ritmo de los avances científicos. La ia puede crear contenido de aprendizaje 
personalizado, enriquecer entornos virtuales y analizar datos educativos para 
mejorar la calidad de la gestión. 

•	 Potencia el trabajo y la productividad. La ia mejora la eficiencia y la productivi-
dad impulsando la innovación y la toma de decisiones en una amplia variedad 
de sectores, que van desde las empresas privadas y públicas, oficinas del sector 
público y la agricultura hasta los medios de transporte. Sin embargo, al modi-
ficar las estructuras laborales, existen riesgos como el desplazamiento laboral 
o el incremento en la brecha digital (Granados Ferreira, 2023). 

•	 Calidad de vida. La ia contribuye a mejorar muchas tareas cotidianas de las 
personas que la utilizan en prácticamente todas las actividades de su vida 
cotidiana, a través de smartphones, bocinas o aparatos que incluyen asisten-
tes de voz, computadoras, tablets, pantallas, automóviles, casas inteligentes 
con automatización, monitoreo de redes sociales y sistemas gps que alertan 
sobre tráfico o accidentes, entre otros, que benefician la calidad de vida de los 
seres humanos.

•	 El acceso a la justicia. La ia puede mejorar el acceso a la justicia a través de sis-
temas automatizados de presentación de quejas, denuncias o demandas, jui-
cios en línea, traducción automatizada de texto y voz que facilitan los procesos 
legales. Además, la ia puede apoyar la elaboración de sentencias, la anonimi-
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zación y pseudoanonimización de decisiones judiciales para proteger datos 
personales y privacidad y el desarrollo de chatbots para responder preguntas 
jurídicas a personas no expertas, lo que podría democratizar el acceso a la ase-
soría legal. La ia también puede contribuir a una tutela judicial efectiva y a 
la prontitud en los procesos (Cantero Gamito, 2024).

La integración de la ia en múltiples campos es, sin duda, una herramienta 
muy poderosa con altos beneficios para las personas, la cual debe utilizarse con un 
enfoque basado en el respeto de los derechos humanos para contribuir significa-
tivamente a la mejora de la calidad de vida de los seres humanos a nivel global.

2. Impactos negativos de la ia sobre los derechos humanos: riesgos y desafíos

A pesar de sus beneficios, la ia plantea desafíos éticos y jurídicos significativos 
que pueden vulnerar los derechos humanos si no se abordan adecuadamente. Estos 
riesgos enfatizan la necesidad de contar con un enfoque ético y jurídico para el de-
sarrollo y el uso de la ia, por lo que los principales riesgos incluyen:

•	 Amenaza al derecho a la vida y la seguridad. Los componentes de seguridad 
de la ia en infraestructuras críticas (transporte) o en productos (cirugía asis-
tida por robot) pueden poner en riesgo la vida y la salud si fallan, al igual 
que en el uso de la ia en armas autónomas letales, como ocurre actualmen-
te en los conflictos bélicos mundiales (Rusia-Ucrania, Israel-Palestina, Is-
rael-Irán), lo que representa una amenaza para la humanidad.

•	 Amenaza a neuroderechos. Los avances en neurotecnología, impulsados por la 
ia, han dado lugar a la necesidad de proteger los neuroderechos, un nuevo 
marco de derechos humanos diseñado para salvaguardar el cerebro humano, 
su individualidad y su actividad contra posibles abusos e interferencias. Esto 
incluye la protección de la identidad y la privacidad a través del desarrollo 
y del despliegue responsables de neurotecnologías y la ia.

•	 Sesgos y discriminación algorítmica. Los sistemas de ia aprenden de los datos 
con los que son entrenados por los seres humanos. Por tanto, si hay sesgos 
en la sociedad (género, raza, orientación sexual, estado de discapacidad, an-
tecedentes educativos o ubicación geográfica), la ia puede generar, perpetuar 
y ampliar injusticias, lo que lleva a la toma de decisiones discriminatorias. 

•	 Violación de la privacidad y protección de datos. La ia requiere la recopilación 
y el análisis masivo de datos, incluyendo datos personales y biométricos, lo que 
plantea serias preocupaciones sobre la privacidad si no se manejan adecua-
damente. La falta de cumplimiento normativo, la ausencia de límites éticos 
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y jurídicos específicos, la inexistencia de medidas de seguridad o errores en el 
diseño, pueden llevar a tratamientos indebidos de datos y violaciones de de-
rechos humanos, como la suplantación de identidad, el robo de información, 
el uso ilegal de datos biométricos, fotografías o videos de las personas. La pri-
vacidad debe protegerse y promoverse a lo largo de todo el ciclo de vida de la 
ia, por lo que es crucial establecer marcos éticos y jurídicos adecuados de pro-
tección de datos y evitar al máximo los ciberdelitos.

•	 Desplazamiento laboral. La automatización de múltiples procesos de produc-
ción impulsados por ia ha comenzado a desplazar a millones de personas 
trabajadoras, especialmente en tareas repetitivas y rutinarias, lo que genera 
desafíos económicos y sociales significativos (aumento en tasas de desempleo).

•	 Seguridad y usos maliciosos. La ia puede ser utilizada con fines maliciosos, 
como el desarrollo de ataques cibernéticos más sofisticados. Existe la pre-
ocupación de que la ia pueda afianzar gobiernos autoritarios o populistas, 
manejar armas autónomas letales y crear herramientas más poderosas para 
el espionaje (programa Pegasus), el control social, la vigilancia estatal o priva-
da y la censura en la red.

•	 Falta de transparencia y explicabilidad. Los algoritmos de ia, especialmente 
los basados en el aprendizaje automático, dificultan entender cómo llegan 
a sus conclusiones. Esta opacidad puede disminuir la confianza y la rendición 
de cuentas, especialmente cuando las decisiones de la ia afectan los derechos 
humanos.

•	 Responsabilidad y rendición de cuentas. Determinar la responsabilidad legal 
en caso de decisiones incorrectas o acciones perjudiciales de los sistemas de ia 
es un desafío ético y jurídico complejo. Los sistemas de ia deben ser auditables 
y trazables, con mecanismos de supervisión y evaluación de impacto para evi-
tar conflictos con las normas de derechos humanos.

•	 Alucinaciones y errores de output. Los modelos de ia generativa pueden pro-
ducir alucinaciones o respuestas incorrectas con un alto grado de confianza, 
lo cual es especialmente riesgoso en todos los ámbitos, como la seguridad, 
el contexto legal o médico, donde la precisión es crucial.

•	 Vigilancia masiva y control social. El uso de sistemas de reconocimiento facial 
a través de datos biométricos y otras tecnologías de vigilancia masiva por par-
te de gobiernos y entidades privadas plantea graves amenazas a la privacidad 
y las libertades civiles. El uso de reconocimiento facial en el ámbito policial 
o en espacios públicos puede llevar a realizar perfiles raciales y discriminato-
rios o la vigilancia a través de datos de geolocalización en tiempo real sin con-
sentimiento o sin una orden judicial.
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•	 Impacto en la libertad de expresión y manipulación. La falta de transparencia 
en los algoritmos de moderación de contenido en las redes sociales puede 
plantear desafíos para garantizar una moderación justa y equitativa, afectan-
do la libertad de expresión. Además, la ia puede influir en el comportamiento 
individual y colectivo mediante la polarización y la deshumanización e incre-
mentar el riesgo de manipulación a medida que la tecnología avanza en la 
comprensión del funcionamiento de la mente humana.

•	 Ciberdelitos y violencia digital. La ia puede usarse para la comisión de delitos 
financieros o de cualquier otro tipo a través de la suplantación de la identidad, 
del robo de datos personales, lo que puede afectar la dignidad de las personas, 
por ejemplo: aquellos casos de violencia digital de género en contra de mujeres 
o niñas, de ciberacoso, o, incluso, la difusión de imágenes que atentan contra 
la intimidad de las personas. 

La complejidad de la ia requiere una vigilancia constante y un marco ético 
y normativo que anticipe (ex ante) y responda (ex post) a los desafíos que plantea 
para el respeto de la dignidad humana y los derechos humanos.

3. Impactos de la ia sobre los derechos digitales 

Los derechos digitales, también llamados ciberderechos (Riofrío Martínez-Villalba, 
2014), pueden conceptualizarse como una:

Extensión de los derechos humanos en el entorno virtual, comprendiendo prerrogativas 
como el derecho a la intimidad y al olvido, el acceso universal a internet, la protección 
de datos personales, la privacidad, la libertad de expresión, la seguridad digital y la au-
todeterminación informativa. (Cova Fernández, 2022, pp. 64-67)

Estos ciberderechos pueden verse potenciados por la ia, aunque también enfren-
tan riesgos al existir la posibilidad de suplantar la identidad de las personas, el robo 
de datos personales, la violación a la intimidad personal, violencia digital, el cibera-
coso o la comisión de ciberdelitos (Nava Garcés y Nuñez Ruiz, 2020).

4. La ia y su relación con el derecho a la privacidad y protección de datos personales

Al nutrirse la ia de grandes volúmenes de datos, se convierte en una tecnología 
con un impacto directo en la privacidad y la protección de datos personales. La re-
copilación y el análisis masivo y sistemático de información casi siempre incluyen 
datos personales que identifican o hacen identificables a los humanos, lo que ge-



a  f o n d o
inteligencia artificial y derechos humanos. 

hacia un marco regulatorio en méxico basado en la dignidad humana

137

nera una constante preocupación en el uso y la protección de los mismos. El trata-
miento indebido de datos, la falta de medidas de seguridad o errores en el diseño 
de la técnica podrían acarrear la violación de derechos humanos, por lo que la pri-
vacidad de datos debe protegerse y promoverse a lo largo de todo el ciclo de vida 
de la ia, y es fundamental establecer marcos adecuados de protección de datos 
(Arellano Toledo y Ochoa Villicaña, 2013).

5. La ia y el derecho a la igualdad y no discriminación

La ia se basa en algoritmos y datos para tomar decisiones, lo que puede reflejarse 
en la amplificación de sesgos discriminatorios existentes en la sociedad. La discri-
minación algorítmica ocurre cuando los sistemas automatizados afectan negati-
vamente a las personas en función de características protegidas por la ley, como 
la raza, la orientación sexual o la discapacidad. Las herramientas de actuación 
policial que se utilizan en modelos de ia predictivos sobre la evaluación de quién 
y dónde se cometerán futuros delitos, basándose en la ubicación y en los datos 
personales, pueden conducir a sesgos discriminatorios, donde las actuaciones po-
liciales y de vigilancia estatal sean desproporcionadas y violatorias de derechos 
humanos. 

6. ia y su impacto en el derecho al trabajo y el desplazamiento laboral

La ia y la automatización en los procesos de producción y la eficiencia en el tra-
bajo han supuesto un salto significativo en el desarrollo económico y una herra-
mienta eficaz que puede generar nuevas oportunidades y transformar el trabajo, 
requiriendo un enfoque en la capacitación y el desarrollo de nuevas competencias 
digitales para mitigar las consecuencias negativas en las fuerzas laborales. Sin em-
bargo, como ya se ha mencionado, también plantea un riesgo en el desplazamiento 
de millones de empleos, especialmente en tareas repetitivas y rutinarias que pue-
den ser asumidas por sistemas de ia avanzados, como cajeros en supermercados, 
recepcionistas, obreros en industrias automatizadas (Pérez Martínez y Barrionue-
vo-Nuñez, 2025).

7. ia y derecho a la libertad de expresión y opinión en espacios digitales

La ia puede influir en la libertad de expresión y opinión a través de la moderación 
de contenido y la difusión de información cierta o falsa. La falta de transparencia 
en los algoritmos utilizados por la ia puede plantear un desafío legal para garan-
tizar una moderación justa y equitativa de los contenidos. Existe el riesgo de que 
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la ia se utilice para campañas de desinformación y falsificaciones de alta calidad, 
especialmente en contextos político-electorales, lo que puede minar los avances de-
mocráticos, la libertad de pensamiento y opinión informada. Por ello, es importante 
establecer procedimientos claros y accesibles para que las personas usuarias pue-
dan apelar las decisiones y moderaciones tomadas por la ia y obtener una revisión 
humana (Larrondo y Grandi, 2021).

8. ia, género y derechos humanos de las mujeres

El uso de sistemas de ia puede poner en peligro los derechos humanos de las mu-
jeres y la erradicación de todo tipo de discriminación en su contra (cedaw, 1979), 
a través de sesgos discriminatorios en razón de género, del aumento de violencia 
digital con la utilización de imágenes no autorizadas o creadas con ia para difundir 
pornografía deepfake, del acoso sexual o de los efectos discriminatorios por razón 
de género, lo que requiere de controles éticos rigurosos y regulaciones sólidas para 
erradicar y castigar este tipo de actos. Sin embargo, por otro lado, la ia puede po-
tenciar el acceso de las mujeres a la educación, la atención médica y los servicios 
financieros, promoviendo la igualdad de género y el desarrollo sostenible. La onu 
ha propuesto el Pacto Digital Mundial con el fin de aportar recomendaciones con-
cretas para emplear la velocidad, la escala y el alcance de la transformación digi-
tal en beneficio del empoderamiento de las mujeres y niñas en toda su diversidad 
y para detonar transformaciones que pongan a los países en la vía de un futuro di-
gital justo para todas las personas (onu Mujeres, 2024).

VII. PRINCIPIOS ÉTICOS Y POSTURAS SOBRE LA REGULACIÓN DE LA IA

Como ya se ha mencionado, la protección de los derechos humanos y la dignidad 
de la persona son la piedra angular en la que descansan los principios éticos sobre 
los cuales debe guiarse la ia y su regulación. La ética en el desarrollo y el uso de 
la ia desempeña un papel fundamental en la aplicación de valores y principios 
morales en la tecnología que abarca conceptos como responsabilidad algorítmica, 
transparencia en el funcionamiento y la privacidad en los datos de las personas 
usuarias. Sirven, precisamente, como principios orientadores para garantizar el res-
peto a la dignidad humana y los derechos humanos (Ausín, 2021).

El vertiginoso avance de la ia ha catalizado actualmente un debate global so-
bre la necesidad y el alcance de su regulación. Existen distintas posiciones adop-
tadas por organismos internacionales, personas desarrolladoras, gobiernos y la 
academia en torno a la gobernanza de la ia, así como los principios éticos emer-
gentes que buscan orientar su desarrollo y aplicación. Las tensiones ocurren entre 
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la promoción de la innovación tecnológica de la ia y la protección de los dere-
chos fundamentales como la libertad, la seguridad y la equidad (unesco, 2021). 
Por ello, debe existir una visión de la regulación de la ia que integre la flexibilidad, 
la cooperación multidisciplinaria y la primacía de los derechos humanos. La au-
sencia de un marco regulatorio global unificado ha dado lugar a una multiplicidad 
de enfoques y posiciones, reflejo de las distintas prioridades, sistemas jurídicos 
y valores culturales, sobre los principios éticos y la necesidad de regulación de la 
ia. Las posturas en torno a la regulación de la ia pueden clasificarse en un grupo 
que va desde perspectivas minimalistas, que priorizan la autorregulación y la inno-
vación, hasta propuestas más robustas que abogan por marcos legales obligatorios 
(Llamas Covarrubias, Méndoza Enríquez y Graff Guerrero, 2022).

1. Perspectiva pro innovación y autorregulación de la ia

Desde la perspectiva de la industria tecnológica y algunos gobiernos con economías 
altamente digitalizadas, se ha sostenido que, si bien se requiere de una regulación 
global de la ia, esta no debe limitar su desarrollo ni los beneficios que genera a las 
personas y a las economías, en el entendido de que una excesiva o prematura re-
gulación de la ia podría sofocar la innovación, ralentizar el desarrollo tecnológico 
y limitar la competitividad (Pérez-Bes, 2024). Esta postura, aunque cada vez mi-
noritaria, aboga por la autorregulación de las empresas desarrolladoras de ia a tra-
vés de códigos de conducta voluntarios, estándares técnicos y certificaciones, bajo 
el argumento de que la flexibilidad de estos mecanismos permite una adaptación 
más rápida a los avances tecnológicos y fomenta un ecosistema de innovación sóli-
do (Wilczek, Thäsler-kordonouri y Eder, 2024). En esta posición se prioriza un enfo-
que ex post (basado en la respuesta a los daños una vez que ocurren), sobre uno ex 
ante (que busca prevenir los daños a través de la regulación previa) (Veale, Matus 
y Gorwa, 2023). Un ejemplo de esta tendencia se observa en las primeras propues-
tas de las empresas tecnológicas que enfatizan la creación de marcos éticos internos 
y la transparencia de sus algoritmos como mecanismos de confianza, sin necesa-
riamente abogar por una intervención estatal fuerte que limite el desarrollo de la 
ia. Empresas tecnológicas, como Google o Microsoft, han formulado sus propios 
principios éticos de la ia con una perspectiva en la innovación responsable y la 
construcción de confianza (Llamas Covarrubias, Mendoza Enríquez y Graff Gue-
rrero, 2022). Google, por ejemplo, estableció en 2018 sus propios principios éticos 
para la ia, que incluyen 1) innovación audaz, donde la ia ayude, empodere e ins-
pire a las personas en casi todos los campos del esfuerzo humano, impulse el de-
sarrollo económico, mejore vidas, permita avances científicos y ayude a abordar 
los mayores desafíos de la humanidad; 2) desarrollo y despliegue responsables, la ia 
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debe ser responsable en el desarrollo e implementación, desde su diseño, pruebas, 
iteración (conjunto de acciones reiteradas para mejorar un resultado o alcanzar 
una meta), aprendiendo a medida que la ia avanza y los usos evolucionan; 3) pro-
greso colaborativo juntos, donde las herramientas creadas permitan a otras personas 
aprovechar la ia para beneficio individual y colectivo (Google, 2018). Por su parte, 
Microsoft (2018) estableció seis principios de ia responsable: 1) equidad, 2) con- 
fiabilidad y seguridad, 3) privacidad y seguridad, 4) inclusión, 5) transparencia y 
6) responsabilidad.

Si bien esos principios éticos son loables, tienen como punto débil el hecho 
de que su implementación y verificación dependen de mecanismos internos de las 
empresas, lo que plantea interrogantes sobre la independencia y la efectividad de la 
supervisión.

2. Enfoques basados en niveles de riesgo y la necesidad de un marco regulatorio

En esta postura, adoptada en la actualidad por un número creciente de gobiernos 
y organizaciones internacionales (onu, unesco, ue), se propone una regulación 
diferenciada de la ia en función del nivel de riesgo que la tecnología pueda gene-
rar para los derechos humanos, la seguridad y otros bienes jurídicos protegidos. 
La idea central es imponer obligaciones más estrictas a los sistemas de ia conside-
rados de alto riesgo, mientras que los sistemas de bajo riesgo tendrían menos car-
gas regulatorias (Comisión Europea, 2021). El ejemplo más paradigmático de ese 
enfoque es la reciente Ley de Inteligencia Artificial de la Unión Europea, de 2024 
(ue ai Act, 2024), que clasifica los sistemas de ia en niveles de riesgo inaceptable, 
alto, limitado y mínimo; establece, además, requisitos específicos para cada una. 
Esta propuesta ha sido influyente en la discusión global, promueve conceptos como 
la evaluación de impacto en derechos fundamentales, la transparencia y la super-
visión humana.

3. Enfoques basados en principios éticos y derechos humanos

Un sector significativo de la academia, organizaciones de la sociedad civil y algu-
nos organismos internacionales abogan por un marco regulatorio que sitúe los de-
rechos humanos y los principios éticos en el centro del desarrollo y uso de la ia. 
Esa postura enfatiza que la regulación no debe ser meramente un freno a la inno-
vación, sino un garante de los valores democráticos, la justicia social y la dignidad 
humana (onu, 2019). Se busca una regulación proactiva que prevenga la discrimi-
nación algorítmica, asegure la privacidad, garantice la responsabilidad y promue-
va la explicabilidad de las decisiones automatizadas. En ese sentido, la unesco 
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ha adoptado la Recomendación sobre la Ética de la Inteligencia Artificial (2021), 
que establece un marco global basado en valores como la equidad, la no discri-
minación, la transparencia, la responsabilidad y el respeto de la privacidad e ins-
ta a los Estados miembros a traducirlos en políticas públicas y marcos jurídicos, 
así como a que tomen en consideración lo siguiente:

a)	 Proporcionalidad e inocuidad. El uso de sistemas de ia no debe ir más allá de lo 
necesario para alcanzar un objetivo legítimo. La evaluación de riesgos debe 
utilizarse para prevenir los daños que puedan derivarse de usos ilegítimos.

b)	 Seguridad y protección. Los daños no deseados (riesgos de seguridad) y las vul-
nerabilidades a los ataques (riesgos de protección) deben ser evitados y toma-
dos en consideración.

c)	 Gobernanza y colaboración adaptativas y de múltiples partes interesadas. Debe 
respetarse el uso de datos, la dignidad de las personas, el derecho interna-
cional y la soberanía nacional. La participación de diversas partes, a lo largo 
de los sistemas de ia, es necesaria para el desarrollo de enfoques inclusivos 
de gobernanza.

d)	Responsabilidad y rendición de cuentas. Los sistemas de ia deben ser auditables 
y trazables, con mecanismos de supervisión, evaluación de impacto, auditoría y 
debida diligencia para evitar conflictos con las normas de derechos humanos 
y amenazas al bienestar medioambiental.

e)	 Transparencia y explicabilidad. El despliegue ético de los sistemas de ia depen-
de de su transparencia y explicabilidad. El nivel debe ser adecuado al contexto, 
ya que puede haber tensiones con otros principios como la privacidad, la se-
guridad y la protección.

f)	 Supervisión y decisión humanas. Los Estados deben velar por atribuir la res-
ponsabilidad ética y jurídica a personas físicas o entidades jurídicas existentes, 
no virtuales.

g)	 Sostenibilidad. Las tecnologías de ia deben evaluarse en función de su impac-
to en la sostenibilidad, entendida como un conjunto de objetivos en constante 
evolución, incluidos los establecidos en los objetivos del desarrollo sostenible 
(ods) de la Agenda 2030.

h)	Sensibilización y educación. La sensibilización y la comprensión del público res-
pecto de la ia y del valor de los datos deberían promoverse mediante una edu-
cación abierta y accesible, la participación cívica, las competencias digitales 
y la capacitación y alfabetización mediática.

i)	 Equidad y no discriminación. Los actores de la ia deben promover la justi-
cia social, salvaguardar la equidad y luchar contra todo tipo de discrimina-
ción, adoptando un enfoque inclusivo para garantizar que los beneficios de la 
ia sean accesibles para todas las personas.
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Esos principios éticos deben guiar el desarrollo de una ia responsable, los cua-
les incluyen cuatro elementos fundamentales según las directrices europeas: 1) 
respeto a la autonomía humana, que significa que los sistemas de ia operen bajo 
supervisión significativa de las personas, manteniendo la capacidad humana para 
la toma de decisiones críticas; 2) prevención del daño, lo que implica tanto la pro-
moción activa del bienestar (beneficencia) como la evitación de consecuencias ne-
gativas (no maleficencia); 3) equidad, los sistemas de ia deben ser justos y libres 
de sesgos discriminatorios y, 4) explicabilidad, se requiere transparencia en los pro-
cesos de toma de decisiones algorítmicas. 

Organismos internacionales como la ocde, conscientes de los riesgos que con-
lleva la ia para los derechos humanos, aprobaron una serie de Principios para una ia 
confiable (ocde, 2024), basados en valores democráticos que coinciden en la ne-
cesidad de establecer estándares para la ia que son prácticos y lo suficientemente 
flexibles en el tiempo, tales como 1) el crecimiento inclusivo, desarrollo sostenible 
y bienestar; 2) derechos humanos y valores democráticos, incluidas la equidad y la 
privacidad; 3) transparencia y explicabilidad; 4) robustez, seguridad y protección y, 
5) responsabilidad. Por su parte, el Consejo de Europa, en la Convención Marco so-
bre Inteligencia Artificial (2024), propone la primacía de los derechos humanos, 
el Estado de derecho y la democracia, con principios como 1) dignidad humana 
y autonomía individual, 2) igualdad y no discriminación, 3) respeto a la privacidad y 
protección de datos personales, 4) transparencia y supervisión, 5) rendición de cuentas 
y responsabilidad, 6) fiabilidad e 7) innovación segura.

4. Enfoques basados en los principios del constitucionalismo y convencionalismo

Desde la perspectiva del derecho constitucional, particularmente en los contextos 
mexicano y latinoamericano, la regulación de la ia debe enmarcarse en el respeto 
a los principios fundamentales sobre los cuales descansa el Estado constitucional 
y democrático de derecho, incluido el respeto a los derechos humanos reconocidos 
en el bloque de constitucionalidad y convencionalidad. Eso implica que cualquier 
ley o política dirigida a regular la ia debe ser compatible con la Constitución y los 
tratados internacionales de derechos humanos. Ese enfoque exige que la ia res-
pete la dignidad humana, los derechos humanos y los principios democráticos. 
Los sistemas de ia deben estar sujetos a un escrutinio riguroso con mecanismos 
efectivos de control, exigibilidad y reparación ante posibles violaciones de dere-
chos humanos.
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VIII. PRINCIPIOS ÉTICOS Y MARCOS REGULATORIOS DE LA IA

La comunidad internacional y los gobiernos de diversos países preocupados por los 
riesgos de la ia han comenzado a crear una serie de principios éticos y generar nor-
mativas que garanticen que los sistemas de ia sean confiables y seguros. 

1. China

En China se ha optado por un enfoque normativo más centralizado y dirigido por el 
Estado, con un fuerte énfasis en la ética y la regulación del uso de la ia en áreas 
como la seguridad y la gobernanza social. De esa forma, en 2017, China publicó 
la estrategia nacional de ia denominada Plan de Desarrollo de Inteligencia Artificial 
de Nueva Generación, con objetivos geopolíticos, fiscales, jurídicos y éticos (Wu, F., 
Lu, C., Zhu, M. et al. 2020). Posteriormente, el Ministerio de Ciencia y Tecnología 
de la República Popular de China estableció un Comité Nacional de Gobernanza 
para la IA de Nueva Generación, que publicó en 2019 los:

Principios de Gobernanza para la inteligencia artificial de nueva generación: Desarrollo de 
inteligencia artificial responsable, para promover el desarrollo de la IA, generar un mejor 
equilibrio entre desarrollo y gobernanza, garantizar la seguridad, fiabilidad y contro-
labilidad de la IA, apoyar los pilares económico, social y ambiental de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible y construir conjuntamente una comunidad de futuro compartido. 
(Wu, Huang y Gong, 2020, p. 303)

Todos los actores involucrados deben observar los siguientes principios: 

1) Armonía y amistad con los humanos: La ia debe ajustarse a los valores humanos y 
principios éticos, promover la armonía entre humanos y máquinas que contribuya al 
progreso de la civilización; 2) Equidad y justicia: La ia debe promover la equidad y la 
justicia, proteger los derechos e intereses de todas las partes interesadas y promover la 
igualdad de oportunidades, debiendo eliminar al máximo los prejuicios y la discrimi-
nación en los procesos de adquisición de datos, diseño de algoritmos, desarrollo tecno-
lógico y desarrollo y aplicación de productos; 3) Inclusión y compartición: La ia debe 
promover el desarrollo verde para cumplir con los requisitos de respeto al medio am-
biente y conservación de recursos, promoviendo la transformación y la modernización 
de todas las industrias, reduciendo las disparidades regionales, así como el desarrollo 
inclusivo mediante una mejor educación y formación. Debe apoyar a los grupos vulne-
rables para adaptarse y realizar esfuerzos para eliminar la brecha digital, promover el 
desarrollo compartido, evitando los monopolios de datos y plataformas, así como pro-
mover una competencia abierta y justa; 4) Respeto y privacidad: La ia debe respetar y 
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proteger la privacidad de las personas, así como su derecho a saber y a elegir, estable-
ciendo límites y normas para la recopilación, el almacenamiento, el procesamiento y 
el uso de la información personal; 5) Seguridad y controlabilidad: La transparencia, la 
interpretabilidad, la fiabilidad y la controlabilidad de los sistemas de IA deben mejorar-
se continuamente para que sean más trazables, fiables y fáciles de auditar y supervisar; 
6) Responsabilidad compartida: Los desarrolladores, usuarios y demás partes interesadas 
de IA deben tener un alto sentido de responsabilidad social y autodisciplina, debiendo 
cumplir estrictamente las leyes, regulaciones, principios éticos, estándares técnicos y 
normas sociales. Se debe informar sobre los posibles riesgos e impactos en el uso de la 
IA y prohibir actividades ilegales; 7) Apertura y colaboración: Se deben fomentar la coo-
peración interdisciplinaria y transfronteriza en el desarrollo de la ia, las interacciones 
coordinadas entre organizaciones internacionales, agencias gubernamentales, institu-
ciones de investigación, instituciones educativas, industrias, organizaciones sociales y 
la ciudadanía en general en el desarrollo y la gobernanza de la ia; y 8) Gobernaza ágil: 
La gobernanza de la ia debe respetar los principios fundamentales de su desarrollo, 
debiendo mantener una vigilancia rigurosa para detectar y resolver posibles problemas 
de forma oportuna. La gobernanza de la ia debe ser adaptativa e inclusiva, mejoran-
do constantemente el nivel de inteligencia de las tecnologías, optimizando los meca-
nismos de gestión e interactuando con las diversas partes interesadas para mejorar las 
instituciones de gobernanza. Se requiere investigación continua y previsión de los posi-
bles riesgos de un mayor nivel de IA en el futuro para garantizar que siempre sea bene-
ficiosa para la sociedad. (Wu, Huang y Gong, 2020, pp. 303-307)

Cabe señalar que, junto con esos principios éticos, se aprobó también un códi-
go de ética en 2021, que integra la ética en todo el ciclo de vida de la ia. Asimismo, 
se aprobaron las Directrices para la Prevención de Riesgos Éticos de Seguridad en In-
teligencia Artificial, publicadas por el organismo de estándares de ciberseguridad 
de China en 2021 (Filipova, 2024). Igualmente, “en agosto de 2023, China publicó 
un anteproyecto de ley elaborado por un grupo de investigadores de la Academia 
China de Ciencias Sociales como Ley Modelo sobre inteligencia artificial y de la in-
teligencia artificial generativa” (Filipova, 2024, pp. 50 y 51). Este proyecto aplica 
a los servicios de ia generativa ofrecidos al público y establece obligaciones para 
quienes proveen de servicios, tales como centrarse en el beneficio de las personas 
(art. 4); garantizar la seguridad de la investigación y de los productos basados en la 
ia (art. 5); apertura, transparencia y explicabilidad (art. 6); rendición de cuentas 
y responsabilidad jurídica de quienes participan en la investigación, el desarrollo, 
el suministro o el uso de la ia (art. 7); equidad e igualdad (art. 8); eficiencia de los 
recursos y protección del medio ambiente (art. 9); promoción de la innovación 
(art. 10); cooperación internacional (art. 11), legalidad y legitimidad, obligación 
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de adherirse a los valores fundamentales socialistas (art. 14). De acuerdo con esta 
normativa, “la responsabilidad principal recae en los proveedores, pero los desa-
rrolladores deben brindar la asistencia necesaria, explicando algoritmos y evitando 
riesgos del modelo” (Filipova, 2024, pp. 53 y 54).

2. Estados Unidos de América

En Estados Unidos la regulación de la ia se ha caracterizado por un enfoque 
más pragmático y fragmentado, centrado en un modelo sectorial donde las indus-
trias específicas establecen sus propias normas bajo supervisión federal limitada 
(Litwin y Racabi, 2024). Si bien no existe una ley federal única, documentos como 
el Marco de Gestión de Riesgos de ia, del Instituto Nacional de Estándares y Tecnolo-
gía (nist), destacan la importancia de la transparencia, la equidad y la minimiza-
ción de riesgos en los sistemas de ia (Cameron, 2023).

La Oficina de Política Científica y Tecnológica de la Casa Blanca propuso, 
en 2022, una Declaración de Derechos sobre Inteligencia Sartificial (AI Bill of Rights), 
que contiene cinco principios que orientan el diseño, el uso y el despliegue de los 
sistemas de la ia con el fin de proteger los derechos civiles de la ciudadanía, en-
tre los que se encuentran “1) Sistemas seguros y efectivos; 2) Protección contra 
la discriminación algorítmica, 3) Privacidad de los datos 4) Notificación y expli-
cación; y 5) Alternativas humanas, consideración y respaldo” (Filipova, 2024, pp. 
61-64). Los principios de la ia Bill of Rights sugieren que las personas diseñadoras, 
desarrolladoras e implantadoras de los sistemas automatizados de la ia trabajen 
con diversas comunidades para considerar los riesgos, realicen pruebas previas 
a la implementación, identifiquen, mitiguen riesgos y monitoreen continuamente 
los sistemas de IA, centrándose en 1) sistemas seguros y efectivos, los sistemas auto-
matizados deben desarrollarse consultando a diversas comunidades, partes intere-
sadas y expertas en la materia para identificar preocupaciones, riesgos y posibles 
impactos del sistema; 2) protección contra la discriminación de los algoritmos, se tie-
nen que tomar medidas proactivas y continuas para proteger a las personas y co-
munidades de la discriminación algorítmica y para utilizar y diseñar los sistemas 
de forma equitativa; 3) privacidad de los datos, se ha de pedir permiso y respetar 
las decisiones de las personas sobre la recogida, el uso, el acceso, la transferencia 
y la supresión de sus datos de forma adecuada; 4) notificación y explicación, se debe 
proporcionar una descripción clara del funcionamiento general del sistema y el pa-
pel que desempeña la automatización, la notificación de que tales sistemas están 
en uso, y la persona u organización responsable del sistema; 5) evaluación por un 
ser humano y proceso de corrección en caso de fallo de la ai (fallback), debe ser posi-
ble optar por una alternativa humana en detrimento de los sistemas automatizados 
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cuando proceda o sea idóneo, en función de las expectativas razonables en un con-
texto dado y centrándose en garantizar una amplia accesibilidad y proteger al pú-
blico de impactos especialmente perjudiciales (Krantz y Jonker, 2024). 

Estos principios han sido sustituidos por la orden ejecutiva dictada por el pre-
sidente de los Estados Unidos Donald Trump sobre la ia el 23 de julio de 2025, ti-
tulada “Prevención de la ia ‘woke’ en el gobierno federal (Preventing Woke ia in 
the Federal Government)”, la cual establece una política orientada a garantizar 
que los modelos de lenguaje de gran escala (llms) adquiridos y utilizados por las 
agencias federales sean veraces, objetivos y no partidistas, por lo que el gobierno 
de los Estados Unidos solo debe adquirir modelos de ia fiables que no contengan 
sesgos ideológicos, como aquellos asociados con los principios de diversidad, equi-
dad e inclusión (dei). Dicha orden ejecutiva establece los principios de la ia en 
los Estados Unidos, que son 1) búsqueda de la verdad y la objetividad; 2) neutra-
lidad ideológica e 3) innovación y desregulación. Con ello, se busca asegurar el li-
derazgo global de aquel país en ia, sustentado en tres pilares: 1) aceleración de la 
innovación, 2) creación de infraestructura, y 3) liderazgo en diplomacia y seguri-
dad internacional.

3. Unión Europea

En la Unión Europea (ue) se institucionalizaron muchos de esos principios a tra-
vés de requisitos legales y estableciendo una categorización por riesgo, que se basa 
en principios como la supervisión humana, la robustez y seguridad técnica, la pri-
vacidad y gobernanza de datos, la transparencia, la diversidad, no discriminación 
y equidad, el bienestar social y medioambiental, así como la rendición de cuentas. 
De esta forma:

la Unión Europea se ha posicionado como líder global en la regulación de la ia, con la 
aprobación de la primera Ley de Inteligencia Artificial (eu ia Act), considerada el pri-
mer marco legal integral para la ia a nivel mundial que entró en vigor el 1 de agosto de 
2024, con plena aplicabilidad dos años después, el 2 de agosto de 2026, y algunas ex-
cepciones para la entrada en vigor de ciertas disposiciones (Filipova, 2024. pp.59 y 60).

La ley de ia de la ue contiene normas sobre los diferentes niveles de riesgo 
de la ia, aunque se observan disposiciones que podrían ser ineficaces para lograr 
sus objetivos (Veale y Borguesius, 2021). Dicho precepto adopta un enfoque basa-
do en el riesgo, clasificando los sistemas de ia en cuatro niveles (Foomany, 2024): 
1) riesgo inaceptable, prohíbe sistemas que representen una clara amenaza para 
la seguridad, los medios de vida y los derechos de las personas, incluyendo prác-
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ticas manipuladoras y el engaño basados en ia, la explotación nociva de vulnera-
bilidades, la puntuación social, la evaluación o predicción del riesgo de infracción 
penal individual, el raspado no selectivo de Internet para crear bases de datos 
de reconocimiento facial, el reconocimiento de emociones en lugares de trabajo 
y educativos, la categorización biométrica para deducir características protegidas y 
la identificación biométrica remota en tiempo real con fines policiales en espacios 
públicos (art. 5, eu ia Act); 2) riesgo alto, clasifica amenazas graves para la salud, 
la seguridad o los derechos fundamentales, abarcando componentes de seguridad 
en infraestructuras críticas, soluciones de ia en instituciones educativas que deter-
minan el acceso a la educación, componentes de seguridad de productos basados 
en ia (cirugía robótica), herramientas de ia para el empleo y la gestión de perso-
nas trabajadoras, ia para acceso a servicios públicos y privados esenciales (puntua-
ción crediticia), sistemas para identificación biométrica remota y reconocimiento 
de emociones, casos de uso en fuerzas de seguridad que interfieren con derechos 
fundamentales, ia en gestión de migración o asilo y soluciones en la administración 
de justicia y procesos democráticos —estos sistemas están sujetos a estrictas obliga-
ciones antes de su comercialización, incluyendo evaluación y mitigación de riesgos, 
alta calidad de datos para minimizar discriminación, registro de actividad, docu-
mentación detallada, información clara a la implementadora o al implementador, 
supervisión humana adecuada y altos niveles de robustez, ciberseguridad y pre-
cisión (art. 7, eu ia Act)—; 3) riesgo limitado, es necesaria la transparencia en el 
uso de la ia, exigiendo que las personas usuarias sean conscientes de que están 
interactuando con un sistema de ia (chatbots) y que el contenido generado por ia 
sea identificable y etiquetado (deepfakes) y, 4) riesgo mínimo o nulo, la mayoría 
de los sistemas de ia actuales se ubican en esta categoría y no están sujetos a regu-
laciones específicas bajo la ley de ia de la ue.

Por su parte, el Consejo de Europa aprobó, en 2024, el Convenio Marco del Con-
sejo de Europa sobre Inteligencia Artificial, y este es el primer acuerdo internacional 
jurídicamente vinculante en materia de ia, el cual se encuentra plenamente acorde 
con la ley de ia de la ue. El Convenio establece una serie de principios fundamen-
tales para asegurar que la ia se desarrolle y utilice de manera adecuada para ga-
rantizar que sea compatible con los derechos humanos, la democracia y el Estado 
de derecho, lo que permite, al mismo tiempo, la innovación y la confianza. Incluye 
una serie de conceptos clave como el enfoque basado en el riesgo, la transparencia 
de los sistemas de ia y los contenidos generados por ia, así como obligaciones de-
talladas de documentos considerados de alto riesgo y las obligaciones de gestión 
de riesgos, con la posibilidad de introducir prohibiciones para los sistemas de ia 
considerados como clara amenaza para los derechos fundamentales. De esa forma, 
los principios contenidos en el Convenio Marco del Consejo de Europa sobre ia son 



148

  DI GN ITA S  /   a ñ o  x v i i i ,  n ú m .  5 6 ,  s e p t i e m b r e - d i c i e m b r e  d e  2 0 2 5

1) dignidad humana y autonomía individual, la ia no debe menoscabar la dignidad 
humana ni limitar la autonomía de las personas, los sistemas de ia tienen que dise-
ñarse y utilizarse de manera que respeten la libertad de elección y la toma de deci-
siones informada; 2) transparencia y rendición de cuentas, los sistemas de ia han de 
ser transparentes y comprensibles, permitiendo a las personas saber cómo funcio-
nan y cómo se toman las decisiones, debiendo establecer mecanismos de supervi-
sión y auditoría para garantizar la responsabilidad y la fiabilidad; 3) igualdad y no 
discriminación, la ia no ha de generar ni de perpetuar discriminaciones basadas 
en género, raza, origen étnico, religión, discapacidad u otras características prote-
gidas, se tiene que implementar medidas para prevenir y corregir cualquier sesgo 
discriminatorio en los sistemas de ia; 4) privacidad y protección de datos personales, 
la ia no debe generar ni perpetuar discriminaciones basadas en género, raza, ori-
gen étnico, religión, discapacidad u otras características protegidas, se deben im-
plementar medidas para prevenir y corregir cualquier sesgo discriminatorio en los 
sistemas de ia; 5) confiabilidad, los sistemas de ia deben ser fiables y seguros, 
con un rendimiento consistente y predecible, se deben realizar pruebas exhaustivas 
y evaluaciones de riesgo para garantizar que los sistemas de ia funcionen de ma-
nera segura y confiable y, 6) innovación segura, el convenio busca promover la in-
novación en el campo de la ia, pero de manera que se minimicen los riesgos para 
los derechos humanos, la democracia y el Estado de derecho, se debe fomentar 
la investigación y el desarrollo de sistemas de ia que sean seguros y éticos.

4. América Latina

En América Latina el desarrollo normativo de la ia es todavía incipiente. Aunque 
Perú ya cuenta con una ley de ia, en la mayoría de los países como Argentina, 
Brasil, Chile, Costa Rica o México se han comenzado a discutir diversos proyectos 
de ley para regular la ia, sin que hasta la fecha tengan una normatividad aprobada. 
La convergencia basada en los niveles de riesgo de la ley de ia de la ue es una ten-
dencia en varias naciones de América Latina, pero su implementación está aún en 
desarrollo (Ulloa, 2024). 

A. Perú

En Perú se publicó, en 2023, la Ley n° 31814, que promueve el uso de la ia en favor 
del desarrollo económico y social del país y ayudar a responder a los desafíos globales 
clave, en cuyo artículo 3º se define la ia como una tecnología emergente de propó-
sito general que tiene el potencial de mejorar el bienestar de las personas, contri-
buir a una actividad económica global sostenible positiva, aumentar la innovación 
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y la productividad. Asimismo, en el artículo único del título preliminar se esta-
blecen como principios de la ia los siguientes: a) estándares de seguridad basa-
dos en riesgos, b) enfoque de pluralidad de participantes, c) gobernanza de Internet, 
d) sociedad digital, e) desarrollo ético y f) privacidad de la ia. 

B. Parlamento latinoamericano

En diciembre de 2024 el Parlamento Latinoamericano (parlatino) elaboró la Ley 
Modelo de Inteligencia Artificial para América Latina y el Caribe, que incluye 
una sección sobre principios fundamentales y derechos, inspirándose en la serie 
de derechos específicos relacionados con la ia que propone la Recomendación de la 
unesco, entre los que se encuentran el derecho al olvido en Internet y a la des-
conexión; el derecho al legado digital y a la protección de la integridad personal 
contra la tecnología; el derecho a la libertad de expresión en la red sin limitaciones 
por filtrado o bloqueo automático; el derecho a la identidad personal digital y a 
la privacidad en entornos tecnológicos, incluyendo la protección de datos perso-
nales y la privacidad de las comunicaciones en línea; el derecho a la transparencia 
y rendición de cuentas en el uso de algoritmos, y el derecho a una última instancia 
humana en las decisiones de sistemas expertos. Además, considera los neurodere-
chos como elementos fundamentales por proteger, reconociendo que los avances 
en neurotecnología superan la gobernanza y buscan salvaguardar la identidad y la 
privacidad del cerebro humano.

C. México

México, aunque ha sido impulsor en la materia de planes de acción concretos para 
la ia, no cuenta con una regulación específica en el uso de la ia, guiándose por dis-
posiciones constitucionales y legislación fragmentada (Medina Romero y Torres 
Chávez, 2025). Actualmente se discuten múltiples iniciativas de ley para regular 
la ia (Espinosa Torres, 2024). En cuanto a las políticas públicas, el gobierno mexi-
cano creó, en 2024, la Agencia de Transformación Digital y Telecomunicaciones, 
la cual tiene por objeto impulsar la digitalización de trámites y la transformación 
digital del gobierno mexicano, buscando mejorar el acceso de las personas a servi-
cios y derechos digitales. Recientemente, en 2025, el Congreso de la Unión aprobó 
un paquete de reformas a las leyes de seguridad y telecomunicaciones con el fin de 
ampliar el control del Estado sobre datos personales, lo que conlleva una serie 
de riesgos para los derechos humanos, ya que se le permite a la autoridad el acceso 
sin una orden judicial a datos biométricos, de geolocalización y personales. Igual-
mente, se impone una curp biométrica obligatoria y se centraliza la vigilancia en la 
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Guardia Nacional y el Centro Nacional de Inteligencia, lo que puede derivar en un 
sistema de vigilancia estatal extremo (artículo 19, 2025). 

IX. ANÁLISIS COMPARADO Y TRAZABILIDAD DE LOS PRINCIPIOS ÉTICOS 

Y REGULATORIOS DE LA IA

Comparando las distintas posiciones y principios, se observa una notable conver-
gencia en la preocupación por la ética, la transparencia, la responsabilidad y la pro-
tección de los derechos humanos. Sin embargo, las diferencias radican en el cómo 
se busca materializar estos principios. Por ejemplo:

Existe una evidente tensión natural entre la posición que aboga por el libre desarro-
llo de la innovación tecnológica contraria a aquella que se inclina por la regulación de 
la ia, debido a que los desarrolladores y algunos gobiernos priorizan la innovación y 
la flexibilidad, mientras que la academia, los organismos internacionales y gobiernos 
se orientan a la protección de la dignidad humana y los derechos humanos mediante 
una regulación de la ia más robusta que prevenga daños antes de que ocurran, ex ante. 
(Filipova, 2024. pp. 59-66)

La ley de ia de la ue y el Convenio Marco sobre Inteligencia Artificial del Con-
sejo de Europa son ejemplos claros que intentan equilibrar tanto el libre desarrollo 
como la regulación de la ia, al introducir una regulación obligatoria basada en ni-
veles de riesgos y con un enfoque en una serie de principios éticos.

En cuanto a la eficacia de:

los principios propuestos tanto por los organismos internacionales (unesco, ocde) 
como por los desarrolladores de ia (Google, Microsoft, Openai, etc.), son en su ma-
yoría, recomendaciones o directrices no vinculantes que buscan orientar las políticas 
nacionales, los que, si bien resultan importantes para el desarrollo y uso de la ia, en la 
realidad resultan una mera declaración de buenas intenciones. Por el contrario, la pro-
puesta de la ue busca convertir los principios éticos en requisitos legales obligatorios 
para los sistemas de ia de alto riesgo, aunque con algunos excesos. (Veale y Borguesius, 
2021, p. 112)

Pero en todos existe un claro énfasis en la protección de la dignidad huma-
na y los derechos humanos. Esta perspectiva es crucial para evitar que la ia se 
convierta en una herramienta que se utilice para la violación de derechos. Por su 
parte, los desarrolladores tienden a enfocarse más en mecanismos de responsabi-
lidad de cumplimiento internos, mientras que los reguladores gubernamentales 
y los organismos internacionales buscan establecer marcos de responsabilidad ex-
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terna, incluyendo la responsabilidad civil, administrativa y, eventualmente, penal, 
así como mecanismos de recurso y reparación para las personas afectadas por deci-
siones de la ia. Como se observa, la trazabilidad de estos principios y posturas en la 
evolución del debate comenzaron dominando una postura por la autorregulación, 
la cual se ha inclinado progresivamente hacia la necesidad de marcos regulatorios 
robustos, impulsados por incidentes que han expuesto los riesgos de la ia en la vida 
de las personas. El concepto de ia confiable, promovido por la Comisión Europea, 
que integra aspectos éticos y técnicos, es un ejemplo claro de esta evolución.

Finalmente, en lo que se refiere al grado de desarrollo regulatorio de la ia, 
se observa claramente que mientras que en la Unión Europea existe un desa-
rrollo normativo robusto que articula derechos digitales con la regulación de la 
ia (ue ia Act), al igual que China o los Estados Unidos, en América Latina, aun-
que con avances significativos, persiste una fragmentación regulatoria que dificul-
ta la tutela efectiva de los derechos humanos en entornos digitales (Ulloa, 2024). 
La experiencia europea muestra que la transparencia y la auditabilidad algorítmica 
son elementos clave para garantizar la no discriminación y la rendición de cuentas, 
en contraste con la falta de estándares vinculantes en México y en el resto de Amé-
rica Latina, que genera riesgos de regresividad en la protección de los derechos hu-
manos frente a tecnologías emergentes como la ia.

X. CONCLUSIONES

La inteligencia artificial representa una fuerza transformadora con un potencial 
dual que puede ser un catalizador sin precedentes para el progreso humano y la 
realización de los derechos fundamentales y, al mismo tiempo, una fuente de ries-
gos significativos que socaven la dignidad de las personas, las libertades fundamen-
tales y los principios democráticos sobre los que descansa el Estado constitucional 
de derecho. El análisis de su interrelación con los derechos humanos revela la im-
periosa necesidad de una gobernanza global y local que esté firmemente basada 
en la dignidad humana, la cual no es meramente un concepto ético, sino un prin-
cipio jurídico fundamental que debe permear todo el desarrollo y aplicación de la 
ia, ya que es la base sobre la cual se construyen los derechos humanos y la condi-
ción para su disfrute pleno. Sin una comprensión ni una aplicación rigurosa de este 
principio, la ia corre el riesgo de deshumanizar interacciones, perpetuar sesgos 
y discriminaciones, y erosionar la autonomía individual. Para que la ia sirva verda-
deramente al bienestar de la humanidad, es crucial que la comunidad internacio-
nal, los Estados, el sector privado, la academia y la sociedad civil colaboren en el 
desarrollo de políticas públicas y marcos éticos y regulatorios que guíen su uso res-
ponsable, donde se contemple priorizar 1) la dignidad humana, 2) la transparencia 
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y explicabilidad, 3) la mitigación de sesgos, 4) la protección de la privacidad, 5) la su-
pervisión humana efectiva, 6) el fomento de la alfabetización digital y 7) la coopera-
ción internacional. La humanidad no puede repetir los errores de la inacción, como 
ocurrió con el problema del cambio climático; al contrario, debe actuar con deter-
minación y rapidez para establecer una gobernanza de la ia centrada en el respe-
to a los derechos humanos y la dignidad de las personas, para construir un futuro 
donde la tecnología sea utilizada en beneficio del progreso del ser humano.
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El capítulo examina la relación entre bioderecho y neurociencia como un paradigma 

emergente que busca reconfigurar los fundamentos del derecho en el siglo xxi. Se plantea 

que la vida y la dignidad deben constituir el núcleo irrefutable de la normatividad jurídica 

frente a los desafíos que generan los avances científicos y tecnológicos. La neurociencia, 

entendida como fundamento epistemológico, ofrece herramientas para comprender al 

ser humano desde su complejidad biológica, emocional y social, lo que permite replantear 

categorías jurídicas tradicionales. Asimismo, se aborda la evolución de los neuroderechos 

como extensión de los derechos humanos, en respuesta a los riesgos derivados de las 

neurotecnologías. El texto propone un derecho biocéntrico que no solo regule la ciencia, 

sino que la oriente hacia la justicia, la autonomía y la protección de la dignidad humana.

This chapter explores the relationship between biolaw and neuroscience as an emerging paradigm 

aimed at reconfiguring the foundations of law in the 21st century. It argues that human life and 

dignity must serve as the irrefutable core of legal normativity when facing the challenges posed by 

1	 El presente artículo es resultado de investigación del Cuerpo de Investigación en “Derechos Huma-
nos, Política y Respectividad” de la Facultad de Ciencias de la Ingeniería, Administrativas y Sociales 
de la Universidad Autónoma de Baja California.
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scientific and technological progress. Neuroscience, understood as an epistemological foundation, 

provides tools to understand the human being in its biological, emotional, and social complexity, 

enabling the rethinking of traditional legal categories. Furthermore, the evolution of neuro-rights is 

analyzed as an extension of human rights in response to the risks arising from neurotechnologies. 

The text proposes a biocentric legal framework that not only regulates science but also guides it 

toward justice, autonomy, and the protection of human dignity.
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I. INTRODUCCIÓN

El derecho contemporáneo se enfrenta a desafíos inéditos derivados de la revolu-
ción científico-tecnológica, la complejidad de los sistemas sociales y la emergencia 
de nuevas subjetividades. En este marco, la neurociencia y el bioderecho consti-
tuyen vectores fundamentales para repensar los fundamentos del orden jurídico 
desde una perspectiva que recupere el valor de la vida, la dignidad y la biología 
del ser humano como elementos constitutivos de la normatividad. Este capítulo ex-
plora críticamente la integración de la neurociencia en el derecho a partir de la teo-
ría del bioderecho, entendido este no solo como una rama emergente, sino como 
un posible nuevo paradigma jurídico que ayudará a dar  respuesta a los riesgos de-
rivados de las neurotecnologías.

II. DEL POSITIVISMO NORMATIVO AL PARADIGMA BIOCÉNTRICO

El bioderecho, tal como lo plantea Salcedo (2014), no es únicamente una respuesta 
normativa a los dilemas bioéticos contemporáneos, sino una propuesta paradigmá-
tica que desafía los marcos tradicionales del iuspositivismo y del iusnaturalismo. 
A diferencia del principialismo clásico, el cual es una corriente bioética que surgió 
en la década de los setenta, principalmente con la publicación del Informe Bel-
mont y en el cual se propone un marco ético universal para la práctica médica y la 
investigación, el bioderecho plantea una racionalidad situada, anclada en la vida 
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humana, entendida como el criterio último de validez, tal y como lo plantea uno de 
los pensadores que ha situado la dignidad de la vida humana como núcleo central 
de toda reflexión ética y jurídica, Enrique Dussel (2001). Este desplazamiento exige 
una reformulación del concepto mismo de justicia, ya no como mera adecuación 
lógica, sino como vital.

El bioderecho representa una nueva manera de abordar los conflictos propios 
de la era moderna, al ofrecer soluciones fundamentadas en principios éticos, respal-
dadas por la ciencia y enmarcadas en un derecho cercano a la sociedad. Su referen-
te último es el imperativo de los derechos humanos, y como señala José Salcedo, 
en el contexto de la posverdad y del acelerado avance tecnológico resulta esencial 
reconocer que no todo lo que es posible debe considerarse aceptable (2022).

Pero la primera pregunta a manera de preámbulo deberá ser ¿qué no enten-
demos por bioderecho? Según la concepción del filósofo estadounidense Thomas 
Kuhn, el término “paradigma” tiene dos acepciones distintas. Por un lado, se refiere 
al conjunto completo de creencias, valores, métodos y prácticas que son comunes 
entre las personas integrantes de una comunidad científica. Por otro lado, alude 
a ciertos elementos específicos dentro de ese conjunto, como soluciones concretas 
a problemas, que sirven como modelos o ejemplos y pueden sustituir a las reglas 
explícitas al guiar la resolución de otros problemas dentro de la ciencia normal. 
(Marín Gallego, 2017). Kuhn considera que este segundo significado del paradigma 
es el más profundo de ambos, aunque también ha sido el que ha generado más con-
troversias y malentendidos, especialmente en el ámbito filosófico, ya que plantea 
a la ciencia como una actividad subjetiva e incluso irracional. No obstante, fue el 
primer sentido de dicho concepto el que provocó una transformación más significa-
tiva en las ciencias sociales y la filosofía. Este primer sentido guarda cierta similitud 
con la definición de teoría propuesta por el epistemólogo chileno Humberto Matu-
rana, quien, desde una postura de humildad epistémica, sostiene que toda teoría 
es una construcción racional basada en premisas fundamentales que son a-raciona-
les y que se aceptan de manera previa (Maturana, 2023). 

Por otro lado, Imre Lakatos, uno de los destacados filósofos de la ciencia hún-
garo-británica, en diálogo con las ideas de los pensadores Thomas Kuhn y Karl 
Popper, desarrolló el concepto de “programa de investigación científica”, el cual 
se planteó como una alternativa. Esta noción también se propuso como una crítica 
a la propuesta epistemológica que busca diferenciar la ciencia de la pseudociencia, 
también conocida como falsacionismo de Popper, especialmente en lo que respec-
ta a la idea de que la ciencia avanza mediante la refutación sistemática de hipóte-
sis. Lakatos señala que esta concepción fue transformada radicalmente por Albert 
Einstein, quien, con sus aportes, cuestionó la posibilidad de que la ciencia alcance 
una verdad definitiva o verificable. A partir de ello, sostiene que no es válido hablar 
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ni de una verdad probable —como postulan algunas y algunos empiristas lógicos— 
ni de una basada en el consenso —como argumentan ciertas personas sociólogas 
del conocimiento—, dado que ambas son visiones limitadas.

Lakatos también observa que, para Popper, las revoluciones científicas son ine- 
vitables y constantes, lo que él considera un falsacionismo ingenuo; mientras que, 
para Kuhn, estas rupturas son excepcionales, lo que impide la coexistencia de dife-
rentes programas o paradigmas. Lo relevante para esta investigación es la estruc-
tura del programa de investigación científica, que Lakatos no vincula a una mera 
aceptación comunitaria, como Kuhn, sino a un proceso de confrontación empírica 
entre teorías rivales. La falsación, en este contexto, no es inmediata ni definiti-
va, solo puede considerarse efectiva si una teoría alternativa logra explicar mejor 
los fenómenos observados.

Un programa de investigación, según Lakatos, se compone de un conjunto 
de teorías organizadas en torno a un “núcleo firme”, que es inmutable y se protege 
mediante un cinturón de hipótesis auxiliares. En el llamado “falsacionismo sofisti-
cado”, el contraste con la experiencia no afecta directamente a ese núcleo central, 
sino a las teorías protectoras, las cuales pueden ser modificadas sin abandonar 
el programa entero. Así, no se constituye un nuevo programa de investigación 
a menos que las hipótesis centrales del anterior hayan sido efectivamente refutadas.

Este núcleo firme, que en Kuhn se mantiene por consenso dentro de la co-
munidad científica, se justifica en Lakatos por la falta de una falsación exitosa; 
es decir, la comunidad científica lo conserva porque considera que sigue siendo 
útil para explicar la realidad. De modo similar, Humberto Maturana sugiere que las 
teorías son construcciones lógicas fundamentadas en premisas a-racionales acepta-
das previamente, lo que refuerza la idea de que las bases de una teoría no surgen 
de la experiencia directa, sino de convenciones compartidas y mantenidas mientras 
no sean superadas.

Finalmente, Lakatos interpreta el giro paradigmático iniciado por Einstein como 
una transformación radical del conocimiento científico. En 1905, con su artículo so-
bre la electrodinámica de los cuerpos en movimiento, y más tarde, en 1915 con la 
formulación de la teoría de la relatividad general, Albert Einstein refutó varios 
de los postulados fundamentales de la física newtoniana, especialmente en lo re-
lativo a la concepción de la gravedad, la masa y la fuerza. Sus fórmulas explican 
fenómenos como la órbita de Mercurio, que la física newtoniana no lograba escla-
recer. Esta ruptura no surgió de una teoría externa, sino del propio conflicto interno 
entre el paradigma newtoniano y la electrodinámica de Maxwell, dando lugar a un 
nuevo programa de investigación. Así, la evolución de la ciencia no se reduce a la 
aceptación o al rechazo inmediato de teorías, sino a una dinámica compleja de re-
sistencia, transformación y reconstrucción epistemológica. 
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Después de lo anterior, se identifica el núcleo protector, conformado por las 
teorías aceptadas dentro del programa de investigación científica. A su alrededor 
actúan dos mecanismos: la heurística positiva, que orienta el desarrollo del pro-
grama mediante afirmaciones predictivas y la formulación de nuevas hipótesis 
que buscan ampliar y fortalecer la teoría, y la heurística negativa, que establece 
los límites del núcleo central, impidiendo que este sea puesto en duda directamen-
te. Así, las refutaciones o anomalías detectadas en la confrontación con la realidad 
no afectan al núcleo irrefutable, sino que conducen a ajustes en las hipótesis au-
xiliares del cinturón protector. No obstante, si dichas objeciones logran desmen-
tir el núcleo central, surge la necesidad de un nuevo programa de investigación 
o paradigma, el cual, según el falsacionismo sofisticado de Lakatos, puede incluso 
coexistir con otros programas científicos vigentes.

Así la investigación científica es la disciplina que emplea la comunidad de per-
sonas expertas para reducir el margen de ignorancia y producir imágenes cada 
vez más coherentes y congruentes, con los eventos naturales y sociales que estu-
dian. Es decir, en términos de Thomas Kuhn, Humberto Maturana e Imre Lakatos, 
los paradigmas o programas de investigación científica se constituyen como mar-
cos de referencia compartidos que orientan la práctica de la comunidad científica. 
Estos marcos establecen un núcleo de supuestos fundamentales que se mantienen 
como irrefutables, rodeados de hipótesis auxiliares que pueden ser ajustadas o mo-
dificadas, tomando a Lakatos es posible la coexistencia de dos programas de in-
vestigación científica, estos cuentan con un núcleo duro de fundamentos que son 
irrefutables para quien se encuentra hablando dentro de este, ya sea por acepta-
ción o porque en su confrontación con la realidad no encuentra falsación desde 
la perspectiva de la comunidad científica que le pertenece; después se encuentra 
un núcleo protector de hipótesis iniciales y derivadas, aquí están presentes las teo-
rías; por último, se encuentran los elementos heurísticos positivos, que van hacia 
el progreso del programa de investigación científico, y negativos, que cuestionan 
el núcleo protector.

Ahora bien, ¿qué sucede cuando la realidad, a través del proceso de falsa-
ción, interpela directamente al núcleo central que se consideraba irrefutable? 
En este punto se coincide con Antonio Salamanca Serrano, quien identifica que los 
principales programas de investigación jurídica actuales son aquellas corrientes 
de pensamiento jurídico que buscan explicar el origen, la validez y el fundamento 
del derecho, nos referimos al iusnaturalismo, el ius sociocontractualismo y el ius-
voluntarismo. No obstante, en el contexto de México y América Latina, el iusvo-
luntarismo se ha difundido principalmente influido por su vertiente iuspositivista. 
En ese sentido, se retoma el planteamiento del filósofo del derecho y catedrático 
español Manuel Atienza, quien afirma que, en el ámbito de los derechos humanos, 
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las corrientes dominantes del pensamiento jurídico —o paradigmas— son el iusna-
turalismo y el iuspositivismo.

Respecto al iusnaturalismo, Atienza señala que prácticamente todos las perso-
nas autoras que se adscriben a esta corriente, o que son reconocidas como tales, 
comparten dos tesis fundamentales: en primer lugar, sostienen que existe un de-
recho natural que trasciende al derecho positivo, es decir, un conjunto de normas 
y principios que poseen validez universal e intemporal; en segundo lugar, consi-
deran que el derecho positivo solo puede ser reconocido como auténtico derecho 
si está en conformidad —al menos en sus principios esenciales— con ese derecho 
natural, es decir, si resulta justo.

Por lo que se refiere a los iuspositivistas, las tesis mínimas que parecen com-
partir (y contrapuestas a las de los iusnaturalistas) serían estas dos: el derecho 
es únicamente el derecho positivo, entendiendo por tal los ordenamientos vigen-
tes en cuanto fenómeno social que varían históricamente; la calificación de algo 
como derecho es independiente de su justicia o injusticia (Atienza, 2018). Manuel 
Atienza llegó, a partir de estas dos corrientes, a la posibilidad de que existan tres 
posturas y optó por la tercera, mientras que el iusnaturalismo moderno racionalis-
ta al que se refiere el autor español parte de la justicia abstracta, que se convierte 
en un deber ser individual —en el posmoderno colectivo—.

Es decir, esas prerrogativas que se encuentran en la constitución son sustenta-
das en derechos de la dignidad humana —se hallan en estas y los derechos que la 
sociedad reconoce porque son “naturales” —; como la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, encontramos varias instituciones y leyes que los reconocen 
bajo la perspectiva intermedia, que sería la propuesta de Manuel Atienza. 

Según Manuel Atienza, la concepción actual del derecho se configura como 
una corriente intermedia dentro del pensamiento jurídico, en la que el derecho po-
sitivo se fundamenta en una ética jurídica orientada a la justicia. En este marco, re-
toma una expresión irónica de Javier Muguerza (1990), quien señala que “la ética 
no es de este mundo”, es decir, que la ética —entendida como moral crítica y jus-
tificada, no como moral social— pertenece al ámbito del deber ser y no al del ser; 
se refiere a lo que debería existir, no a lo que existe realmente.

En contraste, el derecho sí pertenece al mundo real, está arraigado en el ám-
bito del ser. Por ello, la validez jurídica difiere de la validez moral, y la labor de la 
o del jurista implica adoptar una postura pragmática, en oposición al enfoque idea-
lista de la persona filósofa moral. Una norma puede ser considerada moralmente 
válida aun cuando no tenga efecto alguno en la práctica; de hecho, su falta de efica-
cia puede resaltar su valor moral, como ocurre con normas que exigen solidaridad 
en contextos donde esta es escasa.
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No obstante, esta lógica no se aplica al derecho. Aunque existen normas jurí-
dicas válidas que carecen de eficacia, en términos generales, la validez del derecho 
requiere de su eficacia. Es decir, el derecho no se limita a aspirar a ordenar la con-
ducta social, sino que debe lograr efectivamente dicha ordenación (Atienza, 2018).

En la actualidad, las principales corrientes del derecho que se desprenden 
de una hermenéutica moderna y posmoderna son el iusnaturalismo moderno ra-
cional, el iuspositivismo y una posición intermedia, identificada por Manuel Atien-
za como ética jurídica. No obstante, este panorama puede volverse más complejo 
con la aparición de nuevas variantes, como el neopositivismo y el neoiusnaturalis-
mo, que reconfiguran y enriquecen el debate teórico en torno a los fundamentos 
del derecho.

La discusión se torna más compleja a partir de 2011, cuando la revista Doxa. 
Cuadernos de Filosofía del Derecho, en su número 34, dedicó un volumen al cons-
titucionalismo garantista, el cual se caracteriza por su centralidad en los derechos 
fundamentales, motivado por un artículo de Luigi Ferrajoli. En dicho texto, titu-
lado “Constitucionalismo principialista y constitucionalismo garantista”, Ferrajoli 
se distancia explícitamente de ser clasificado dentro del neoconstitucionalismo o el 
neopositivismo. En esta publicación, el jurista italiano expone de forma detallada 
los elementos que diferencian su propuesta garantista del neoconstitucionalismo 
promovido por autores como Robert Alexy, Ronald Dworkin o Carlos Nino.

Este posicionamiento sorprendió a buena parte de la academia, que tendía 
a agrupar ambas posturas dentro del llamado neopositivismo, entendido como 
una visión del derecho —y particularmente de los derechos humanos— no basa-
da en valores éticos o vitalistas (como los defendidos por el positivismo de los exi-
liados españoles en México durante los años treinta), sino en una lógica racional 
de corte neokantiano, orientada a la resolución de los problemas sociales.

Ferrajoli no solo marca una clara separación respecto del neoconstitucionalis-
mo, el cual es una corriente jurídica contemporánea que busca superar los lími-
tes del positivismo clásico, otorgando a la Constitución un papel central en todo 
el ordenamiento jurídico, sino que también establece distinciones fundamentales 
entre ambas concepciones. Lo más relevante en este contexto es su crítica hacia 
el neoconstitucionalismo por adoptar una orientación iusnaturalista, lo cual, a jui-
cio de Ferrajoli, convierte al constitucionalismo contemporáneo en una forma re-
novada de iusnaturalismo jurídico. Entonces, esta acusación parece excesiva, pero 
contiene cierto fundamento; así tendríamos a dos corrientes, mencionadas con an-
terioridad, para sustentar los derechos humanos:

El iusnaturalismo moderno racional consiste en buscar la justicia por medio de dere-
chos propios, inherentes al ser humano. Los derechos existen por nacer el ser humano 
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y la dignidad. El positivismo jurídico moderno racional: mediante la racionalidad lógica 
kantiana, obtenemos una serie de derechos razonados que establecemos para solucionar 
los problemas sociales. (Atienza, 2018, p. 8)

Según Luigi Ferrajoli, existe un paradigma del derecho que surgió en el último 
siglo, que sería un constitucionalismo con controles jurídicos y no solo constitu-
ciones con derechos fundamentales y organización de los poderes de los Estados 
propios del paleopositivismo (una corriente del pensamiento jurídico que reco-
noce la importancia del derecho positivo, creado por la autoridad competente), 
sino que se trata de un constitucionalismo que regula la conducta de los poderes 
del Estado a través de los derechos fundamentales y bajo el marco de una demo-
cracia sustancial. Este modelo puede dividirse en dos vertientes: el principialis-
mo, de carácter neoiusnaturalista, y el constitucionalismo garantista, de carácter 
neoiuspositivista. Como explicó Ferrajoli (2011), resulta más adecuado hablar 
de constitucionalismo o constitucionalismo jurídico en lugar de neoconstituciona-
lismo para referirse al modelo propio de las democracias constitucionales actuales, 
ya que se diferencia entre una concepción principialista, basada en la conexión en-
tre derecho y moral, y una garantista, que se fundamenta en su separación.

Como puede observarse, lo expuesto con anterioridad y que se encuentra en el ar- 
tículo primero, párrafos primero y segundo, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, constituye el paradigma o programa de investigación que se 
pretende implementar en México; sin embargo, el bioderecho es algo totalmente 
diferente, se trata de un paradigma o programa de investigación naciente, porque 
su postulación, aun en su relación con la bioética, logró refutar el núcleo básico conte-
nido en el iuspositivismo, el iusnaturalismo, el garantismo y el principialismo actual.

III. SENTENCIAS JURISDICCIONALES PRODUCIDAS EN EL MARCO DE LA BIOÉTICA

La bioética y el derecho son áreas del conocimiento interdisciplinarias, cuya re-
lación obedece al campo de la salud, la medicina, pero sobre todo sus bases des-
cansan en la dignidad de las personas. Varias personas investigadoras siguen 
relacionando el origen del bioderecho con la bioética, algunas le atribuyen el ori-
gen a los comités de ética en Estados Unidos de América y las resoluciones judicia-
les (Valdés, 2020); sin embargo, como se observará más adelante, en los últimos 
años esto ha cambiado, dentro de ese ámbito bioético, el derecho proporcionó 
el marco legal en temas como la responsabilidad médica, la fabricación de produc-
tos, medicamentos, tecnología médica, la regulación de la investigación biomédica 
y la protección de los derechos de las personas pacientes. 

En el anterior escenario, es que la bioética y el derecho guardan una estricta 
interacción en distintos niveles; las cortes de diversos países desarrollan una im-
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portante jurisprudencia dirigida a casos científicos, tecnológicos y médicos, entre 
las que se encuentran el consentimiento informado, la libertad de decidir, la libre 
conciencia, la privacidad, la confidencialidad, la equidad en el acceso a la atención 
médica y los derechos paciente-personal médico. 

La formulación de leyes y políticas en el ámbito de la salud, al reconocer pro-
blemas éticos y morales que requieren ser atendidos no solo por la norma jurídica, 
ha orientado la regulación de conductas en la práctica médica. Este marco busca 
garantizar la protección de las personas y asegurar la justicia en la distribución 
tanto de los beneficios como de los riesgos derivados de la atención médica. Para 
comenzar este abordaje, se tiene que advertir que las decisiones judiciales en el 
ámbito de la bioética han venido desarrollándose en el mundo desde hace varias 
décadas. Una que cumple 50 años es el precedente legal Roe v. Wade en los Estados 
Unidos de América en 1973 (Universidad Nacional Autónoma de México, 2023), 
que significó un cambio social importante, especialmente para las mujeres, al es-
tablecer que tienen el derecho constitucional a decidir si quieren o no interrumpir 
un embarazo, este derecho se dividió de la siguiente manera:

La Corte dividió el embarazo en tres períodos de aproximadamente tres meses cada uno. 
En el primero, la mujer tiene derecho a abortar libremente tras obtener el visto bueno 
de un médico[...] En los segundos tres meses, los Estados sí pueden regular la cues-
tión permitiendo abortar en caso de riesgo para la salud de la madre. Solo en el último 
semestre, más o menos en el momento de la viabilidad del feto, adquiere relevancia 
la potestad del Estado para proteger la potencial vida humana, prohibiéndose todo 
aborto, pero incluso en este caso la Corte precisó que debe preverse la posibilidad de 
abortar si sólo así se salva la vida de la madre. (Universidad Nacional Autónoma de Mé-
xico, 2023)

Esta decisión ha sido fuente de inspiración para la interpretación en otras 
cortes del mundo, incluyendo la nuestra, que en 2008 resolvió la acción de in-
constitucionalidad 146/2007, en la cual estableció que la despenalización de la 
interrupción del embarazo en las primeras 12 semanas no iba en contra de nuestra 
Constitución; esto impactó en la práctica médica, especialmente en las decisiones 
éticas del personas médico para la práctica de la interrupción del embarazo y en 
la vida de las mujeres. En el caso de Estados Unidos, la decisión de hace 50 años, 
que recientemente fue anulada el 24 de junio de 2022, producto del cambio ideoló-
gico en la Suprema Corte de Justicia de los Estados Unidos, pues en el caso Dobbs v. 
Jackson Women ‘s Health Organization (2023) la Corte sostuvo que la Constitución 
de los Estados Unidos no otorga el derecho al aborto, lo cual ha generado un de-
bate nacional, pues se les otorga a los estados de la unión americana el poder para 
regular la práctica de la interrupción del embarazo. 
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Otra de las sentencias hito en Estados Unidos es el caso de Karen Ann Quinlan 
(US Law, 2023), el cual abrió un debate bioético sobre el derecho a la muerte digna 
en 1976. Este caso se refiere a la petición de la familia de una paciente con muerte 
cerebral, que la llevó a un deterioro físico, conectada a un ventilador que le permi-
tía continuar con vida. La decisión de la Corte Suprema de Nueva Jersey, basada 
en el principio del consentimiento informado, permitió que los padres de Karen 
Quinlan retiraran el soporte vital después de que la joven quedara en coma irre-
versible. Esa sentencia es un hito en la historia de la ética médica, al tratar el tema 
de la eutanasia. 

En esa línea de precedentes sobre el consentimiento informado, en 1990 
la Corte Suprema de los Estados Unidos, dentro del caso Cruzan v. Director, Missou-
ri Department of Health, 497 U.S. 261 1990 (US Law, 2023), estableció que los fa-
miliares de las y los pacientes que se encuentran en una situación de inconsciencia 
total o parcial tienen el derecho a rechazar el tratamiento médico, incluso si esto 
puede llevar a la muerte de sus familiares. Este caso hace referencia a la paciente 
Nancy Cruzan, quien, por el impacto en un accidente, tuvo una lesión traumática 
que le provocó la muerte cerebral, lo cual la dejó sin la función cognitiva, vivien-
do de forma artificial conectada a los aparatos que le suministraban alimentación. 
Este caso estableció en Estados Unidos la capacidad de las familias para tomar de-
cisiones sobre la atención médica de las personas que experimentan una pérdida 
completa o casi completa de conciencia. 

Un polémico caso de bioética se dio en Europa en 2017: el de Charlie Gard 
y otros contra Reino Unido (Global Heal The Rights, 2023), el cual también motivó 
un análisis ético. El bebé británico Charlie Gard sufría una enfermedad genética 
llamada síndrome de depleción del ADN mitocondrial, padecimiento extremada
mente raro y poco investigado, el cual le causaba daños cerebrales irreversibles 
y lo mantenía en estado vegetativo. Los padres de Charlie lucharon por su derecho  
de llevar a su hijo a Estados Unidos para recibir un tratamiento experimental que, 
según ellos, podría salvar su vida, fundamentada su decisión en el derecho a la 
vida. Sin embargo, la representación infantil del Reino Unido argumentó que el tra-
tamiento experimental no era adecuado, no traería un beneficio y que la prolonga-
ción del sufrimiento del bebé era antiética. El hospital llevó el caso a los tribunales, 
y estos decidieron retirar el soporte vital de Charlie y dejar que muriera de forma 
natural, aun cuando eso iba en contra de la decisión de los padres del menor Char-
lie Gard, sentencia que fue confirmada por la Corte Europea de Derechos Huma-
nos, pues respaldó la decisión del tribunal nacional. 

En América Latina, Colombia es uno de los países que ha generado un análisis 
ético, moral y normativo en el campo de la bioética, pues es la única nación en la 
cual la eutanasia es legal; la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha conside-
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rado la muerte digna como un derecho fundamental, esa institución ha establecido 
que:

(i) tiene carácter fundamental y una íntima relación con la vida, la dignidad humana 
y la autonomía; (ii) obligar a una persona a prolongar por un tiempo escaso su exis-
tencia, cuando no lo desea y padece profundas aflicciones, equivale a un trato cruel e 
inhumano; (iii) la falta de regulación constituye una barrera para su materialización; 
(iv) no hay distinciones o condicionamientos relacionados con la edad de los destina-
tarios de este derecho; (v) en virtud de los principios de igualdad y no discriminación, 
defensa del interés superior de los niños, niñas y adolescentes, la efectividad y prioridad 
absoluta de sus derechos, éstos son titulares del derecho a la muerte digna. 

Esta práctica es legal en el país sudamericano desde 2017 cuando, por vía 
de interpretación judicial, la Corte Constitucional adoptó la decisión de despena-
lizar la eutanasia. En 2022 se presentaron casos que suscitaron una profunda re-
flexión cultural, ética y social en torno a la eutanasia. Uno de ellos fue el de Martha 
Sepúlveda, diagnosticada con una enfermedad terminal, quien además de enfren-
tar una dura batalla de salud, debió librar otra en los tribunales para ejercer su de-
recho a morir dignamente. Ese mismo año se registró también un hecho histórico: 
el caso de Víctor Escobar, quien se convirtió en la primera persona en América 
Latina en acceder a la eutanasia sin padecer una enfermedad terminal, marcando 
un precedente en la región.

En los temas del consentimiento informado a nivel del sistema interamericano, 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha advertido en el Caso I.V.* vs. Boli-
via que en el sistema no se cuenta con una norma convencional en materia de bioé-
tica y derechos humanos en la región, que desarrolle el alcance y contenido de la 
regla del consentimiento informado (Caso IV vs. Bolivia, 2023). Este caso hizo re-
ferencia a la esterilización forzada, esto es, no consentida, que sufrió una paciente 
en ese país, y muestra la falta de información detallada que debe ser suministrada 
a las y los pacientes en las intervenciones de salud. Por último, los casos más para-
digmáticos en bioética, relacionados con los avances científicos y las investigacio-
nes, son los siguientes: 

En 1932 se realizó un estudio de Tuskegee sobre la sífilis en Estados Unidos, 
antes de que la penicilina fuera purificada en 1940, es decir, aislada para ser utili-
zada como medicamento; en ese entonces, los tratamientos para la sífilis no exis-
tían, sin embargo, mediante los servicios de salud pública de Estados Unidos, inició 
el experimento Tuskegee sobre población afroamericana, que este se prolongó du-
rante 40 años, de los cuales, los primeros 20 años fueron para investigar la progre-
sividad de la enfermedad. Se les dijo a 399 personas afroamericanas que no tenían 
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nada, en su caso, una enfermedad en la sangre que se les indicaría, sin embargo, 
dicho medicamento en realidad no era, desde el punto de vista científico también 
careció de método y eficacia.

Este caso llevó a las primeras cuestiones éticas luego jurídicas de la práctica científica 
médica que ahora se aplican, como lo es, el consentimiento informado, la revisión, la 
metodología, la aplicación de medicamentos experimentales y paliativos, el pago por 
someterse a esta experimentación, entre otros. (Valdés, 2020, p. 5)

El caso Willowbrook State School donde en “el orfanatorio, a las niñas y ni-
ños huérfanos y discapacitados, se les infectó de hepatitis para ver las reacciones 
y experimentar posibles medicamentos” (Valdés, 2020, p. 7). Estos dos últimos 
casos pertenecen a una serie de cuestiones éticas relacionadas con el área de sa-
lud y los avances científicos; según Erik Valdés, son el inicio de la bioética; en con-
junto con los anteriores casos y sentencias hito, propician encontrar esa conexión 
estrecha entre la bioética con el derecho. Las cortes en diversos países y regiones 
del mundo han desarrollado por la vía de la interpretación jurídica una importan-
te fuente aplicable a problemas reales y desafiantes en el campo de la medicina, 
los cuales en algunos casos generan discusión y debate debido a la complejidad 
de las cuestiones éticas y morales que involucran, pero en la mayoría de estos 
se busca generar el equilibrio entre los derechos de los pacientes, familia, y señalar 
con claridad las responsabilidades del personal médico tratante. 

La pregunta que surge es ¿cuándo comenzó el bioderecho? La respuesta se vin-
cula estrechamente con el desarrollo de la bioética. Tras hacerse públicos diver-
sos abusos en la investigación médica, el Congreso de los Estados Unidos creó 
en 1974 la National Commission for the Protection of Human Subjects of Biomedi-
cal and Behavioral Research, encargada de reflexionar sobre los límites de la expe-
rimentación en seres humanos. Como señala Erik Valdés:

Esta comisión elaboró, cuatro años después de su creación, el denominado Informe 
Belmont, considerado el documento más influyente de la bioética en ese ámbito, al es-
tablecer criterios para la protección del ser humano en la investigación médica. En él 
se fijaron procedimientos que, años más tarde, serían retomados por la jurisprudencia 
comunitaria europea. (Valdés, 2020, p. 9)

En primer término, se buscó superar la visión paternalista de la ciencia médica, 
la cual tradicionalmente relegaba la voz y la voluntad de las y los pacientes en la 
toma de decisiones. En segundo lugar, se procuró reconocer y recuperar la digni-
dad de estos, lo que implicaba maximizar los beneficios que podrían obtener de los 
procedimientos médicos y, al mismo tiempo, reducir al mínimo las posibles com-
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plicaciones. Por último, se enfatizó la necesidad de establecer un trato más equi-
tativo entre personal médico y pacientes dentro de los procesos de investigación 
científica, implementando procedimientos que garantizaran una mayor igualdad 
de condiciones y disminuyeran cualquier forma de discriminación. Como lo señala 
Valdés: “al maximizar los beneficios que obtendrían y disminuir las complicaciones, 
por último, se buscó un trato más equitativo entre pacientes y médicos en proce-
sos de investigación científica, estableciendo procesamientos que buscarán mayor 
equidad y disminuir la discriminación” (Valdés, 2020, p. 10).

Según varias personas autoras, este informe constituye el inicio de la bioética, 
con él aparecen los denominados principios éticos básicos, como el respeto por las 
personas; en él se reconoce a las personas como agentes libres e individuales,

se designa una serie de protecciones en el proceso de investigación estén o no conscien-
tes beneficencia, manifiesta la maximización de los beneficios y la disminución de los 
daños Justicia, distribución equitativa y no discriminatoria del principio anterior. (Val-
dés, 2020, p. 28)

En cuanto a los parámetros de aplicación en futuras investigaciones, 
se encuentran: 

1)	 El consentimiento informado (requisitos de información, comprensión 
y voluntariedad).

2)	 Evaluación de riesgos y beneficios. 
3)	 Selección de personas sujetas. 

El informe, en su relación con el bioderecho, a pesar de no establecer obliga-
toriedad, ha sido usado en varias sentencias. Ahora bien, en el primer apartado 
de preámbulo se establecieron varias teorías provenientes del iusvoluntarismo. Erik 
Valdés señala lo siguiente en cuanto al principialismo:

Pese a su indiscutible éxito mundial, y haber sido prácticamente inmune a los avan-
ces de la biomedicina en los últimos 35 años, desplegando siempre niveles de eficacia, 
sin perjuicio de la complejidad y novedad de los dilemas que aborda este modelo delibe-
rativo, ha recibido varias críticas, entre las que se cuentan, por ejemplo, rigidez norma-
tiva, aplicabilidad restringida, ideologización, y universalidad meramente formal, entre 
otras[...] (Valdés, 2020, p. 25)

Este no es espacio para desarrollar dichas críticas, solo resaltar que los avances 
científicos de forma apresurada son los que obligan en la realidad al surgimiento 
del bioderecho, por lo que, ante dichos progresos, el garantismo y principialismo, 
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su abstracción se queda limitada. Sin duda, la bioética americana influenció el sur-
gimiento del bioderecho europeo, pero ¿cómo surgió el bioderecho? La palabra bio-
derecho fue usada por primera ocasión por el francés Oliver Cayla en 1991, en un 
artículo de la revista Droits donde señala que:

El bio droits es el conjunto de legislación y jurisprudencia de los principales tribunales 
tanto nacionales como internacionales que resuelven los conflictos planteados por lo 
que designo biología, más tarde otro francés de nombre Cristian Lavielle señaló en el 
libro bioética y bioderecho de 1994 señaló que el derecho debe transformarse y aportar 
nuevas formas de resolución e interpretación ante a forma vertiginosa de los avances 
tecnológicos y científicos, esto para proteger al ser humano. (Valdés, 2020, p. 35)

De esta manera, las resoluciones de la unesco, del tribunal europeo y de di-
versas cortes nacionales comenzaron a trasladar los postulados éticos al ámbito 
de la jurisprudencia. Durante las décadas de 1990 y 2000 este proceso sería co-
nocido como bioderecho. Así, el bioderecho se fue configurando como el conjunto 
de legislación y jurisprudencia, tanto americana como europea, destinado a resol-
ver los conflictos derivados de los dilemas bioéticos, particularmente aquellos rela-
cionados con los avances científicos en el campo de la salud. En este contexto, “la 
Unión Europea financió el proyecto Basic Ethical Principles in European Bioethics 
and Biolaw, a partir de esta comisión su objetivo fue investigar y desarrollar los prin-
cipios de autonomía, dignidad, integridad y vulnerabilidad” (Valdés, 2020, p. 36).

De este modo, “la institucionalización del bioderecho en Europa no se consu-
mó como un instrumento o modelo jurídico autónomo, sino como una nueva her-
menéutica que investigaba asuntos bioéticos de alcance jurídico” (Valdés, 2020, p. 
37). En este sentido, el bioderecho nació de una compleja confluencia de factores 
sociales, políticos y jurídicos. Durante la década de 1990, se empleó este término 
para describir el tránsito de postulados y sentencias de inspiración bioética esta-
dounidense hacia las legislaciones, los tribunales y las organizaciones internacio-
nales de derechos humanos en Europa. De esta manera, el bioderecho se consolidó 
como una forma de interpretación jurídica, enmarcada dentro del principialismo, 
destinada a abordar dilemas bioéticos con relevancia normativa. En la actualidad, 
esta vertiente se reconoce bajo la denominación de biojurídico.

En los últimos años, diversas personas académicas se han preguntado si el bio-
derecho puede configurarse como un nuevo paradigma o programa de investiga-
ción. Este debate parte de la premisa de que existen aspectos esenciales de nuestra 
vida sobre los cuales deberíamos tener plena capacidad de decisión. Frente a la ver-
tiginosa revolución científica, uno de los desafíos centrales para el futuro es situar 
la vida humana y, en un sentido más amplio, la de la naturaleza, de la cual depende 
la existencia humana en el núcleo de toda deliberación ética y jurídica.
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IV. LA NEUROCIENCIA COMO FUNDAMENTO EPISTEMOLÓGICO DEL BIODERECHO

La neurociencia permite acceder a una comprensión compleja del ser humano, 
no reducida a un sujeto racional-desencarnado, sino como un ser biológico, emo-
cional y socialmente condicionado. A través del estudio del sistema nervioso, 
la formación de la corteza cerebral, las conexiones neuronales y los procesos hor-
monales, se evidencian elementos fundamentales que inciden directamente en la 
toma de decisiones, el comportamiento moral y la capacidad de autodetermina-
ción. La neurociencia, en este sentido, no es meramente una herramienta auxiliar, 
sino un fundamento epistemológico que permite reconfigurar la teoría del derecho 
desde una antropología realista.

Teniendo en cuenta que el bioderecho se trata de un paradigma que comienza 
a construir, interpretar y argumentar dentro de sentencias jurídicas con base en los 
avances científicos, desde la biología del ser humano, de cómo somos realmente 
y del biocentrismo tan necesario en la actualidad. Ahora bien, desde la neurocien-
cia o lo poco que se sabe de ella, es necesario comenzar por la etapa embrionaria 
para intentar realizar esta construcción epistemológica. Esa fase ocurre entre los 3 
y 5 días de vida, cuando se produce la concepción, y desde el tercer hasta el quin-
to día, cuando comienza a desarrollar unas células que se conocen como células 
pluripotenciales. 

Estas células pluripotenciales también son conocidas como células madre por-
que son las que van a desarrollar todo lo que compone nuestro organismo. La piel, 
el cerebro, en general todo nuestro sistema nervioso, en este desarrollo de la eta-
pa inicial de la existencia. Durante las primeras semanas, se forma el blastocisto, 
esta etapa es importante porque es la primera fase de nuestro sistema nervioso, 
con el que hacemos toda la actividad de pensamiento y funciones. Algunos estudios 
han establecido la conexión con los sentidos entre el quinto día y hasta la doceava 
semana; que los sentidos o este sistema nervioso se va a conectar a nuestro sentir 
más o menos en la doceava semana. 

Por lo que después en derecho se habla de la interrupción del embarazo en es-
tas primeras 12 semanas, porque se ha investigado que es cuando comenzamos 
a sentir. A partir de ahí, se genera el sistema nervioso, esta forma que tenemos 
en esas primeras semanas, que parecen vías, es la que después se va a desarrollar. 
Y si se fijan, el ectodermo y ese sistema nervioso se conectan con la piel, este sis-
tema nervioso es la conexión con los sentidos y órganos que tienen que ver con el 
pensamiento y el mesodermo. El sistema nervioso más grande en relación con el 
resto del cuerpo es el del ser humano; el único que se acerca es el delfín, que ten-
dría 3 puntos y nosotros 5 puntos. En relación con nuestro cuerpo, la neurona 
va a ser una célula muy importante. Esta se compone por dendritas y configuran 
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la plasticidad cerebral. Algo que es fascinante es que la mayoría de nuestros senti-
dos se encuentran alrededor, precisamente, de este cerebro humano, muy cercanos, 
la mayoría en el rostro. 

Por otro lado, en la actualidad aún existen varios neuromitos; uno de ellos 
es que pareciera que el cerebro piensa por fases, porque así se ha construido, 
se dice a partir de la evolución, así se habla de tres etapas y en la modernidad eu-
ropea se ha privilegiado la parte frontal lógica, aunque en realidad humana fun-
ciona como un todo. Si bien se cree que estas etapas se desarrollaron con el paso 
del tiempo, la primera controla todas las cuestiones automáticas para la vida, como 
el latir del corazón, el respirar, el sentir dolor por hambre, o la saciedad, que apa-
rece a los 20 minutos después de que empezamos a comer. 

Luego viene otra etapa que controla las glándulas hormonales, las hormonas. 
Se ha hablado, en muchos foros de neurociencia, que son, precisamente, las que 
controlan nuestros sentimientos, como el cortisol, o la dopamina. Actualmen-
te las redes sociales se han convertido en un gran problema, ya que se conectan 
con nuestra dopamina, al recibir placer inmediato y se perciben como satisfacción. 
Mientras que el estrés está conectado al cortisol, este no es una hormona mala 
en sí, sino una que nos ayuda a activarnos, el problema es ante mucho estrés, pues 
se activa demasiado y genera efectos secundarios. Por eso hay que saberlo manejar.

La última parte es la denominada corteza exterior, digamos nuestra corteza 
neuronal, a la que se le atribuyen la mayoría de los pensamientos. Durante toda 
la modernidad europea se exaltó la parte frontal; sin embargo, en las últimas inves-
tigaciones se sabe que no nada más pensamos con procesos lógicos, sino que tene-
mos otras formas de pensamiento, como las artísticas, y que también se encuentran 
en esta corteza. 

La relación más profunda entre el bioderecho, la neurociencia y los derechos 
humanos se encuentra en el concepto de neuroplasticidad. Resulta tentador, a par-
tir de la descripción del sistema nervioso, caer en visiones deterministas —como 
lo han hecho algunas personas autoras en el campo del neuroderecho— que redu-
cen la conducta humana a simples conexiones neuronales. Sin embargo, la neuro-
plasticidad demuestra que el cerebro humano no es estático, sino que se transforma 
a lo largo de la vida mediante la interacción de factores biológicos, ambientales, 
sociales y culturales. Esto implica que cada persona, al ser única e irrepetible en su 
configuración cerebral y corporal, tiene la posibilidad de construir su propio pro-
yecto vital, lo cual conecta directamente con la idea de dignidad y autonomía 
que sostienen los derechos humanos.

En este sentido, aunque todos los cerebros comparten estructuras comunes, 
ninguno es idéntico en forma, peso o funcionamiento; cada uno refleja una histo-
ria particular de experiencias y aprendizajes. Esta singularidad confirma la nece-
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sidad de un marco jurídico que proteja la libertad y el derecho de cada individuo 
a desarrollarse plenamente. Incluso el debate sobre la posible existencia de una 
memoria genética, aún no comprobada científicamente, muestra cómo la biología 
sigue explorando la manera en que la identidad humana se forma y se transmite. 
El bioderecho, al reconocer estas complejidades, busca garantizar que los avances 
científicos respeten la dignidad, la diversidad y los derechos fundamentales de cada 
ser humano.

La neurociencia comenzó a consolidarse como disciplina a partir de 1960, 
cuando personas neurólogas y científicas interesadas en comprender cómo funcio-
na el cerebro y cómo piensa el ser humano advirtieron que este propósito no podía 
lograrse desde una sola perspectiva. Fue necesario abordarlo de manera multidis-
ciplinar, integrando conocimientos de la biología, la medicina, la psicología, la fi-
losofía y otras ciencias, con el fin de explicar no solo los procesos fisiológicos, sino 
también las dimensiones cognitivas, emocionales, conductuales y sociales del ser 
humano. Esta característica multidisciplinaria constituye un rasgo fundacional 
de la neurociencia, un núcleo irrefutable que ha trascendido hacia campos como 
la neuropedagogía y diversas áreas del conocimiento.

Aunque la posmodernidad cuestionó la posibilidad de acceder a lo real, la ne-
cesidad humana de comprender la realidad permanece vigente. Esta búsqueda par-
te de reconocer que el cerebro es único e irrepetible, conformado desde la etapa 
embrionaria a través de la genética, del entorno y de la interacción con los demás. 
Este punto se enlaza con la reflexión de Emmanuel Levinas, quien sostiene que la 
trascendencia hacia el infinito implica abrirse al encuentro con la otredad, es decir, 
con quienes son diferentes a nosotros. Solo en el reconocimiento del otro con sus 
costumbres, visiones y formas de vida distintas es posible ampliar nuestra com-
prensión del mundo y, con ello, avanzar en el camino hacia la trascendencia y el 
aprendizaje.

La neurociencia jurídica plantea, entre otros, cuestionamientos clave: ¿puede 
una decisión judicial ignorar los sesgos cognitivos de la jueza o del juez?, ¿qué pa-
pel desempeñan las emociones en el razonamiento jurídico?, ¿es posible argumen-
tar la responsabilidad penal a partir del desarrollo neurocognitivo del individuo? 
Estas preguntas encuentran eco en el bioderecho como base teórica en la aspiración 
por un derecho desde la realidad humana, que, como sugiere la especialista en bio-
derecho Schaefer Rivabem (2017), debe asumir su carácter interdisciplinario para 
construir una dogmática propia que articule principios bioéticos como la dignidad, 
la integridad, la autonomía y la vulnerabilidad.

La estructura misma del bioderecho, en términos de Lakatos, se configura 
como un “programa de investigación” con núcleo irrefutable de la vida humana 
como centro y heurísticas positivas, entendiendo a estas como las orientaciones 
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que impulsan y guían el desarrollo de un programa científico, las cuales buscan 
responder éticamente a los dilemas biotecnológicos. En este marco, la neurocien-
cia provee de herramientas para identificar patrones de conducta, límites de la vo-
luntad, condiciones neurológicas de la libertad, y hasta posibilidades de memoria 
genética, todo lo anterior como parte de ese núcleo irrefutable.

Una de las principales contribuciones de la neurociencia al derecho es el re-
conocimiento de la singularidad biológica de cada ser humano. La individualidad 
cerebral y la plasticidad neuronal cuestionan y deslegitiman cualquier pretensión 
de imponer modelos normativos universales y abstractos que no consideren la di-
versidad real de las personas. En esta línea, y siguiendo a Xavier Zubiri, se entien-
de que la inteligencia no es únicamente lógica o racional, sino también sintiente, 
es decir, inseparable de lo corporal, lo afectivo y lo experiencial.

Este enfoque se articula con la noción de otredad planteada por Emmanuel 
Lévinas: si el cerebro humano es único e irrepetible, entonces toda relación jurí-
dica debe estar mediada por un reconocimiento radical del otro. En este marco, 
no puede fundarse en valores normativos homogéneos, sino en la construcción 
de vínculos empáticos y en la comprensión de la diversidad neurobiológica como 
un principio ético-jurídico.

En las últimas décadas, el acelerado avance de las neurociencias y de las inter-
faces cerebro-computadora (icc) ha generado nuevas posibilidades para la comuni-
cación, la rehabilitación y la ampliación de las capacidades humanas. Sin embargo, 
estos desarrollos plantean retos éticos y jurídicos inéditos que se agrupan bajo 
el concepto de neuroderechos. El reconocimiento de derechos vinculados a la iden-
tidad, la privacidad y la integridad mental constituye un eje central en el debate 
contemporáneo sobre el bioderecho y la regulación de la inteligencia artificial.

V. AVANCES TECNOLÓGICOS EN NEUROCIENCIA APLICADA

En este apartado se presenta un breve, pero significativo recorrido sobre los avan-
ces tecnológicos en el campo de la neurociencia, también denominado neurotec-
nología. Uno de los hitos iniciales en este ámbito fue “el desarrollo de interfaces 
cerebro-computadora, conocido como uno de los primeros intentos de implanta-
ción de un objeto de interfaz cerebral que se remonta a 1998” (Piore, 2015, p. 33), 
cuando el neurólogo Phil Kennedy realizó un procedimiento experimental con un 
dielectrodo inalámbrico. Posteriormente, en 2001, investigadores de la Universidad 
de Brown fundaron Cyberkinetics, “empresa pionera en el desarrollo de tecnologías 
BCI (Brain-Computer Interface)” (Romero et al., 2013, p. 669). Un hecho trascen-
dental ocurrió en 2004, cuando Matthew Nagle, una persona con parálisis cuadri-
pléjica, se convirtió en el primer ser humano en ser implantado con el dispositivo 
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BrainGate, demostrando que las señales neuronales podían utilizarse para contro-
lar un ordenador. Ese mismo año, el “Wadsworth Center de Nueva York evidenció 
que una computadora podía ser operada mediante BCI sin necesidad de movimien-
tos musculares” (Jerry et al., 2012, p. 269).

Más recientemente, en 2020, la empresa Neuralink presentó a Gertrude, “una 
cerda con un chip implantado que transmitía su actividad neuronal en tiempo 
real” (Renton, 2020, p. 3). Poco después, en 2021, se difundió la demostración 
de Pager, “un macaco que jugaba videojuegos controlando una interfaz cerebral” 
(Monti et al., 2023, p. 80). Finalmente, en 2023, Neuralink dio a conocer el caso 
de Noland Arbaugh, “un paciente que sufre de paraplejía” (Götte, 2024, p. 8), 
quien logró escribir gracias a un sistema basado en la telepatía artificial propuesta 
por Musk. Estos avances confirman que la relación entre cerebro y máquina ha de-
jado de ser un argumento propio de la ciencia ficción para convertirse en un desafío 
actual, no solo en el ámbito médico, sino también en el jurídico, particularmente 
en lo relativo a la protección y garantía de los derechos humanos de las personas.

VI. NEURODERECHOS COMO CATEGORÍA EMERGENTE DE LOS DERECHOS HUMANOS

La irrupción de estas neurotecnologías plantea riesgos sobre la libertad cogniti-
va, la privacidad de los datos neuronales y la autonomía de la identidad personal. 
Por ello, los neuroderechos se entienden como una extensión y actualización de los 
derechos humanos clásicos, orientados a proteger la integridad personal y cere-
bral, la autodeterminación mental; no están regulados en la mayoría de los países, 
por ser derechos emergentes amenazados por el desarrollo de las neurotecnologías.

Ante ese riesgo, Chile fue pionero en las regulaciones tendentes a proteger 
el cerebro, en 2021 al reformar su Constitución, “incorporó explícitamente la obli-
gación de que el desarrollo científico respete la integridad física y psíquica de las 
personas, resguardando especialmente la actividad cerebral y la información de-
rivada de ella” (Miranda, 2025, p. 189). Este precedente marca un hito mundial 
en la constitucionalización de los neuroderechos. Por su parte, en Estados Unidos, 
especialmente en la región donde se desarrollan estas tecnologías, que es Califor-
nia, se aprobó en 2024 la Ley sb 1223, que modifica la California Consumer Pri-
vacy Act para incluir los datos neuronales dentro de la categoría de información 
personal sensible (Johnson, 2024). Con ello, las personas consumidoras adquieren 
derechos específicos sobre cómo se recopila, procesa y comparte su información 
cerebral, siendo uno de los marcos regulatorios tendentes a la privacidad cerebral.

Por último, en México, el pasado septiembre de 2023, se iniciaron las discusio-
nes en el Congreso de la Unión al presentar una iniciativa de reforma constitucional 
que propone modificar el artículo 73, fracción xvii. Esa reforma busca el recono-
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cimiento de los desafíos tecnológicos y éticos contemporáneos antes enunciados. 
El objetivo central de esta propuesta es otorgarle al Congreso de la Unión facul-
tades expresas para legislar en materia de inteligencia artificial y neuroderechos, 
lo cual busca consolidar un marco jurídico que permita regular estas áreas en be-
neficio de los derechos humanos de las personas y la protección de la dignidad 
humana.

VII. CONCLUSIONES

La inclusión de la neurociencia en el derecho no debe reducirse a una moda trans-
disciplinaria, sino que debe entenderse como una condición epistemológica para 
el desarrollo del bioderecho como nuevo paradigma jurídico. Lejos de proponer 
un naturalismo determinista, el bioderecho fundado en la neurociencia permite re-
cuperar una visión compleja y respetuosa del ser humano, reconociendo sus condi-
cionamientos biológicos sin renunciar a su dignidad ni a su autonomía.

La justicia del siglo xxi, en este contexto, ya no puede seguir pensándose desde 
el formalismo ni desde abstracciones moralistas, sino a partir de una racionalidad 
vital, integradora, situada y sentiente. La neurociencia, en diálogo con la bioética 
y el derecho, ofrece así la posibilidad de construir una nueva dogmática que no solo 
regule el avance científico, sino que lo oriente hacia el respeto radical por la vida 
y la dignidad humanas. La consolidación de los neuroderechos exige una acción 
concertada entre personas legisladoras, académicas y organismos internacionales. 
No se trata de añadir derechos de moda, sino de establecer un nuevo paradigma 
jurídico que responda a la complejidad de la condición humana en la era de la inte-
ligencia artificial. Este paradigma, fundado en la neurociencia y la bioética, puede 
garantizar que los avances tecnológicos no erosionen la autonomía, sino que am-
plíen las posibilidades del ser humano en condiciones de justicia y dignidad.

De esta forma, el bioderecho inspirado en la neurociencia no solo represen-
ta un campo emergente de investigación, sino también una oportunidad histórica 
para redefinir el horizonte del derecho mismo: uno que no se limite a sancionar, 
sino que comprenda, acompañe y promueva la protección de los derechos humanos 
y su dignidad en toda su complejidad.

VIII. REFERENCIAS

Alexy, R. (1993). Teoría de los derechos fundamentales. Centro de Estudios Constituciona-
les.

Apel, K. O. (1985). La transformación de la filosofía. Taurus.

Aprieto, J. (2013). Brain-Computer Interfaces (bci).



a  f o n d o
bioderecho y neurociencia: metafísica jurídica de la vida humana para el siglo xxi. 

primeras aproximaciones al núcleo irrefutable

177

Atienza, M. (2013). Curso de argumentación jurídica. Trotta.

Atienza, M. (2018). El sentido del derecho. Ariel.

Balcarce, F. I. (2015). Derecho penal y neurociencia: aproximaciones. Revista Facultad de 
Derecho y Ciencias Sociales y Políticas, 89–109.

Bear, M. F. (2008). Neurociencia. Explorando el cerebro. Wolters Kluwer.

Cárdenas Krenz, R. (2016). Neurociencia y derecho: problemas y posibilidades para el 
quehacer jurídico. Bioethics, 1–25.

Cárdenas Krenz, R. (2017). Neurociencia y Derecho: problemas y posibilidades del quehacer 
jurídico. Centros Culturales de México.

Castilla Colquehuanca, J. S. (2019). Neurociencia y Derecho: entorno neurocientífico, din-
torno jurídico y controno conceptual. Revista de Derecho de la unap, 45–60.

Demetrio Crespo, E. (2013). Neurociencias y derecho penal. B de F Ltda.

Duque Parra, J. E. et al. (2011). Santiago Felipe Ramón y Cajal, ¿Padre de la Neurociencia? 
Int. J. Morphol, 1202–1206.

Dworkin, R. (2012). Los derechos en serio. Ariel.

Ellacuría, I. (1991). Filosofía de la realidad histórica. Alianza.

Fabra Zamora, J. L. (2015). Filosofía y teoría del derecho. unam.

Ferrajoli, L. (2011). Principia iuris. Teoría del derecho y de la democracia. Teoría del Derecho. 
Trotta.

Götte, S. R. (2024). Problemas éticos de las interfaces cerebro-computadora. Perspectivas 
desde una bioética personalista. Veritas, (59), 7–34.

Guastini, R. (2010). Estudios sobre interpretación jurídica. Porrúa.

Guyton. (2011). Tratado de fisiología médica. Grafos.

Hegel, F. (2017). Fenomenología del espíritu. Fondo de Cultura Económica.

Hegel, F. (2021). Lecciones sobre filosofía de la Historia Universal. Los Cuarenta.

Jerry, J. S., Krusienski, D. J., y Wolpaw, J. R. (2012). Brain-Computer Interfaces in Medici-
ne. Mayo Clinic Proceedings, 87.

Johnson, W. (2024, diciembre 2). What are neural data? An invitation to flexible regula-
tory implementation. Stanford Law School. https://law.stanford.edu/2024/12/02/
what-are-neural-data-an-invitation-to-flexible-regulatory-implementation/

Laveaga, G. (2016). Neurociencias: una introducción para abogados. Ex Legibus, 46–66.

Laveaga, G. (2022). Leyes, neuronas y hormonas. Taurus.

Margulis, L. (2002). Planeta simbiótico. Debate.

Martínez Torre, P. (2008). Neuroanatomía. Panamericana.

Miranda, M. E. H., y Bedoya, A. C. (2025). Neuroderechos en Chile entendidos como el 
derecho a seguir siendo humanos. Revista Rede De Direito Digital, Intelectual & 
Sociedade, 3(6), 189–241.



178

  DI GN ITA S  /   a ñ o  x v i i i ,  n ú m .  5 6 ,  s e p t i e m b r e - d i c i e m b r e  d e  2 0 2 5

Monti, N. L., Sánchez, M., y Colombara, C. (2023). Neurotecnologías en contextos demo-
cráticos. Revista Estado y Políticas Públicas, (21), 73–95.

Nieva Fenoll, J. (2016). Neurociencia y juicio jurisdiccional: pasado y presente. ¿Futuro? 
Civil Procedure Review, 119–144.

Noah Harari, Y. (2016). Homo Deus. Debate.

Noah Harari, Y. (2021). De animales a dioses. Breve historia de la humanidad. Debate.

Ortega Loubon, C. (2010). Neurofisiología del aprendizaje y la memoria. Plasticidad neu-
ronal. iMedPub Journals.

Palacios Sánchez, L. et al. (2015). Santiago Ramón y Cajal, neurocientífico y pintor. Acta 
Neurológica Colombiana, 454–461.

Pardo, M. S. (s. f.).

Peña Carlos, J. S. (2016). Neurociencia y derecho. La decisión emocional del juez en el 
proceso judicial. Jus Et Tribunalis, 59–72.

Pérez Manzano, M. (2011). Fundamento y fines del Derecho Penal. Revista para el Análisis 
del Derecho, 1–39.

Piore, A. (2015, noviembre 9). To study the brain, a doctor puts himself under the knife. 
MIT Technology Review.

Pozo, K. (2010). Unraveling mechanisms of homeostatic synaptic plasticity. Neuron.

Pozzolo, S. (2011). Neoconstitucionalismo y positivismo. Palestra Editores.

Romero, G., Arenas, M. G., Castillo, P. A., Merelo, J. J., Prieto, A., y Rivas, V. (2005, ju-
nio 8-10). Evolutionary design of a brain-computer interface. In Proceedings of the 
8th International Work-Conference on Artificial Neural Networks (iwann 2005) (pp. 
279–286).

Rodríguez, A. (2017, mayo 5). Sinapsis. Biopsicosalud. https://www.biopsicosalud.com.
ve/2017/05/sinapsis.html

Rorty, R. (2001). La prioridad de la democracia sobre la filosofía. En G. Vattimo (Coord.), 
La secularización de la filosofía (pp. 31–61). Gedisa.

Ruiz Martínez-Cañavate, M. (2015). Neurociencia, derecho y derechos humanos. Revista 
de derecho de la uned, 1249–1277.

Salamanca Serrano, A. (2015). La investigación jurídica intercultural e interdisciplinar. 
Redhes, 59–92.

Taylor, C. (2009). El multiculturalismo y la política del reconocimiento. Fondo de Cultura 
Económica.

Teodoro Ramírez, M. (2016). El nuevo realismo. La filosofía del siglo xxi. Siglo xxi.

Universidad Nacional Autónoma de México. (2023). Lecturas sobre instituciones políticas 
y sentencias Estadounidenses. https://lecturasconstitucionaleseua.juridicas.unam. 
mx/sentencias-tseu/roe-vs-wade-1973/

Universidad Interamericana de Puerto Rico. (s. f.). Diccionario de Neuropsicología. San 
Juan.



a  f o n d o
bioderecho y neurociencia: metafísica jurídica de la vida humana para el siglo xxi. 

primeras aproximaciones al núcleo irrefutable

179

Valdés, E. (2020). El nacimiento del bioderecho. En E. Valdés, e I. Brena, Bioderecho y 
derechos humanos (pp. 3-40). unam.

Vargas Mendoza, M. I. (2018). Xavier Zubiri: Un giro hermenéutico jurídico hacia la meta-
física madura. Telemática. Revista de Filosofía Jurídica.

Varela Arregocés, E. (2011). Redes neuronales artificiales: una revisión. Investigación y 
desarrollo TIC, 18–27.

Yuste, R., Goering, S., Bi, G., Carmena, J. M., Carter, A., Fins, J. J., Huggins, J. E., Illes, J., 
Kellmeyer, P., Klein, E., Marblestone, A., Mitchell, C., Parens, E., Pham, M., Rubel, 
A., Sadato, N., Sullivan, L., Teicher, M., … y Wolpaw, J. (2017). Four ethical prio-
rities for neurotechnologies and AI. Nature, 551(7679), 159–163.

Zubiri, X. (1994). Naturaleza, historia y Dios. Alianza.

Zubiri, X. (1995). Estructura dinámica de la realidad. Alianza.

Zubiri, X. (2001). Sobre la realidad. Alianza.

Zubiri, X. (2006). Estructura de la metafísica. Alianza.

Zubiri, X. (2008). Sobre la esencia. Alianza.





criterios sobre 
derechos digitales 

e inteligencia 
artificial





183

C R I T E R I O S  S O B R E  D E R E C H O S  D I G I TA L E S 
E  I N T E L I G E N C I A  A R T I F I C I A L

Criterios jurisprudenciales

Jurisprudential Criteria

JOSÉ ÁNGEL DÍAZ RODRÍGUEZ

[Coordinador Académico del Corporativo de Peritaje en Trabajo Social México. Docente en las maestrías de Trabajo 
Social y Peritaje Social del iesh y en la preespecialización de protección a la niñez en la unab.]

I. INTRODUCCIÓN

En la era digital, la inteligencia artificial (ia) y las tecnologías emergentes están 
transformando aceleradamente los entornos sociales, económicos, políticos y cul-
turales. México, como parte de esta transformación global, enfrenta importantes 
desafíos para garantizar que el enfoque transversal de derechos humanos se respe-
te y adapte ante estos nuevos contextos tecnológicos. El acceso a Internet, la pri-
vacidad de los datos personales, la libertad de expresión en plataformas digitales, 
así como la transparencia y equidad en el uso de algoritmos, son hoy componentes 
esenciales de una ciudadanía digital informada y crítica.

Este breviario tiene como propósito ofrecer una visión concisa y accesible so-
bre el estado actual de los derechos digitales y el desarrollo de la inteligencia arti-
ficial en México. A través de un recorrido por los marcos legales, los actores clave, 
las tensiones éticas y las políticas públicas en curso, se busca fomentar una com-
prensión informada del impacto de estas tecnologías en la vida cotidiana de las per-
sonas. Asimismo, se reflexiona sobre los riesgos que implica una adopción acrítica 
de la ia, como la vigilancia masiva, la discriminación algorítmica o la falta de ren-
dición de cuentas en decisiones automatizadas.

II. SITUACIÓN ACTUAL DE LOS DERECHOS DIGITALES Y DEL DESARROLLO DE LA 

INTELIGENCIA ARTIFICIAL EN MÉXICO

La inclusión del derecho de acceso a las tecnologías de la información y comu-
nicación, incluido el acceso a Internet, como parte del artículo 6° constitucional 
(cpeum, 2013), representó un paso clave hacia la construcción de un entorno di-
gital más ecuánime. Sin embargo, este reconocimiento formal convive con brechas 
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significativas en conectividad, alfabetización digital, vigilancia ilegal y uso de tec-
nologías que vulneran derechos fundamentales, por tanto, uno de los principales 
problemas en el ejercicio pleno de los derechos digitales en México es la brecha di-
gital. Aunque el Instituto Nacional de Estadística y Geografía reportó que el 78.6 % 
de la población urbana tiene acceso a Internet, este porcentaje disminuye consi-
derablemente en zonas rurales, donde solo alrededor del 50 % puede conectarse 
de manera regular (inegi, 2023). La falta de infraestructura, los altos costos y la 
baja alfabetización digital limitan las oportunidades de acceso a la información, 
la educación y la participación cívica en entornos digitales (inegi, 2025).

En adición a lo anterior, el desarrollo de la inteligencia artificial presenta un pa-
norama de oportunidades, pero también de profundas tensiones. La falta de una 
estrategia nacional coherente, la escasa regulación, el uso opaco en contextos 
sensibles y la débil rendición de cuentas son síntomas de un modelo tecnológico 
aún centrado en la lógica del control, más que en la garantía de derechos (Díaz, 
2024). En términos generales, México posee un ecosistema emergente en ia impul-
sado principalmente por instituciones académicas, centros de investigación y algu-
nas dependencias gubernamentales. Universidades como la unam (iimas, 2022), 
el Instituto Politécnico Nacional (ipn, 2024), el Tecnológico de Monterrey (tec.mx, 
2025) y el Centro de Investigación en Matemáticas (cimat, 2021) han desarrollado 
líneas de investigación orientadas al aprendizaje automático, la robótica, al proce-
samiento de lenguaje natural y al análisis de datos masivos.

Asimismo, organismos como el Consejo Nacional de Humanidades, Ciencias 
y Tecnologías han promovido programas de ciencia de datos e ia (conahcyt, 
2024), aunque de manera todavía fragmentaria. A nivel empresarial, la adopción 
de IA ha estado concentrada en sectores como la banca, el comercio electrónico 
y las telecomunicaciones, especialmente en áreas como atención al cliente, análisis 
predictivo y automatización de procesos, por tanto, es fundamental abordar estos 
retos para un uso responsable y proteger los derechos de las personas participantes 
involucradas (Baidoo-Anu y Owusu Ansah, 2023).

III. ANDAMIAJE NORMATIVO Y TENSIONES ÉTICAS FRENTE A LOS DERECHOS 

DIGITALES Y LA INTELIGENCIA ARTIFICIAL EN MÉXICO

México ha logrado avances parciales en la construcción de un marco normativo 
vinculado a los derechos digitales, destacando los siguientes instrumentos:

•	 Artículo 6º constitucional. Reconoce el acceso a las tecnologías de la infor-
mación y comunicación, incluido el Internet, como un derecho fundamental, 
así como la obligación del Estado de garantizar este acceso universal (cndh, 
sep e inehrm, 2015).
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•	 Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particula-
res (dof, lfpdppp, 2010) y su contraparte para el sector público. Establecen 
los principios y deberes para el tratamiento adecuado de los datos personales 
por parte de entidades públicas y privadas.

•	 Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. Introduce 
disposiciones sobre el uso y resguardo de la información digital en el ámbito 
gubernamental (dof, lgtaip, 2025).

•	 Ley de Ciencia y Tecnología (en proceso de transformación bajo el nuevo mar-
co del conahcyt). Si bien hace mención de tecnologías emergentes, aún care-
ce de una definición normativa sobre inteligencia artificial (dof, lcyt , 2020).

•	 Código Nacional de Procedimientos Penales. Incluye disposiciones sobre la ob-
tención de evidencia digital, pero no regula el uso de ia como herramienta ju-
dicial (dof, cnpp, 2024).

Pese a estos avances, México no cuenta con una ley específica que regule 
el uso, diseño, implementación y supervisión de sistemas de inteligencia artificial, 
ni con un marco normativo robusto sobre derechos digitales más allá del enfoque 
de protección de datos. Esta ausencia ha derivado en una aplicación descoordina-
da y, en muchos casos, opaca de tecnologías con alto potencial de afectación a los 
derechos humanos.

En años recientes, se han presentado diversas iniciativas legislativas para regu-
lar la ia y los derechos digitales, muchas de las cuales han sido criticadas por su ca-
rácter restrictivo o su enfoque centrado en la seguridad y el control, en lugar de la 
protección de los derechos.

Entre las más destacadas, se encuentran las siguientes:

•	 Iniciativa de Ley para la Regulación Ética de la Inteligencia Artificial (Loyola, 
2023). Buscaba establecer principios generales de ética y derechos humanos 
para el desarrollo de ia, pero no logró avanzar en el proceso legislativo.

•	 Propuestas de Ley de Ciberseguridad (Riquelme, 2024). Varias versiones 
de esta ley han sido cuestionadas por incluir disposiciones que permitirían 
la vigilancia masiva sin orden judicial, el control excesivo de plataformas digi-
tales y el debilitamiento de la libertad de expresión.

•	 Falta de armonización con estándares internacionales. México aún no ha inte-
grado de forma plena las recomendaciones de la Organización para la Coope-
ración y el Desarrollo Económicos (ocde) o de la Organización de las Naciones 
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura sobre gobernanza responsa-
ble de la ia, ni ha establecido una agencia nacional autónoma para la supervi-
sión tecnológica (unesco, 2024).
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El avance de la ia y los sistemas automatizados ha generado una serie de dile-
mas éticos que desafían tanto al marco jurídico como a la estructura institucional 
del país. Más allá de la necesidad de nuevas leyes, lo urgente es que estas se for-
mulen desde un enfoque ético y de derechos humanos, con participación de la so-
ciedad civil, la academia y los sectores más vulnerados socialmente. La tecnología 
no es neutral: su diseño, implementación y regulación deben responder a un pro-
yecto democrático incluyente, donde el respeto a la dignidad humana esté por en-
cima de la eficiencia o el control. 

IV. CONCLUSIONES

La transformación digital en México, impulsada por la ia y otras tecnologías emer-
gentes, representa una oportunidad histórica para avanzar hacia una sociedad 
más informada, conectada y equitativa. Sin embargo, esta encrucijada implica 
riesgos y desafíos que no pueden ser ignorados. Como se ha mostrado, persisten 
importantes brechas estructurales —como el acceso desigual a Internet, la baja 
alfabetización digital y la ausencia de una legislación específica en la materia— 
que limitan el ejercicio pleno de los derechos digitales y que, en algunos casos, 
los vulneran gravemente.

El desarrollo de la inteligencia artificial avanza, pero lo hace en un entorno 
aún desregulado, con escasos controles éticos y sin mecanismos adecuados de ren-
dición de cuentas. Esta situación plantea riesgos significativos, especialmente cuan-
do las tecnologías son aplicadas en contextos sensibles como la seguridad, la justicia 
o la gestión pública, sin evaluaciones de impacto ni supervisión. Esto involucra 
no solo actualizar las leyes y políticas públicas, sino también garantizar la partici-
pación activa de la sociedad civil, la academia y los sectores más vulnerados en la 
toma de decisiones tecnológicas que requieren una visión integral y humanista 
del desarrollo digital: una en la que no se reproduzcan marginalidades históricas, 
sino que contribuya a superarlas; diseñada con criterios de justicia social, transpa-
rencia y equidad. Solo bajo estos principios será posible avanzar hacia una verda-
dera soberanía tecnológica y una ciudadanía digital libre, informada y plena.
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B R E V I A R I O  B I B L I O G R Á F I C O

Ackerman, John M. et al. (2023), Decálogo de 
Derechos de las Personas Usuarias de Redes 
Sociodigitales. unam.

GABRIELA ALEJANDRA SOSA-SILVA1

Este documento, apunta su prólogo, parte del reconocimiento de que, si bien el In-
ternet y las redes sociodigitales al principio se presentaron como herramientas 
que permitirían una mayor participación política y una emancipación social, tam-
bién lo es que, conforme han ido evolucionando estos espacios, han propiciado 
diversos fenómenos que atentan contra la libertad de expresión y la democracia 
misma. Por lo que identificada esta problemática, el “Tlatelolco Lab, laboratorio 
digital para la Democracia, Justicia y Sociedad de la unam”, como un grupo trans-
disciplinario de investigación y acción de la universidad nacional en cita, se propu-
so construir alternativas que fortalezcan la participación ciudadana en el entorno 
sociodigital; articular competencias técnicas acerca de la regulación jurídica de las 
redes sociales; construir rutas críticas para generar contextos democráticos y con-
solidar derechos digitales, dando origen al decálogo de derechos que se presenta 
en este apartado.

Esta iniciativa sugiere cambios al marco normativo nacional encaminados a es-
tablecer y fortalecer los derechos digitales, teniendo como referencia el derecho 
comparado, las mejores prácticas de la gobernanza de Internet y las regulaciones 
internacionales, para lo cual retoma aspectos torales para alcanzar, desde su ópti-
ca, una auténtica democracia digital con derechos y justicia, como la libertad de ex-
presión en redes sociodigitales, la protección de los datos de las personas usuarias, 
el derecho a un entorno veraz en el espacio digital, la defensa constitucional de las 
personas usuarias, la ciberseguridad y la protección de sectores sociales expues-

1	 Directora de las colecciones Tus derechos en… y Tus obligaciones en…, publicadas por la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado de México.
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tos en contextos digitales como las infancias, las mujeres y los grupos indígenas, 
por mencionar algunos. 

Así, este esfuerzo colaborativo y resultado de dos encuentros internacionales 
coordinados por el Programa Universitario de Estudios sobre Democracia, Justi-
cia y Sociedad (puedjs), se propone ampliar la transparencia y garantizar el ac-
ceso a la información, por medio de una regulación amplia de las redes sociales 
y las plataformas sociodigitales; de tal manera que se combatan la desinformación, 
los discursos de odio, la violencia, pero, sobre todo, se promueva una cultura digi-
tal sustentada en los derechos humanos a la protección de los datos personales y a 
tecnologías libres.  

El decálogo en cita refiere que, si bien las tecnologías de la información y la 
comunicación ya tenían presencia en la vida cotidiana de las personas, han existido 
fenómenos, como la crisis sanitaria global por covid-19, que reforzó, por medio 
del confinamiento, la dependencia ya existente a las herramientas digitales, como 
Google, Twitter, Facebook, Tik Tok y YouTube, pues se convirtieron en la principal 
manera de conservar nuestra actividad social —e incluso en medios fundamentales 
para realizar las actividades comerciales, laborales, académicas, de entretenimiento 
y recreación en la nueva normalidad digital—, y, desde un enfoque personal, se han 
mantenido en esa posición, ya que ahora también permiten monetizar. 

Por tanto, esta normalidad digital comprende que el Estado expanda el ámbito 
de aplicación de los derechos fundamentales de las personas y las garantías para 
tal efecto, al cada vez más preponderante entorno digital; para lo cual, las personas 
coordinadoras de redacción de este decálogo se inspiran en variadas legislaciones 
a lo largo del mundo que tienen como finalidad generar ambientes democráticos, 
pero con amplias salvaguardas para la ciudadanía y la población usuaria de la re-
des, para que estas sean consideradas sujetas de derechos y no solamente consu-
midoras del espacio digital.

De manera propositiva el documento comparte diferentes propuestas legislati-
vas sobre los derechos que, a su consideración, requieren una salvaguarda adicional 
en las plataformas sociodigitales. En su enumeración incluye una clara justificación 
y la sugerida reforma concerniente a cada una de las legislaciones aplicables2 para 
la protección de 10 derechos específicos, a saber:

•	 Derecho a la libertad de expresión en redes sociales y derecho de réplica.

2	 Ley General de Protección de Datos Personas en Posesión de Sujetos Obligados, Ley General de 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, Ley Federal para Prevenir y Erradicar la Dis-
criminación, Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, Ley General de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales, Ley General de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes. 
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•	 Derecho a la plena disposición de los datos almacenados y a su interoperabili-
dad en plataformas digitales.

•	 Derecho a un entorno veraz en redes sociales.
•	 Derecho de las infancias al uso seguro de las plataformas de redes sociales. 
•	 Derecho a la defensa constitucional de derechos fundamentales frente a actos 

emitidos por las compañías de redes sociales digitales. 
•	 Derecho a la información y transparencia respecto del contenido en materia 

electoral difundido a través de las plataformas de redes sociales.
•	 Derecho a la transparencia en materia de administración de contenidos 

por parte de las redes sociales.
•	 Derecho a la no discriminación y a la vida libre de violencia en redes 

sociodigitales.
•	 Derecho a la ciberseguridad.
•	 Derecho a las identidades en las redes sociales.

El decálogo, en su apartado denominado “Posdata”, como lo titula de manera 
original el grupo de expertos, se refiere a la necesaria creación de una institución 
independiente de los poderes públicos y privados, que se especialice, regule e ins-
tituya como defensora ex profeso de los derechos digitales de las personas usuarias 
en redes sociodigitales; propone un modelo constitucional de órgano autónomo 
como el más adecuado para lograr autonomía referida, lo cual, conforme a su pro-
puesta, no significa que el Estado no pudiera ser un actor de la gobernanza de In-
ternet y las plataformas sociodigitales.

Para fortalecer la idea que antecede, en el texto multicitado también se descri-
ben diferentes modelos de organismos reguladores de los derechos digitales en el 
mundo, como el modelo europeo, que tiene una división interna, como organismo 
independiente de regulación de los datos personales (sean digitales o no), además 
de un Comité Europeo de Protección de Datos Personales, un Organismo de Re-
guladores Europeos de las Comunicaciones Electrónicas y el Reglamento de Mer-
cados Digitales. Además, se enuncian el modelo estadounidense, que cuenta con la 
Comisión Federal de Comunicación, y el caso de Brasil, que tiene órganos federales, 
aunque estos dependen de los gobiernos electos. En México, de manera proposi-
tiva, las personas especialistas proponen como organismo regulador de derechos 
digitales, con base en la experiencia mundial, al Instituto Federal de Telecomuni-
caciones, ya que se constituía como la institución autónoma encargada de estable-
cer las normas relativas a los derechos digitales, sin embargo, como se sabe, este 
ente se extinguió con la entrada en vigor del decreto de 20 de diciembre de 2024, 
por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de simplificación orgá-
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nica;3 de ahí que resulte necesario repensar qué institución o dependencia deberá 
encargarse de la protección de estos derechos, al ser innegable que vivimos en una 
sociedad digital de cuyos entornos, dispositivos y servicios dependen cada día más 
las poblaciones y las personas.

Finalmente, aunque el decálogo que se sigue no se refiere al caso de España, 
ese país cuenta con una Carta de Derechos Digitales interesante de consulta, la cual, 
en sus consideraciones previas, reconoce que la dignidad de la persona, los dere-
chos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el res-
peto a la ley y a los derechos de los demás, constituyen el fundamento del orden 
político y de la paz social; pues ante el intenso progreso de las tecnologías digitales 
o basadas en lo digital, se plantea la necesidad de asegurar que el marco jurídico 
garantice sus derechos y que, además, permita incidir en la resolución de conflictos 
que pueden presentarse en los espacios digitales. 

Esta última carta se cita en el presente breviario, al considerarse de utilidad 
y resultar orientativa en la materia, pues esta autora coincide con el hecho de que 
no se trata de crear nuevos derechos, sino de perfilar los más relevantes (sin sosla-
yar que no existe jerarquía entre ellos) en el entorno y los espacios digitales, lo que 
no significa que se quedarán de esa manera los demás derechos, ya que si bien 
el disfrute gradual y el proceso dinámico de las prerrogativas han generado retos, 
consecuencias y límites que no son predecibles, lo cierto es que sus efectos nega-
tivos sí pueden mitigarse o prevenirse mediante un andamiaje jurídico diseñado 
y adecuado a la naturaleza del entorno digital y las nuevas realidades.
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Dignitas es una publicación cuatrimestral con fines académicos. Su principal ta-
rea es difundir reflexiones sobre la situación de los derechos humanos en el Es-
tado de México, en el país y en el mundo, fortalecer la cultura del respeto a la dig-
nidad humana y profundizar en el conocimiento y uso de conceptos sobre los 
derechos humanos. Sus lineamientos editoriales se conforman de acuerdo con 
requisitos académicos estandarizados. Las colaboraciones deberán cumplir con las 
siguientes características:

De contenido

  1.	Todos los artículos, ensayos y reseñas deben ser originales y no haber 
sido publicados con anterioridad. En caso de que estos trabajos de in-
vestigación estén siendo sometidos a dictamen en otra publicación serán 
dimitidos. 

  2.	En los artículos o ensayos se deberá argumentar la situación de los de-
rechos humanos en cualquier región del Estado de México, de México o 
del mundo, así como desarrollar adecuadamente los conceptos que se 
incluyan en el texto.

  3.	Se aceptan trabajos en español, inglés, francés, portugués o italiano.
  4.	Los documentos deberán entregarse en idioma original e incluir un bre-

ve resumen en inglés con una extensión de 100 a 150 palabras que con-
tenga información concisa acerca del contenido, además de una relación 
de tres a cinco palabras clave del texto (en el idioma en que se envíe el 
documento y en inglés), esto con fines de indización bibliográfica.

lineamientos 
editoriales
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  5.	Todos los trabajos deberán incluir al final del texto una breve reseña 
curricular que integre datos generales del o los autores, tales como:

•	 Nombre(s) completo(s).
•	 Máximo nivel de estudios e institución en la que se realizaron.
•	 Institución a la que se encuentra adscrito laboralmente.
•	 En caso de contar con otras publicaciones, mencionar las tres últimas. 

Deberán especificar si son en coautoría; el orden de los datos es el 
siguiente: el título del libro o artículo, ciudad, editorial, páginas (en 
caso de tratarse de un artículo) y año de la publicación.

•	 Correo electrónico y teléfono.

  6.	Para la publicación de los artículos, el o los autores deberán remitir el 
formato de Carta-Cesión de la Propiedad de los Derechos de Autor debi-
damente completado y firmado. Este formato se puede enviar por corres-
pondencia o por correo electrónico en archivo PDF, esto porque la Codhem 
requiere que el o los autores concedan la propiedad de los derechos de 
autor a Dignitas, para que sus textos sean publicados y difundidos en 
medios magnéticos, así como en la revista impresa. Los autores conser-
van sus derechos morales conforme lo establece la ley y podrán hacer 
uso del material de su artículo en otros trabajos o libros con la condición 
de citar a Dignitas como la fuente original de los textos.

  7.	Todos los trabajos serán sometidos a dictamen emitido por el Consejo 
Editorial, el cual está integrado por estudiosos de los derechos humanos 
y las ciencias sociales, así como por especialistas en materia editorial. En 
caso de que los resultados del dictamen sean discrepantes, se remitirá a 
un tercer dictamen que será definitivo.

  8.	Los resultados de los dictámenes son inapelables.
  9.	Los procesos de dictaminación están determinados por el número de 

artículos en lista de espera. El Centro de Estudios informará a cada uno 
de los autores del avance de su trabajo en el proceso de dictaminación y, 
en su caso, de edición.

10.	 Todo caso no previsto será resuelto por el Consejo Editorial de la Codhem.
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De formato

  1.	Los ensayos o artículos deberán tener una extensión de 25 a 30 cuartillas 
(incluidos gráficos, tablas, notas a pie de página y fuentes consultadas), 
con un interlineado de 1.5, en tipografía Times New Roman de 11 pun-
tos. Las reseñas deben tener una extensión de una a tres cuartillas.

  2.	Todas las colaboraciones deberán enviarse a través de correo electróni-
co, en procesador Word, sin ningún tipo de formato, sangrías o notas 
automáticas.

  3.	En la portada del trabajo deberá aparecer el nombre completo del o los 
autores.

  4.	Los cuadros, tablas y gráficos deben presentarse agrupados al final del 
documento y en el texto se debe señalar el lugar donde se colocarán. De-
berán estar elaborados en archivos aparte en procesador Excel; además, 
deben incluir título y fuente de donde se recabaron los datos.

  5.	Todo gráfico deberá presentarse en blanco y negro, sin ningún tipo de 
resaltado o textura, así como los diagramas o esquemas no deben ser 
copia. 

  6.	No se colocarán epígrafes al inicio de cada trabajo.
  7.	Los títulos y subtítulos deberán numerarse con sistema decimal, después 

de la introducción.
  8.	Las notas a pie de página deberán ser únicamente aclaratorias o explica-

tivas, es decir, han de servir para ampliar o ilustrar lo dicho en el cuerpo 
del texto y no para indicar las fuentes consultadas.

  9.	Deberá usarse el sistema Harvard.

Envío de trabajos

Correo electrónico: publicaciones@codhem.org.mx.
Teléfono en la ciudad de Toluca: (722) 236 05 60, extensiones 2344 o 2346.
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editorial 
guidelines

Dignitas is a biannual publication for academic purposes. Its main task is to 
spread reflections on the situation of human rights in the State of Mexico, in the 
country and in the world, strengthen the culture regarding human dignity and 
deep in the knowledge and use of concepts on human rights. Its editorial guideli-
ne conforms to standardized academic requirements. Contributions must contain 
following characteristics:

Contents

  1. 	All articles, essays and reviews must be original and not have been pre-
viously published. In event that these research works would be submit-
ted into a dictamen in another publication, it will be removed.

  2. 	Articles or essays must explain the situation of human rights in any re-
gion of the State of Mexico, Mexico or of the world, and develop properly 
the concepts included in the text.

  3. 	Articles are accepted in Spanish, English, French, Portuguese or Italian.
  4. 	Documents must be submitted in original language and include an 

abstract in English of 100-150 words containing concise information 
about the content, and a list of three to five key words of the text (in the 
original language in which the document is sent and in English), this for 
bibliographic indexing purposes.
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  5. 	All entries must include at the end of the text a brief curriculum overview 
of the author(s) to include details such as:

•	 Complete name(s).
• 	Highest level of study and institution in which it took place.
• 	Institution the author is currently working at.
• 	When author has written other publications, mention only the three 

most recently. They must specify whether they are co-authored; the 
order of data is as follows: the title of the book or article, city, publi-
sher, pages (if it is an article) and year of publication.

• 	E-mail address and telephone number.

  6. 	For the publication of the articles, the author or authors must send 
Transfer of Ownership of Copyright letter-format duly completed and 
signed by the author or authors. This format may be sent by mail or  
e-mail in pdf file. This because the Codhem requires that author  
or authors granted the ownership of the copyright to Dignitas, so that 
their texts are published and disseminated on magnetic media and in 
printed magazine. Authors retain their moral rights as established by 
law and they can make use of their article material in other works or 
books on the condition of quoting Dignitas as the original source of the 
texts.

  7.	All papers will be submitted to opinion of the Editorial Board, which 
is composed of studious of human rights and social sciences as well as 
specialists in publishing field. If results are discrepant, the dictum will be 
forwarded to a third opinion which will be the final one.

  8. 	The results of opinions are unappealable.
  9. 	The opinion processes are determined by the number of items on the 

waiting list. The Centre for Studies will inform each of the authors of 
their work progress in the process of opinion and, where appropriate, its 
edition.

10. 	Any case not provided above, will be solved by Editorial Board of the 
Codhem.
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Formatting

  1.	The essays or articles should be around 25 to 30 pages (including charts, 
tables, footnotes and sources consulted page), with a line spacing of 1.5, 
font 11-point Times New Roman style. Reviews must have an extension 
of one to three pages.

  2.	All contributions must be sent via e-mail, word processor, without any 
kind of format, indents or automatic notes.

  3. 	The cover of the paper must include the full name of the author or au-
thors.

  4.	Charts, tables and graphs must be grouped at the end of the document 
and the text must indicate the place where they will be placed. They 
must be processed in separate files in Excel processor. They must also 
include title and source from which the data were collected.

  5.	All graphics must be presented in black and white, without any highligh-
ting or texture as well as charts or diagrams should be submitted in an 
editable format.

  6.	No epigraphs will be placed at the beginning of each paper.
  7.	The titles and subtitles must be numbered with decimal system, after the 

introduction.
  8.	Footnotes must be only explanatory and must serve to expand or illus-

trate what is said in the body of the text and not to indicate reference 
sources.

  9.	Harvard system must be used. 

Contributions Submission

Email: publicaciones@codhem.org.mx.
Telephone number in the city of Toluca: +52 (722) 2 36 05 60, exts. 2344 or 2346.
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